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En la actualidad ha causado un revuelo el tema de las pensiones, principalmente entre los asegurados que están a punto de 
iniciar su trámite, toda vez que les tocó vivir el periodo de transición entre las dos leyes en las que es posible pensionarse, 
y en virtud de los pronunciamientos realizados tanto por los órganos jurisdiccionales como por el propio Instituto Mexicano 
del Seguro Social (en adelante el Instituto).

El presente trabajo tiene por finalidad realizar un análisis de ambos criterios, mediante los cuales se establecerán las 
directrices para resolver los trámites de las pensiones, así como el latente cambio que pudiera darse en ese sentido.

Ley de Seguro social de 1973 (Ley de 1973)

De conformidad con el artículo 33 de la ley del Seguro Social (en lo sucesivo LSS) publicada el 12 de marzo de 1973, se 
estableció que:

…los asegurados quedarán inscritos con el salario base de cotización que perciban en el 
momento de su afiliación, estableciéndose como límite superior el equivalente a diez veces el 
salario mínimo general y como límite inferior el salario mínimo respectivo….

Ahora bien, tal como es de nuestro conocimiento, conforme al artículo 137 de la LSS la vejez da derecho al asegurado entre 
otros a una pensión, y en su artículo 138 de la LSS señala que para tal efecto es necesario lo siguiente:

I. Tener 65 años cumplidos.
II. Tener reconocidas un mínimo de 500 semanas cotizadas (9.6 años).

Por su parte, el artículo 167 de la LSS establece que para determinar la cuantía básica anual de la pensión y sus incrementos, 
se considera como salario diario, el promedio correspondiente a las últimas 250 semanas de cotización.
Como se puede observar de los artículos señalados en resumen podemos señalar lo siguiente:

I. Para poder acceder a la pensión se deben tener 65 años cumplidos.
II. Tener reconocidas un mínimo de 500 semanas cotizadas (9.6 años).
III. El monto máximo a recibir de pensión ascendería a diez veces el salario mínimo.

Para el caso de cesantía, aplican los mismos requisitos, solo que podrá iniciar con su pensión a los 60 años de edad; pero 
solo podrá acceder al 75% de la pensión que le hubiera correspondido por vejez, esto de conformidad con los artículos 145 
y 171 respectivamente de la LSS.
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A mayor abundamiento, conforme al artículo 171 referido, si se inicia con la pensión por cesantía, a los 60 años el porcentaje 
de pensión sería de 75% y así sucesivamente hasta llegar al 95% (61 años 80%, 62 años 85%, 63 años 90%, 64 años 
95%).

Es importante señalar que de manera opcional quienes se hubieren inscrito durante la vigencia de la ley 1973 podrán 
pensionarse de conformidad a la ley de 1997, esto de conformidad con el artículo tercero transitorio de la nueva ley del 
Seguro Social.

Ley del Seguro Social de 1997 (Ley de 1997).

De conformidad con su artículo 28 de la LSS los asegurados se inscribirán con el salario base de cotización que perciban 
al momento de su afiliación, estableciéndose como límite superior el equivalente a veinticinco veces el salario mínimo 
general.

Conforme al artículo 162 de la LSS para tener derecho a la pensión por vejez, se requiere:

I. Tener 65 años cumplidos.
II. Tener reconocidas mínimo 1,250 semanas cotizadas (24.03 años).

En esta nueva ley, el monto de la pensión atiende a lo acumulado en la cuenta individual y para el caso de la pensión por 
cesantía, es posible iniciarla a partir de los 60 años de edad.

En siguiente recuadro podemos señalar de manera esquemática las principales diferencias entre los requisitos para la 
pensión por vejez y cesantía:
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Las diferencias principales radican entre semanas cotizadas y monto máximo de pensión.

Criterio del H. consejo técnico del IMSS.

Aun cuando la ley de 1973 establece como límite para el pago de pensión 10 salarios mínimos, por criterio del H. Consejo 
Técnico del IMSS se establece como límite superior para el pago de pensión 25 salarios mínimos; entendemos que 
el motivo de este criterio radica en que el tope máximo del salario base de cotización se incrementó en la nueva ley 
precisamente a 25 salarios mínimos, lo que favorece a:

I. Quienes se inscribieron en la ley de 1973.
II. El salario base de cotización en las últimas 250 semanas sea de 25 salarios mininos, en 
promedio.
III. Cumplan con 1,250 semanas de cotización.
IV. Opten por pensionarse de acuerdo a la ley de 1973, ya que podrán pensionarse con 25 
salarios mínimos.

Jurisprudencia por contradicción de tesis.

El pasado 24 de enero de 2020 la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicó en el Semanario Judicial de la Federación 
con número de registro 29256 la siguiente jurisprudencia por contradicción de tesis.

RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE PENSIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO 
SOCIAL DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE SUPERIOR QUE SE DEBE APLICAR AL 
SALARIO PROMEDIO DE LAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN QUE SIRVE DE BASE PARA 
CUANTIFICAR LAS PENSIONES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN TRANSITORIO, 
QUE OPTARON POR EL ESQUEMA PENSIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 1973.

CONTRADICCIÓN DE TESIS 327/2019. ENTRE LAS SUSTENTADAS POR EL TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO Y LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS SEGUNDO DEL TERCER CIRCUITO Y DÉCIMO SEXTO DEL 
PRIMER CIRCUITO, AMBOS EN MATERIA DE TRABAJO. 23 DE OCTUBRE DE 2019. CUATRO 
VOTOS DE LOS MINISTROS ALBERTO PÉREZ DAYÁN, JOSÉ FERNANDO FRANCO 
GONZÁLEZ SALAS, YASMÍN ESQUIVEL MOSSA Y JAVIER LAYNEZ POTISEK. PONENTE: 
ALBERTO PÉREZ DAYÁN. SECRETARIA: N. MONTSERRAT TORRES CONTRERAS.

… el punto de contradicción que se debe dilucidar estriba en establecer si para cuantificar el 
monto de la pensión de vejez, tratándose de asegurados que se ubican en el régimen transitorio 
y que se acogieron al esquema de pensiones establecido en la derogada Ley del Seguro Social 
(1973), resulta o no aplicable el tope máximo de 10 veces el salario mínimo previsto en el artículo 
33, segundo párrafo, del citado cuerpo normativo, así como la jurisprudencia 2a./J. 85/2010, de 
esta Segunda Sala, de rubro: “SEGURO SOCIAL. EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 
250 SEMANAS DE COTIZACIÓN, BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR 
INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE SUPERIOR 
EL EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO 
FEDERAL, ACORDE CON EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY RELATIVA, 
VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO DE 1997…
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…a partir del uno de julio de mil novecientos noventa y siete está en vigor la nueva Ley del 
Seguro Social, en cuyo artículo 28 se establece como límite superior del salario base de 
cotización el equivalente a 25 veces el salario mínimo que rija en el entonces Distrito Federal, 
de manera general para todos los ramos de aseguramiento; cuestión diversa a la regulada en 
la anterior Ley del Seguro Social (1973), en la que se previó que el salario promedio base para 
cuantificar las pensiones de invalidez, vejez, cesantía en edad avanzada y muerte, no podía 
rebasar el tope de 10 veces el salario mínimo vigente para la actual Ciudad de México. 

…De lo anterior se advierte que los asegurados inscritos con anterioridad a la entrada en vigor 
de la nueva Ley del Seguro Social (30 de junio de 1997), al momento de cumplirse, en términos 
de la ley derogada (de 1973), los supuestos legales para el disfrute de la pensión, podrán optar 
por acogerse al beneficio de la citada ley (de 1973) o al esquema de pensiones previsto en el 
nuevo ordenamiento (1997).

Lo anterior implica que el trabajador que opte por jubilarse por el anterior sistema (regido por la 
Ley de 1973), recibirá su pensión en términos de la ley vigente en mil novecientos setenta y tres.
Debe hacerse hincapié que aun cuando la anterior Ley de 1973 fue derogada, no deja de tener 
efectos jurídicos para los asegurados que, al pensionarse, eligieron el régimen de aquélla, siendo 
que tal pensión debe otorgarse precisamente bajo los parámetros de la citada legislación…

… En efecto, de conformidad con lo dispuesto en las disposiciones transitorias de la Ley del 
Seguro Social vigente (1997), en particular en el artículo tercero transitorio, los asegurados 
inscritos con anterioridad a la entrada en vigor de dicha ley, al momento de cumplirse, en 
términos de la ley derogada (de 1973), los supuestos legales para el disfrute de la pensión, 
podrán optar por acogerse al beneficio de la citada ley (de 1973) o al esquema de pensiones 
previsto en el nuevo ordenamiento (1997). 

En consecuencia, si los asegurados optan por acogerse a los beneficios de pensionarse bajo el 
régimen de la Ley del Seguro Social de mil novecientos setenta y tres, aunque hayan seguido 
cotizando bajo el régimen de la nueva ley de mil novecientos noventa y siete, y la pensión se 
otorgue con posterioridad a la entrada en vigor de la actual Ley del Seguro Social, se les deben 
aplicar para el otorgamiento de la pensión, las reglas contenidas en la Ley del Seguro Social 
derogada (1973), dentro de las que se encuentra lo previsto en el artículo 33 de dicho cuerpo 
legal, relativo al tope salarial; ello en razón de que el citado precepto forma parte del cuerpo 
legal que rige el otorgamiento de la pensión solicitada, motivo por el cual, se le deben aplicar 
los numerales de esa legislación y no de otra posterior, pues de lo contrario se vulneraría el 
principio de seguridad jurídica. 

Es decir, a los asegurados del régimen anterior, sí les resulta aplicable el segundo párrafo del 
artículo 33 de la Ley del Seguro Social derogada, que prevé, como límite superior del salario base 
de cotización para los seguros de invalidez, vejez y cesantía en edad avanzada, el equivalente 
a 10 veces el salario mínimo general que rige en el entonces Distrito Federal, motivo por el cual, 
el salario promedio no puede rebasar dicho tope; asimismo, a ese esquema de pensiones le 
resulta aplicable la jurisprudencia 2a./J. 85/2010, de esta Segunda Sala... 

….En atención a las consideraciones que anteceden, esta Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que el criterio que debe prevalecer, con carácter de 
jurisprudencia, es el que se cita a continuación: 
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RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE PENSIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO 
SOCIAL DEROGADA DE 1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE SUPERIOR QUE SE DEBE APLICAR AL 
SALARIO PROMEDIO DE LAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN QUE SIRVE DE BASE PARA 
CUANTIFICAR LAS PENSIONES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN TRANSITORIO, 
QUE OPTARON POR EL ESQUEMA PENSIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 1973. Para 
cuantificar el monto de la pensión de vejez tratándose de asegurados que se ubican en el régimen 
transitorio y que se acogieron al esquema de pensiones de la derogada Ley del Seguro Social 
vigente hasta el 30 de junio de 1997, resultan aplicables el tope máximo de diez veces el salario 
mínimo previsto en el artículo 33, segundo párrafo, del citado cuerpo normativo, así como la 
jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 85/2010, 
de rubro: “SEGURO SOCIAL. EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS 
DE COTIZACIÓN, BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y 
CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE SUPERIOR EL EQUIVALENTE A 10 
VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO FEDERAL, ACORDE 
CON EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA 
EL 30 DE JUNIO DE 1997.”, pues al acogerse a los beneficios para la concesión de la pensión 
de vejez previstos en la ley derogada, deben regirse por las disposiciones de esa normativa. 

En la jurisprudencia por contradicción de tesis, se resuelve categóricamente que el límite para quienes optaron por 
pensionarse en base a la ley de 1973, el límite de la pensión será de 10 veces de salario mínimo. Como puede observarse 
claramente este criterio jurisprudencial es contrario al criterio sustentado por el H. Consejo Técnico del IMSS, motivo por 
el cual de manera casi inmediata después de que se publicara la jurisprudencia por contradicción de tesis, el H. Consejo 
Técnico ratificó el criterio de 25 salarios mínimos como límite para el pago de pensiones, a continuación se transcribe el 
boletín de prensa publicado por el H. Consejo Técnico:

BOLETIN DE PRENSA:

En sesión extraordinaria celebrada la tarde de ayer, el H. Consejo Técnico del Instituto Mexicano 
del Seguro Social (IMSS), encabezado por el director general, Maestro Zoé Robledo, ratificó por 
unanimidad el criterio que aplica el Instituto para determinar como límite superior de cotización 
25 salarios mínimos para el pago de las pensiones, al amparo de la Ley del Seguro Social 
vigente al 30 de junio de 1997.

Ello, derivado de la Jurisprudencia por contradicción de tesis de la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación (SCJN), publicada el viernes 24 de enero en el Semanario Judicial 
de la Federación, que fija en 10 salarios mínimos la base para cuantificar las pensiones.

Durante la sesión del órgano de dirección tripartita del Seguro Social, el Director Jurídico 
del IMSS, Antonio Pérez Fonticoba, presentó el proyecto que establece que las direcciones 
de Incorporación y Recaudación; de Prestaciones Económicas y Sociales; y Administración, 
llevarán a cabo las acciones normativas y administrativas necesarias para el cumplimiento de 
este acuerdo.

También se pidió a las direcciones normativas del Instituto Mexicano del Seguro Social que 
brinden el apoyo necesario para el cumplimiento de los objetivos de este criterio.

En la votación estuvieron presentes los consejeros del sector patronal: Jorge Dávila Girón, 
Salomón Presburger Slovik y Manuel Reguera Rodríguez. Del sector obrero: José Luis Carazo 
Preciado, Rodolfo González Guzmán, Constantino Romero González y José Noé Mario Moreno 
Carbajal. 
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Por parte del Poder Ejecutivo Federal: la Secretaria del Trabajo y Previsión Social, Luisa María 
Alcalde Luján, y el subsecretario de Prevención y Promoción de la Salud, Hugo López-Gatell. 
Como invitada asistió la Oficial Mayor de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público (SHCP), 
Thalía Lagunas Aragón.

Conclusión:
Aun cuando, la jurisprudencia es aplicable a los órganos encargados de impartir justicia, es muy riesgoso que este criterio 
cambie el criterio que actualmente sustenta el H. Consejo Técnico del Instituto o bien que se legisle para que el límite que 
actualmente sostiene el Instituto se modifique a 10 salarios mínimos.

Situación que consideramos delicada para aquellos asegurados que están registrados con hasta 25 salarios mínimos; toda 
vez que no podrían acceder a una pensión similar a lo que reciben como salario.

Sin embargo, en este momento quien tome la decisión de pensionarse, de conformidad a la LSS de 1973 tienen la garantía 
de que el Instituto considerará como tope máximo 25 salarios mínimos; pero si por alguna razón deciden impugnar la 
resolución del Instituto (de la pensión) ante algún tribunal, por cualquier concepto como por ejemplo, porque se quiera 
tener la certeza de que el límite superior sea de 25 salarios mínimos o bien por algún error en la determinación ya sea 
por  semanas cotizadas o bien por la determinación del promedio del salario de las últimas 250 semanas de cotización, 
entonces en esa situación los órganos jurisdiccionales se pronunciarán respecto del límite superior (acogiéndose a la 
jurisprudencia por contradicción de tesis, antes señalada) para afectar al quejoso, ya que resolverán sin que sea el motivo 
de la Litis que debe ser de 10 salarios mínimos el límite superior de su pensión.
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El primero de enero del 2020 entró en vigor la modificación al articulo 27 fracción V primer párrafo de la Ley del Impuesto 
sobre la Renta, la cual amplía el marco conceptual de los requisitos para las deducciones con la obligación de “retención de 
impuestos” con la anexión del concepto “y demás disposiciones fiscales en materia de retención”, por lo que a partir 
del 2020 es un requisito de deducción llevar a cabo la  retención de impuestos conforme cualquier disposición fiscal y no 
solamente a la Ley del Impuesto sobre la Renta (como estaba antes de la reforma), por lo que si no se lleva a cabo esta, 
estando obligado a ello, el costo y/o gasto no sería deducible por lo que es importante hacer un análisis de estas reformas 
para evitar la no deducibilidad.

Al estar obligado a efectuar una retención y no llevarla a cabo, tenemos las siguientes sanciones y/o penalidades:
a) Multa del 55% al 75% de la contribución omitida (en caso de retener y no enterar la retención); en caso de reincidencia, 
ésta se incrementará en un 50% a un 75%. (Art. 76 y 77 CFF).
b) En caso de estar obligado a retener y no retenga se estará obligado a enterar una cantidad equivalente a la que 
debió haber retenido. (Art. 6).
c) Son responsables solidarios con los contribuyentes los retenedores. (art. 26 CFF).
d) No deducibilidad del costo y/o gasto. (Art. 27 F-V LISR).
e) El enterarla fuera del plazo establecido en ley o a más tardar en la fecha en que se debió presentar la declaración 
anual el costo y/o gasto no sería deducible. (Art. 27 F-XVIII y 54 RLISR).
f) El no acreditamiento del impuesto al valor agregado. (Art. 5 F-I LIVA).

        
Por lo que hace a la reforma al art. 1-A de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (LIVA), a este artículo se le adiciona la 
fracción IV, contemplando lo siguiente:

Artículo 1o.-A.- Están obligados a efectuar la retención del impuesto que se les traslade, los 
contribuyentes que se ubiquen en alguno de los siguientes supuestos:

IV.	Sean personas morales o personas físicas con actividades empresariales, que reciban 
servicios a través de los cuales se pongan a disposición del contratante o de una parte relacionada 
de éste, personal que desempeñe sus funciones en las instalaciones del contratante o de una 
parte relacionada de éste, o incluso fuera de éstas, estén o no bajo la dirección, supervisión, 
coordinación o dependencia del contratante, independientemente de la denominación que se 
le dé a la obligación contractual. En este caso la retención se hará por el 6% del valor de la 
contraprestación efectivamente pagada.

Cabe recordar que la reforma del art. 1-A LIVA, iba dirigida respecto de los servicios de subcontratación laboral a que se 
refiere la Ley Federal del Trabajo, sin embargo durante la dictaminación efectuada por la Comisión de Hacienda y Crédito 
Publico de la Cámara de Diputados se eliminó tal referencia y el precepto fue aprobado en los términos publicados, la cual 
considero poco clara y muy confusa al generalizar conceptos y no especificar a qué servicios se debería aplicar la retención 
como más adelante lo abordaré.

EXPOSICION DE MOTIVOS:

Artículo 1o.-A.- … 
 
I. a III. … 
 
IV. Sean personas morales o personas físicas con actividades empresariales, que reciban 
servicios de subcontratación laboral en términos de la Ley Federal del Trabajo.
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CONFORME LO APROBADO:

Artículo 1o.-A.- Están obligados a efectuar la retención del impuesto que se les traslade, los 
contribuyentes que se ubiquen en alguno de los siguientes supuestos:

II. 	Sean personas morales que:

a) 	Reciban servicios personales independientes…, prestados u otorgados por personas 
físicas, respectivamente.

IV.	Sean personas morales o personas físicas con actividades empresariales, que reciban 
servicios a través de los cuales se pongan a disposición del contratante o de una parte 
relacionada de éste, personal que desempeñe sus funciones en las instalaciones del 
contratante o de una parte relacionada de éste, o incluso fuera de éstas, estén o no bajo la 
dirección, supervisión, coordinación o dependencia del contratante, independientemente 
de la denominación que se le dé a la obligación contractual. En este caso la retención se 
hará por el 6% del valor de la contraprestación efectivamente pagada.

Quienes efectúen la retención a que se refiere este artículo sustituirán al enajenante, 
prestador de servicio u otorgante del uso o goce temporal de bienes en la obligación de pago 
y entero del impuesto.

Aquí se puede caer en la contradicción de tener la obligación de retener IVA por el mismo acto (Servicios), conforme dos 
tasas diferentes conforme la fracción II y IV, sin embargo, al ser la fracción II una obligación especifica de “servicios” 
desde mi punto de vista se debería retener solo el 10.66% (Art. 3 RLIVA), de lo contrario no alcanzaría el IVA causado para 
llevar a cabo la retención ya que estas lo superarían.

Como lo mencionaba anteriormente la reforma al artículo antes mencionado contempla una redacción muy deficiente 
y poco clara ya que no aclara si se refiere a personal subordinado o cualquier tipo de personas, o si las funciones a 
desempeñar son las propias del contratante o funciones propias del prestador, trayendo como consecuencia que si no se 
lleva a cabo la retención nos haríamos acreedores a las sanciones arriba señaladas.  

En base a lo antes expuesto en virtud de que la redacción no era clara, la PRODECON (Procuraduría de la Defensa al 
Contribuyente), emite un oficio dirigido al SAT en el que solicita que aclare a qué servicios se debería retener el 6% del 
IVA ya que el articulo reformado no era claro, a lo que el SAT emite un CRITERIO NORMATIVO en el cual supuestamente 
hace la aclaración siguiente:

46/IVA/N Retención del 6% al impuesto al valor agregado a que se refiere la fracción IV del 
artículo 1o-A de la Ley del IVA.

El artículo 1o-A, fracción IV de la Ley del IVA señala que están obligadas a retener el impuesto 
que se les traslade, aquellas personas morales o personas físicas con actividades empresariales 
que reciban servicios a través de los cuales se pongan a disposición del contratante o de una 
parte relacionada de éste, personal que desempeñe sus funciones en las instalaciones del 
contratante o de una parte relacionada de éste, o incluso fuera de éstas, estén o no bajo la 
dirección, supervisión, coordinación o dependencia del contratante, independientemente de la 
denominación que se le dé a la obligación contractual y dicha disposición específica  que la 
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retención se hará por el 6% del valor de la contraprestación efectivamente pagada. Por su parte, 
el artículo 5 del CFF menciona que las disposiciones fiscales que establezcan cargas a los 
particulares y las que señalan excepciones a las mismas, así como las que fijan las infracciones 
y sanciones, son de aplicación estricta. Sobre el particular, la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación ha señalado que tratándose de normas de aplicación estricta es válido, para fines de su 
interpretación, acudir a diversos métodos, entre los que se encuentra el teleológico o exegético.
 
En este sentido, aun y cuando en el proceso legislativo que dio origen a la reforma al artículo 
1o-A, fracción IV de la Ley del IVA inicialmente se hacía mención a la retención del impuesto 
respecto de los servicios de subcontratación laboral a que se refiere la Ley Federal del Trabajo, 
durante la dictaminación efectuada por la Comisión de Hacienda y Crédito Público de la Cámara 
de Diputados se eliminó tal referencia y el precepto fue aprobado en esos términos, por lo 
que, para efectos fiscales, debe tenerse que, los servicios objeto de retención son los que 
se describen en el citado precepto, es decir, todos aquellos en los que se pone a disposición 
del contratante o de una parte relacionada de éste, personal que, esté o no bajo su dirección, 
supervisión, coordinación o dependencia, e independientemente de la denominación que se le 
dé a la obligación contractual.  

Por lo anterior, cuando una persona moral del Título II o del Título III de la LISR o una persona 
física con actividad empresarial, en su calidad de contratante, reciba servicios en los que se 
ponga personal a su disposición, se entiende que habrá retención cuando las funciones de 
dicho personal sean aprovechados de manera directa por el contratante o por una parte 
relacionada de éste. Por el contrario, no habrá retención si los servicios prestados corresponden 
a un servicio en el que el personal del contratista desempeña funciones que son aprovechadas 
directamente por el propio contratista.

Como se podrá ver la aclaración estuvo peor redactada que el artículo de ley a aclarar, surgiendo una nueva duda no 
contemplada en el artículo reformado de la ley en estudio sobre qué se entiende “cuando las funciones de dicho 
personal sean aprovechados de manera directa por el contratante”; pareciera que es simple de entender pero el 
detalle es que no habla de personal laboral, si no que al mencionar “PERSONAL” estos pueden ser trabajadores, socios, 
accionistas o cualquier persona que preste el servicio, tampoco especifica qué se entiende que “ponga a su disposición” 
y “cuando las funciones de dicho personal sean aprovechados de manera directa por el contratante”  y por si fuera 
poco el SAT, confunde más con la publicación en el portal del SAT de una serie de preguntas y respuestas:

PREGUNTAS FRECUENTES RESPECTO DEL ARTÍCULO 1-A, FRACCIÓN IV DE LA LEY 
DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO. 

1.	 Si mi empresa se dedica a la venta de alimentos y celebro un contrato de servicios 
de limpieza con una parte relacionada o un tercero independiente. ¿Debo retener el 
6% del IVA por dichos servicios en términos del artículo 1o-A, fracción IV, de la Ley 
del IVA? 

 
Respuesta: Sí, debe realizarse la retención ya que implica la puesta a disposición de 
personal que es aprovechado directamente por la empresa contratante, con independencia 
de que el contratista sea parte relacionada o no. 

Fundamento legal: Artículo 1o-A, fracción IV, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado 
vigente. 
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2.	 Si con motivo de mis actividades empresariales como persona física, requiero el 
mantenimiento preventivo de mis equipos de cómputo y para ello celebro un contrato 
de servicios con una persona moral donde se pone a mi disposición el personal para 
realizar dicho mantenimiento. ¿Debo retener el 6% del IVA por dichos servicios en 
términos del artículo 1o-A, fracción IV, de la Ley del IVA?

Respuesta: Sí, debe realizarse la retención ya que implica la puesta a disposición de personal 
cuyos servicios son aprovechados directamente por la contratante, con independencia de 
la denominación que se le dé a la obligación contractual, ya que dicha contratante es la 
beneficiaria directa del mantenimiento preventivo del equipo de cómputo.

Fundamento legal: Artículo 1o-A, fracción IV de la Ley del Impuesto al Valor Agregado 
vigente. 

3.	 Si mi empresa requiere los servicios de transporte de personal y para ello celebro un 
contrato de servicios con una empresa que se dedica a ello. ¿Debo retener el 6% del 
IVA por dichos servicios en términos del artículo 1o-A, fracción IV, de la Ley del IVA? 

Respuesta: Sí, debe realizarse la retención ya que implica la puesta a disposición de 
personal cuyos servicios son aprovechados directamente por la contratante fuera de sus 
instalaciones, con independencia de la denominación que se le dé a la obligación contractual.

Fundamento legal: Artículo 1o-A, fracción IV, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado 
vigente. 

4.	 Si con motivo de mis actividades empresariales, requiero los servicios de un 
despacho contable o legal y para ello celebro un contrato de servicios para obtener 
una opinión contable o legal de mi empresa con una persona moral que implica que 
su personal realice funciones en mis instalaciones. ¿Debo retener el 6% del IVA por 
dichos servicios en términos del artículo 1o-A, fracción IV, de la Ley del IVA? 

Respuesta: No, no se deberá realizar la retención puesto que las funciones realizadas 
por el personal puesto a disposición del contratante no son aprovechadas directamente 
por este sino por el contratista que las requiere para la elaboración de los documentos 
entregables al contratante.  

Fundamento legal: Artículo 1o-A, fracción IV de la Ley del Impuesto al Valor Agregado 
vigente. 

5.	 Si soy una persona moral que, con motivo de mis actividades, requiero los servicios 
de un contador o un abogado y para ello celebro un contrato de servicios con dicha 
persona física. ¿Debo retener el 6% del IVA por dichos servicios en términos del 
artículo 1o-A, fracción IV, de la Ley del IVA? 

Respuesta: No, no se deberá realizar la retención puesto que en este caso no se pone 
personal a disposición del contratante. Por otra parte, si el contratante es persona moral 
que reciba servicios personales independientes como es el caso, se deben retener las dos 
terceras partes del IVA que le traslade el abogado o contador conforme a lo dispuesto en el 
inciso a) de la fracción II del artículo 1o-A, de la Ley del IVA, en relación con el artículo 3, 
fracción I, inciso a), de su Reglamento.  

Fundamento legal: Artículo 1o-A, fracción II, inciso a), de la Ley del Impuesto al Valor 
Agregado vigente, en relación con el artículo 3, fracción I, inciso a), de su Reglamento. 
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Analizando todas las preguntas y respuestas, al parecer el criterio del SAT, pareciera que se refiere a personas subordinadas 
(subordinadas al prestador o a terceras personas que subcontraóo el prestador), pero en todas las respuestas habla de 
personal, esto lo hace confuso porque personal en sentido genérico y amplio se define:        

PERSONAL: 
Del lat. personālis.:1

* Perteneciente o relativo a la persona.
* Conjunto de personas, gente.

PERSONA: 
•	 DICCIONARIO DE DERECHO2: Ser físico (Hombre o Mujer), o ente moral pluralidad de 

personas legalmente articulado) capaz de derechos y obligaciones.

•	 CCEJ: Art.18 Ser humano.

Al generalizar personas es cualquier tipo de personas ya sean subordinados o no, por lo que, si es un servicio llevado 
a cabo por cualquier PM, este se lleva por personas los cuales pueden ser empleados, socios, accionistas o terceras 
personas por lo que se podría interpretar que en estos casos siempre se debería de llevar a cabo la retención.

Por el contrario si el servicio es prestado en forma directa por el prestador siendo este una Persona Física no deberá llevar 
retención. El problema va hacer cuando el SAT, nos requiera por no haber hecho la retención, ¿cómo se podrá comprobar 
que se llevó a cabo el servicio por el mismo prestador siendo este persona física? y más aún si este tiene registrado ante 
el SAT empleados, por lo que la única forma en que podríamos comprobar que se llevó a cabo por el mismo prestador es 
solicitarle una constancia del SAT en la que se compruebe que no tiene empleados.

Otro problema al que nos enfrentamos por no especificarlo en forma clara y sencilla la norma adicionada es a que servicios 
se debería aplicar la retención ya que la definición de “SERVICIOS” en forma general se considera:

SERVICIOS:

SERVICIOS:  Del lat. servitium ‘esclavitud, servidumbre’.3 

1. m. Acción y efecto de servir.

SERVIR: Del lat. servīre. 

1. intr. Estar al servicio de alguien. U. t. c. tr.

2. intr. Estar sujeto a alguien por cualquier motivo haciendo lo que él quiere o dispone.

Al hablar de servicios en forma general, no se puede considerar solamente a los servicios personales subordinados, sino 
que se generaliza su definición, por lo que conforme nuestras legislaciones jurídicas tenemos entre otros:

CONFORME AL CODIGO CIVIL:

Regula los diferentes tipos de servicios en su título X.

1 Diccionario.
2  Rafael de Pina Vara.
3 Diccionario
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CAPITULO I: Del Servicio Doméstico, del Servicio por Jornal, del Servicio a Precio Alzado en el que el Operario 
sólo pone su Trabajo y del Contrato de Aprendizaje.

CAPITULO II:  De la Prestación de Servicios Profesionales

CAPITULO III:  Del Contrato de Obras a Precio Alzado

CAPITULO IV: De los Porteadores 

CAPITULO V: Del Contrato de Hospedaje

CONFORME CÓDIGO DE COMERCIO:

Artículo 75.- La ley reputa actos de comercio:

I al V…..
VI.- Las empresas de construcciones, y trabajos públicos y privados;
VII.-….
VIII.- Las empresas de trasportes de personas o cosas, por tierra o por agua; y las empresas 
de turismo;

IX.-…
X. Las empresas de comisiones.

XI.- Las empresas de espectáculos públicos;

XII.- Las operaciones de comisión mercantil;

XIII.- Las operaciones de mediación de negocios mercantiles;

XIV.- Las operaciones de bancos;
XV AL XXI.- …
XXII.- Los contratos y obligaciones de los empleados de los comerciantes en lo que 
          concierne al comercio del negociante que los tiene a su servicio;
XXIII AL XXIV.- …
XXV.- Cualesquiera otros actos de naturaleza análoga a los expresados en este código

En caso de duda, la naturaleza comercial del acto será fijada por arbitrio judicial.

Otros servicios:

Contratos atípicos:
•	 Contrato de maquila.
•	 Suministro.
•	 Distribución.
•	 Adiestramiento de personas
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Y por último conforme al criterio 46/IVA/N, publicado por el SAT en días pasados nos encontramos ahora con una 
interpretación no contemplada en la ley que estipula que sólo se llevará a cabo la retención cuando las funciones de 
dicho personal sean aprovechadas de manera directa por el contratante, por lo que ahora nos enfrentamos a la disyuntiva 
de a qué se refiere cuando menciona que “sean aprovechadas”, ya que en todos los servicios salvo en algunos como 
pudiera ser Outsourcing, ciertos servicios de vigilancia, algunos de limpieza, las funciones del personal del contratista son 
aprovechadas por éste para poder entregar un resultado y/ un entregable al contratante, ya que lo que se contrata es un 
servicio no al personal para que nos haga un servicio por lo que en estricto sentido el que se aprovecha del personal es el 
contratista para poder brindarnos el servicio y en todos los casos el contratante se beneficia del servicio contratado.

Aprovechar:
•	 La palabra aprovechar (hacer algo en favor de, emplear algo útilmente) viene de a- + provecho + -ar. La palabra 

“provecho” viene del latín profectus = “hecho a favor de”.
•	 Utilizar, usar, emplear, explotar, usufructuar, aplicar, dedicar, obtener, lograr, conseguir, rendir, producir, fructificar, 

redituar, gozar, disfrutar, servir, beneficiar, lucrarse, valer, prevaler, apurar, agotar, estrujar, chupar, exprimir, abusar, 
engañar.

•	 Diccionario de la real academia española: 
•	 1. tr. Emplear útilmente algo, hacerlo provechoso o sacarle el máximo rendimiento

CONCLUSIÓN:

Debido a lo poco claro e imprecisa que es la norma, así como el riesgo elevado que tendría el contratante si a criterio 
de la autoridad debió haber hecho una retención y no la llevó a cabo, así como el costo de honorarios de abogados para 
defender el criterio del contratante en caso de que decidiera no llevar a cabo la retención, lo mas conservador es llevar a 
cabo la retención por todos los servicios recibidos realizados por personal del contratista en cualquier lugar y en los casos 
en los que se tenga certeza que el servicio se llevó a cabo por el contratista de forma personal, no realizar la retención en 
comento pero sí soportar en la mayor medida posible que el contratista no tiene trabajadores, entre otros documentos una 
constancia del SAT en la que no se tenga la clave de retenedor por sueldos y salarios.

En los casos en el que el contratista no acepte la retención por considerar que no le aplica, se deberá analizar con mucho 
cuidado y sustentar la decisión de no llevar a cabo la retención por la implicación y costos que nos pudiera llevar en caso 
de un requerimiento por parte del SAT.

En los casos de duda de a qué servicios aplicar la retención, se podrá hacer la consulta directamente a la PRODECON, que 
a pesar de que la respuesta no genera instancia legal si nos serviría de apoyo para la interpretación del caso en particular.
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Introducción

El autotransporte terrestre de carga federal es una de las actividades con mayor importancia para el desarrollo económico 
del país, ya que es la base para la distribución de muchos de los productos que se consumen en México, por este mismo 
motivo existen diferentes beneficios fiscales enfocados en este sector para impulsar el crecimiento del país. 
Es por esto que el Gobierno Federal siempre ha dado un trato especial al sector, y el Servicio de Administración Tributaria 
ha emitido una serie de estímulos y facilidades administrativas con el propósito de facilitar el cumplimiento oportuno de las 
obligaciones fiscales y aminorar la carga tributaria en este sector con el fin de impulsar su desarrollo.

Desarrollo

Existen diferentes formas de tributar para los que se dedican a la actividad del autotransporte terrestre de carga, así como 
también diversos estímulos y facilidades administrativas que ayudan a bajar la carga tributaria para los que se dedican a 
este giro. En este artículo se hablarán de algunas de ellas.

La actividad del autotransporte te permite tributar tanto como persona física (base flujo de efectivo) así como persona moral 
(base ingresos devengados). En persona física con actividad empresarial tributarias conforme lo marca la Ley del Impuesto 
Sobre la Renta (LISR) en el Título IV capitulo II sección I y como persona moral existen dos opciones, una en el Régimen 
General de Ley y la otra como Coordinado conforme el Título II capítulo VII, esta última opción permitiéndote acumular 
los ingresos en base a flujo de efectivo que es una gran ventaja para la actividad que se desempeña, ya que en este giro 
se suele manejar una cartera de clientes grande y beneficia a la hora del cálculo del impuesto poder hacerlo en base a lo 
efectivamente cobrado.

Es importante conocer los estímulos fiscales que se otorgan al giro, en la Ley de Ingresos de la Federación (LIF) en el 
artículo 16 fracción IV se establece el siguiente estímulo:

“…Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes que importen o adquieran diésel o biodiésel 
y sus mezclas para su consumo final y que sea para uso automotriz en vehículos que se 
destinen exclusivamente al transporte público y privado, de personas o de carga …  el monto 
que se podrá acreditar será el que resulte de multiplicar la cuota del impuesto especial sobre 
producción y servicios que corresponda según el tipo de combustible, conforme al artículo 2o., 
fracción I, inciso D), numeral 1, subinciso c) o el numeral 2 de la Ley del Impuesto Especial 
sobre Producción y Servicios, con los ajustes que, en su caso, correspondan, vigente en el 
momento en que se haya realizado la importación o adquisición del diésel o del biodiésel y sus 
mezclas, por el número de litros importados o adquiridos…”
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Para hacer uso de esté estímulo se tiene que presentar un aviso cuando apliquen por primera vez dicho estímulo en la 
declaración anual dentro de los 15 días siguientes a la presentación de la primera declaración en la que se aplique el 
estímulo, a través del buzón tributario de conformidad con lo establecido en la regla 9.7 de la Resolución Miscelánea Fiscal 
para 2020 publicada el 28 de diciembre de 2019.

Y en el artículo 16 fracción V de la LIF se otorga el estímulo de Casetas:

“…Se otorga un estímulo fiscal a los contribuyentes que se dediquen exclusivamente al 
transporte terrestre público y privado, de carga o pasaje, así como el turístico, que utilizan la 
Red Nacional de Autopistas de Cuota, consistente en permitir un acreditamiento de los gastos 
realizados en el pago de los servicios por el uso de la infraestructura carretera de cuota hasta 
en un 50 por ciento del gasto total erogado por este concepto…”

Un requisito que se pide para utilizar este estimulo es el de considerarlo como ingreso acumulable para los efectos del 
Impuesto Sobre la Renta al momento en que efectivamente se acredite.

También es necesario cumplir con los requisitos que se señalan en la regla 9.9 de la Resolución Miscelánea Fiscal para 
2020 publicada el 28 de diciembre de 2019, que son los siguientes:

I. Presentar durante el mes de marzo del siguiente año, mediante buzón tributario, aviso en el 
que se señale que es sujeto del estímulo fiscal establecido en el precepto citado.

En el aviso a que se refiere esta fracción, se deberá incluir el inventario de los vehículos que se 
hayan utilizado durante el año inmediato anterior, en la Red Nacional de Autopistas de Cuota, 
desglosado de la siguiente manera:

a) Denominación del equipo, incluyendo el nombre técnico y comercial, así como la capacidad 
de carga o de pasajeros, según sea el caso.
b) Modelo de la unidad.
c) Número de control de inventario o, en su defecto, el número de serie y los datos de la placa 
vehicular.
d) Fecha de incorporación o de baja del inventario, para el caso de las modificaciones 
realizadas durante el año que se informa.

II. Llevar una bitácora de viaje de origen y destino, así como la ruta de que se trate, que coincida 
con el estado de cuenta de la tarjeta de identificación automática vehicular o de un sistema 
electrónico de pago. Caminos y Puentes Federales de Ingresos y Servicios Conexos podrá 
proporcionar el servicio de expedición de reportes que contenga la información requerida.

III. Efectuar los pagos de autopistas mediante la tarjeta de identificación automática vehicular 
o de cualquier otro sistema electrónico de pago con que cuente la autopista y conservar los 
estados de cuenta de dicha tarjeta o sistema.

IV. Para la determinación del monto del acreditamiento, se aplicará al importe pagado por 
concepto del uso de la infraestructura carretera de cuota, sin incluir el IVA, el factor de 0.5 para 
toda la Red Nacional de Autopistas de Cuota.

Otro de los beneficios que podemos aprovechar son las facilidades que se publican cada año en la Resolución de Facilidades 
Administrativas (RFA), entré las que destacan las siguientes:
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2.1 Retención del 7.5% ”…podrán enterar el 7.5 por ciento por concepto de retenciones del ISR, correspondiente a los 
pagos efectivamente realizados a operadores, macheteros y maniobristas, tomando como referencia el salario base de 
cotización que sirva para el cálculo de las aportaciones de dichos trabajadores al IMSS…” para poder tomar está facilidad 
basta con presentar una relación individualizada en cualquier ADSC donde se indique la cantidad que le son pagados a 
estos trabajadores. (se presenta a más tardar el 15 de Febrero).

2.2 Facilidad de Comprobación “…los contribuyentes personas físicas y morales, así como los coordinados, dedicados 
exclusivamente al autotransporte terrestre de carga federal, que tributen en los términos del Título II, Capítulo VII o Título 
IV, Capítulo II, Sección I de la Ley del ISR, podrán deducir hasta el equivalente a un 8 por ciento de los ingresos propios de 
su actividad…” para poder hacer la deducción solo necesitas cumplir con los siguientes requisitos:

I. El gasto haya sido efectivamente realizado en el ejercicio fiscal de que se trate.

II. La erogación por la cual aplicó dicha facilidad se encuentre registrada en su contabilidad.

III. Efectúe el pago por concepto del ISR anual sobre el monto que haya sido deducido por este 
concepto a la tasa del 16 por ciento. El impuesto anual pagado se considerará como definitivo 
y no será acreditable ni deducible. En el caso de los coordinados o personas morales que 
tributen por cuenta de sus integrantes, efectuarán por cuenta de los mismos el entero de dicho 
impuesto.

IV. Los contribuyentes que opten por esta deducción deberán efectuar pagos provisionales 
a cuenta del impuesto anual a que se refiere la fracción anterior, los que se determinarán 
considerando la deducción realizada en el periodo de pago acumulado del ejercicio fiscal de 
que se trate aplicando la tasa del 16 por ciento, pudiendo acreditar los pagos provisionales 
del mismo ejercicio fiscal realizados con anterioridad por el mismo concepto. Estos pagos 
provisionales se enterarán a más tardar el día 17 del mes siguiente a aquél por el que se efectúe 
la deducción.

2.7 Enajenación de Acciones “…En el caso de enajenación de acciones emitidas por personas dedicadas exclusivamente 
a la actividad de autotransporte terrestre de carga federal, se releva al adquirente de las mismas de la obligación de 
efectuar la retención del 20 por ciento a que se refiere el artículo 126 de la Ley del ISR, siempre que el enajenante de 
las acciones acumule a sus ingresos propios de la actividad de autotransporte terrestre de carga federal, la utilidad que 
se determine por dicha enajenación en los términos de los artículos 22, 23, 72, cuarto párrafo y 126 de la citada Ley…” 
para esta facilidad se requiere presentar un informe de las operaciones de enajenación de acciones por contador público 
inscrito, con la información que para tal efecto determine el SAT.

2.9 Adquisición de combustibles “…considerarán cumplida la obligación a que se refiere el segundo párrafo del artículo 
27, fracción III de la Ley del ISR, cuando los pagos por consumos de combustible se realicen con medios distintos a cheque 
nominativo de la cuenta del contribuyente, tarjeta de crédito, de débito o de servicios o monederos electrónicos autorizados 
por el SAT…” en esta facilidad el único requisito es no exceder del 15 por ciento del total de los pagos efectuados por 
consumo de combustible.

Conclusión
El servicio del autotransporte terrestre de carga al ser una actividad de gran impacto para el país, goza de beneficios 
fiscales, por lo cual la importancia de su conocimiento para el aprovechamiento de estos, ya que de ser empleados y 
aplicados de forma correcta pudieran generar un gran ahorro e inclusive cubrir por completo el impuesto correspondiente 
beneficiándose el empresario tanto en pagos provisionales como a nivel anual en la declaración del ejercicio.
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Las normas contables descansan sobre tres grandes reglas:
•	 Valuación.
•	 Presentación.
•	 Revelación.

Las cuales durante más de 10 años han estado en constante cambio y adaptación buscando la convergencia internacional; 
esta evolución de las normas ha llevado al cambio de más de 40 de las mismas, respondiendo con el paso de los años a 
las exigencias y marcos que la información financiera de cualquier entidad económica requiere actualmente.

Con todas las obligaciones fiscales actuales como declaraciones anuales, declaraciones provisionales, declaraciones 
informativas, devoluciones, compensaciones, timbrados, contabilidad electrónica, dictámenes, etc. como distractores y 
que tenemos como tareas de cumplimiento, es fácil perder de vista que ninguno de estos conceptos genera valor a ninguna 
entidad económica, y que es en la estructura financiera donde radica el valor real de cualquier entidad económica.

Esta estructura se construye alrededor de las ya conocidas, pero poco respetadas Normas de Información Financiera 
(NIF), las cuales se definen como un conjunto de conceptos normativos generales y normas particulares establecidos por 
el Consejo Mexicano de Normas de Información Financiera (CINIF), que regulan el contenido de la información financiera 
en un lugar y una fecha determinados y, que son aceptados de manera amplia y generalizada por la comunidad financiera 
y de negocios.

Estos conceptos normativos generales logran crear un sistema coherente de objetivos y fundamentos interrelacionados 
que ayudan a establecer la naturaleza, la función y las limitaciones de la información financiera; sirven como sustento 
racional para el desarrollo y evolución de las mismas NIF y, en palabras simples, pero no poco importantes crean una guía 
para el reconocimiento contable.

El recorrido por las NIF inicia en el marco conceptual, el cual está compuesto como un marco de referencia para aclarar 
o sustentar tratamientos contables, proporcionando una terminología y un punto de referencia común entre los usuarios 
generales de la información financiera.

Objetivo y contenido de la NIF A-1.

•	 Definir la estructura de las NIF.
•	 Establecer la base general sobre la que se desarrollan las NIF.
•	 Norma introductoria a la serie NIF A.

Estructura de las NIF
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Las Normas de Información Financiera se conforman:

•	 Normas de Información Financiera Conceptuales.		  MARCO CONCEPTUAL.
•	 Normas de Información Financiera Particulares.		  NIF PARTICULARES.
•	 Interpretaciones de las NIF.					     INIF.

Las Interpretaciones de las Normas de Información Financiera tienen por objetivo:

•	 Aclarar o ampliar temas ya contemplados por alguna NIF.
NO SE AUSCULTAN.

•	 Proporcionar oportunamente guías sobre nuevos problemas detectados o que se desarrollen tratamientos poco 
satisfactorios o contradictorios.
SE AUSCULTAN.

Orientaciones de las Normas de Información Financiera 

El CINIF podrá emitir orientaciones sobre asuntos emergentes que requieran atención rápida, las cuales no se someterán 
a auscultación y no serán obligatorias.

Serie “A” de las Normas de Información Financiera

Juicio Profesional en la Aplicación de las NIF.

Se refiere al empleo de los conocimientos técnicos y experiencia necesaria para seleccionar posibles cursos de acción en 
la aplicación de las NIF, dentro del contexto de sustancia económica de la operación a ser reconocida.

El juicio profesional se emplea para:
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•	 La elaboración de estimaciones y provisiones contables confiables.
•	 Determinación de grados de incertidumbre respecto a la eventual ocurrencia de sucesos futuros.
•	 Selección de tratamientos contables.
•	 Elección de norma contables supletorias a las NIF.
•	 Establecimiento de tratamientos contables particulares.
•	 Lograr el equilibrio entre las características cualitativas de la información.

Para la determinación de grados de incertidumbre respecto a la eventual ocurrencia de sucesos futuros se tendrán:

1.	 PROBABLE. Existe alta certeza de que el suceso futuro ocurrirá.
2.	 POSIBLE. El suceso futuro puede ocurrir; por consiguiente, la ocurrencia del evento es más que remota y menos que 

probable.
3.	 REMOTA. No existen indicios o evidencias suficientes que permitan afirmar que ocurrirá el suceso futuro.

Presentación Razonable.

Una presentación razonable de la información financiera de una entidad es aquella que cumple con lo dispuesto por las NIF.

Conclusión

Es importante resaltar que todos estos conceptos son solo el inicio de una serie de normas que hoy en día representan 
forma y fondo del nuevo estándar en la manera en que valoramos, presentamos y revelamos la información financiera de 
cualquier entidad económica, por lo tanto, es de carácter obligatorio para cualquier entidad económica el conocerlas en su 
totalidad, comprenderlas y aplicarlas de manera correcta.
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Empresa Familiar: Empresa controlada y/o gestionada por un grupo familiar.

Una empresa familiar será aquella compañía donde la mayoría de los votos está en manos 
de la familia controladora, incluyendo al fundador(es) que buscan traspasar la empresa a sus 
descendientes.

Un próspero empresario dijo en una ocasión: 

“El éxito de un negocio nunca enmienda un fracaso familiar. Si la familia no funciona, tarde o 
temprano acabará por derribar la empresa”.

Vivimos en una época en la que el éxito material se valora más que la construcción de una familia, en la que el “tener” se 
ha convertido en algo más importante que el “ser”.

Por desgracia, en las Empresas Familiares las relaciones de familia suelen quedar en un segundo plano. El trabajo en 
el seno de la compañía se considera algo real y tangible que precisa de una planificación cuidadosa y de la inversión de 
esfuerzos y recursos materiales, a la vez que se asume que las cuestiones familiares se arreglan por sí solas.

PROBLEMÁTICA DE LAS EMPRESAS FAMILIARES:

•	 No se que hacer con mi hijo, le está causando mucho mal a la Empresa y no puedo despedirlo.

•	 Mi padre se aferra al poder, tiene ya 80 años y Yo 50, y no se aclara la situación en la Empresa, y Él sigue tomando 
todas las decisiones.

•	 Mi hermano controla toda la Empresa y pese a que tenemos la misma participación accionaria, toma todas las decisiones 
y me deja a un lado.
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•	 Juan mi sobrino como Director General de la Empresa debe presentarnos resultados mensuales en el Consejo de 
Administración, pero su padre (mi hermano) no nos habla porque dice que NO confiamos en él.

•	 Ahora que falta mi padre lo mejor es vender la Empresa y, para evitar problemas, repartir lo que nos den entre los 
hermanos.

•	 Necesito dinero y mis hermanos NO me apoyan.

•	 ¿Por qué quieren implementar Auditoría Interna en la Empresa?, ¿Acaso creen que estoy robando?

•	 ¿Crees que ese auto lo compró con su sueldo de la Empresa?

Estos son algunos de los comentarios más comunes de miembros de Empresas Familiares, a veces de manera desesperada; 
creen que no hay solución para su problema o que la solución que se va a tomar frecuentemente es muy costosa.

Este es el eterno dilema, la afectividad en la familia o la efectividad en la Empresa, o una o la otra, considerando que 
ambas no se pueden tener. Esa es la principal causa de que sólo 60% de estas Empresas llegan a manos de la segunda 
generación y sólo 15% a la tercera.

Mi experiencia es que la afectividad y la efectividad se pueden lograr si se tiene claridad en los problemas y sus 
soluciones.

Con el fin de conseguir un mejor equilibrio entre la familia y la empresa es necesario elevar a la familia al estatus que merece. 
Eso supone prestarle atención y aplicar esfuerzos y recursos en la organización de la familia. De la misma forma que una 
compañía requiere un Consejo de Administración eficiente para gobernarla, una familia con un número considerable de 
parientes implicados en la empresa precisa de un foro propio con normas y procedimientos para dirigirla eficazmente, este 
foro es el Consejo de Familia. El Consejo de Familia es un foro para los miembros de la familia empresaria.

“Los Consejos de Familia” abordan todos los aspectos de la familia que tienen un impacto sobre la empresa o, en otras 
palabras, trata de aquellos temas relacionados con las relaciones entre los miembros de la familia y el negocio familiar.
	
Una empresa familiar necesita un diálogo constante y un alineamiento entre los tres elementos que conforman los tres 
círculos de la empresa familiar: Los accionistas, el consejo de administración y la familia. El Consejo de Familia sirve en 
primer lugar para dar unidad a este último grupo, a que tenga una sola voz, antes de intentar conversar con los órganos 
que representan a la empresa. El problema fundamental de la Empresa Familiar es la falta de comunicación intrafamiliar.

Un Consejo de Familia ha de tener una estrategia familiar bien diseñada a través de un protocolo familiar, entendido este 
como un proceso de comunicación en el que el objetivo esencial a conseguir es implantar en la familia una nueva cultura 
de comunicación intrafamiliar que facilite la resolución de los problemas que, previsiblemente, vayan a surgir en el futuro y 
llegar a acuerdos en los siguientes temas:

La misión de la familia: ¿Cuáles son las aspiraciones de la familia en relación con la empresa? ¿Queremos que siga en 
manos de la familia? ¿Queremos, a la larga, venderla?, ¿Queremos que cotice en bolsa?

Criterios de dirección empresarial: En la dirección de la empresa, ¿qué criterio debería ser más importante, perseguir 
los intereses puramente empresariales, los de la familia o una combinación de ambos?

Entrada de familiares en la empresa: ¿Cuál debería ser el criterio de admisión? ¿Se debe permitir la entrada a los 
parientes políticos? ¿Cómo debe retribuirse a los miembros de lafamilia? ¿Cómo deben ser evaluados? ¿Y qué sucede si 



29BOLETÍN
TÉCNICO

no dan un rendimiento equiparable al de un buen profesional? ¿Cómo se van a determinar los roles de los miembros de la 
familia en la empresa?

Propiedad de acciones de la empresa: ¿Quién va a poder tener acciones de la empresa?, ¿Quién debería tener control 
sobre el voto? ¿Quién debería participar en las futuras ampliaciones de capital? ¿Cuál va a ser la política de dividendos? 
¿Cómo vamos a organizar la propiedad de las acciones en la próxima generación? ¿Deberíamos establecer diferencias 
entre los miembros de la familia activos en la empresa y los pasivos?

Sucesión en la dirección: ¿Cuál debe ser el criterio para seleccionar al futuro líder? ¿Cuándo se va a dar el proceso 
de sucesión? ¿Qué deberíamos hacer si la elección realizada resulta equivocada? ¿Qué planes de jubilación tiene el 
propietario? ¿Cómo le podemos ayudar para que logre realizarlos con éxito? ¿Cómo podemos garantizar la seguridad 
financiera del propietario durante su jubilación? 

Criterios de dirección empresarial: En la dirección de la empresa, ¿qué criterio debería ser más importante, perseguir 
los intereses puramente empresariales, los de la familia o una combinación de ambos?

Entrada de familiares en la empresa: ¿Cuál debería ser el criterio de admisión? ¿Se debe permitir la entrada a los 
parientes políticos? ¿Cómo debe retribuirse a los miembros de la familia? ¿Cómo deben ser evaluados? ¿Y qué sucede si 
no dan un rendimiento equiparable al de un buen profesional? ¿Cómo se van a determinar los roles de los miembros de la 
familia en la empresa?

Propiedad de acciones de la empresa: ¿Quién va a poder tener acciones de la empresa?, ¿Quién debería tener control 
sobre el voto? ¿Quién debería participar en las futuras ampliaciones de capital? ¿Cuál va a ser la política de dividendos? 
¿Cómo vamos a organizar la propiedad de las acciones en la próxima generación? ¿Deberíamos establecer diferencias 
entre los miembros de la familia activos en la empresa y los pasivos?

Relaciones entre familiares: ¿Qué responsabilidades tenemos unos con otros? ¿Cómo podemos crear una atmósfera 
que promueva el respeto y el apoyo mutuo? ¿Cómo deberíamos lidiar con las diferencias que surjan entre miembros de la 
familia?

Relaciones con terceros: ¿Deberíamos tener un Consejo de Administración independiente?, Si así fuera, ¿cuál debería 
ser la relación de la familia con el mismo? ¿Cómo podemos proteger a los empleados leales y valiosos? ¿Cuáles son 
nuestras responsabilidades para con la comunidad?

Una vez implantada esa nueva cultura, LA FUNCIÓN ESENCIAL DEL CONSEJO DE FAMILIA será servir de cauce 
para mantenerla y potenciarla, lo que contribuirá de manera decisiva a la UNIÓN Y CONSOLIDACION DE LA FAMILIA 
y por consecuencia, a lograr la continuidad de la Empresa.

Bibliografía: 

1.	 Artículo institucionalización de la empresa familiar. Una opción para la continuidad del negocio. (C.P. Yolanda Ortega 
García 03 Mayo del 2012).

http://contaduriapublica.org.mx/2012/05/03/institucionalizacion-de-la-empresa-familiar-una-opcion-para-la-continuidad-
del-negocio/

2.	 Artículo: “El Consejo de Familia, una gran inversión de futuro” (Ivan Lansberg, socio de Lansberg, Gersick & Associates 
y consultor de Empresas Familiares).
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El 8 de noviembre del 2019 fue publicado el decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de 
la Ley Federal contra la Delincuencia Organizada, de la Ley de Seguridad Nacional, del Código Nacional de Procedimientos 
Penales, del Código Fiscal de la Federación y del Código Penal Federal.

La exposición de motivos de la nombrada “reforma penal fiscal” señalaba en sus consideraciones que las contribuciones 
son una de las columnas fundamentales para la permanecía y equilibrio del Estado Mexicano. También señaló que las 
omisiones en las contribuciones derivadas de delitos fiscales calificados hasta determinados montos en el Código Fiscal 
de la Federación, debían ser perseguidos como delitos graves por atentar contra el sano principio de contribuir para que el 
Estado Mexicano sea no solo viable, sino que encuentre un equilibrio en sus funciones esenciales.

Desde ese momento ha estado en constante análisis, por multitud de analistas y conferencistas, la tipificación de los delitos 
fiscales como delincuencia organizada y como amenazas a la seguridad nacional. Sin embargo, el foco del análisis ha sido 
el delito de defraudación fiscal y su equiparable, establecidos en los artículos 108 y 109 del Código Fiscal de la Federación, 
en cuanto a la posibilidad de ser catalogados como delincuencia organizada, dejando en segundo plano las implicaciones, 
igualmente trascendentes, en lo que respecta al delito de contrabando.

Considerando que el punto relacionado al contrabando no es menos importante y, además, el umbral de cuantía fijado 
como límite no es tan alto como el de $7’804,230.00 pesos, es que resulta sensato analizar el impacto de las reformas 
penales y su actual composición respecto del delito de contrabando.

AMENAZAS A LA SEGURIDAD NACIONAL

El artículo 5 de la Ley de Seguridad Nacional (LSN) establece cuales son los actos que se consideran amenazas a la 
Seguridad Nacional. A través de la reforma publicada el 8 de noviembre del 2019, se adicionó una fracción XIII a dicho 
numeral, misma que reza:

Artículo 5.- Para los efectos de la presente Ley, son amenazas a la Seguridad Nacional:

XIII.  Actos ilícitos en contra del fisco federal a los que hace referencia el artículo 167 del 
Código Nacional de Procedimientos Penales.

A su vez, el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, fue adicionado con un párrafo séptimo y con las 
fracciones I, II y III, para establecer, en la fracción I, en lo relativo al contrabando, lo siguiente:

Se consideran delitos que ameritan prisión preventiva oficiosa, los previstos en el Código Fiscal 
de la Federación, de la siguiente manera:
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I.    Contrabando y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 102 
y 105, fracciones I y IV, cuando estén a las sanciones previstas en las fracciones II o III, 
párrafo segundo, del artículo 104, exclusivamente cuando sean calificados;

En relación a lo anterior, tenemos que los artículos 102 y 105 Fracciones I y IV, establecen las conductas que son 
consideradas como delito de contrabando. Dichos numerales disponen:

Artículo 102.-Comete el delito de contrabando quien introduzca al país o extraiga de él 
mercancías:

I. Omitiendo el pago total o parcial de las contribuciones o cuotas compensatorias que 
deban cubrirse.

II. Sin permiso de autoridad competente, cuando sea necesario este requisito.

III. De importación o exportación prohibida.

Artículo 105.-Será sancionado con las mismas penas del contrabando, quien:

I. Enajene, comercie, adquiera o tenga en su poder por cualquier título mercancía extranjera 
que no sea para su uso personal, sin la documentación que compruebe su legal estancia 
en el país, o sin el permiso previo de la autoridad federal competente, o sin marbetes o 
precintos tratándose de envases o recipientes, según corresponda, que contengan bebidas 
alcohólicas o su importación esté prohibida.

II. (…)

III. (…)

IV. Tenga mercancías extranjeras de tráfico prohibido.

Ahora bien, satisfecho lo anterior, además es necesario que la  afectación emanada por la comisión del delito, encuadre en 
los parámetros necesarios para que dicho delito sea sancionable con alguna de las penas establecidas en el artículo 104, 
fracciones II o III, del Código Fiscal de la Federación. Mismas que son las siguientes:

Artículo 104.-El delito de contrabando se sancionará con pena de prisión

I. (…)

II. De tres a nueve años, si el monto de las contribuciones o de las cuotas compensatorias 
omitidas, excede de $1,243,590.00, respectivamente o, en su caso, la suma de ambas 
excede de $1,865,370.00.

III. De tres a nueve años, cuando se trate de mercancías cuyo tráfico haya sido prohibido 
por el Ejecutivo Federal en uso de las facultades señaladas en el segundo párrafo del 
artículo 131 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

En los demás casos de mercancías de tráfico prohibido, la sanción será de tres a nueve 
años de prisión.
(…)



33BOLETÍN
TÉCNICO

Finalmente, para que el delito de contrabando sea considerado amenaza a la seguridad nacional, además de los anteriores 
elementos, también resulta indispensable que se actualice alguna de las causales que se señala en el  artículo 107 del 
Código Fiscal de la Federación y se considere como delito calificado. Veamos el artículo:

Artículo 107.-El delito de contrabando será calificado cuando se cometa:

I. Con violencia física o moral en las personas.

II. De noche o por lugar no autorizado para la entrada o salida del país de mercancías.

III. Ostentándose el autor como funcionario o empleado público.

IV. Usando documentos falsos.

V. Por tres o más personas.

El artículo 107 establece las circunstancias modificativas de la conducta base, tanto en el tipo genérico como en el 
equiparado,  en atención al modo, tiempo, lugar, objetos o número de personas relacionados o empleados para la comisión 
del delito, lo que agrava la conducta típica.

Así, para la actualización del supuesto  contenido en el artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos Penales, deben 
de concurrir cada uno de los supuestos base:

1.	 Conducta delictiva + 2. Sanción procedente + 3. Calificativa.

Esto es así, ya que, para que el delito de contrabando sea considerado como una amenaza a la seguridad nacional,  es 
necesario que concurran cuando menos uno de los elementos de cada uno de los puntos (1, 2 y 3) indicados, para que así 
se configure el supuesto establecido en la LSN. 

Por tanto, en lo correspondiente al tipo penal genérico del delito de contrabando, para que el mismo sea considerado como 
amenaza a la seguridad nacional y amerite prisión preventiva oficiosa, deberán de concurrir las siguientes circunstancias:

1.	 CONDUCTA: Que se introduzca al país o extraiga de él mercancías:

•	 Omitiendo el pago total o parcial de las contribuciones o cuotas compensatorias que deban cubrirse; 

•	 Sin permiso de autoridad competente, cuando sea necesario este requisito;

•	 De importación o exportación prohibida.

2.	 SANCIÓN PROCEDENTE: Que el monto de las contribuciones o de las cuotas compensatorias omitidas, exceda de 
$1,243,590.00, individualmente o, en su caso, la suma de ambas exceda de $1,865,370.00 o, también, que se trate de 
mercancías cuyo tráfico haya sido prohibido.
La prohibición puede derivar de un mandato legal o bien, la prohibida por el Ejecutivo Federal conforme a las facultades 
señaladas en el segundo párrafo del artículo 131 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

3.	 CALIFICATIVA: Finalmente es necesario que el delito sea cometido con violencia física o moral en las personas; o de 
noche o por lugar no autorizado para la entrada o salida del país de mercancías; o bien que el autor se ostente como 
funcionario o empleado público; se utilicen documentos falsos; o que sea cometido por tres o más personas.
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Ahora bien, en lo ateniente al tipo penal del delito de contrabando equiparado, para que el mismo sea considerado como 
amenaza a la seguridad nacional y amerite prisión preventiva oficiosa, deberán de concurrir las siguientes circunstancias:

1.	 CONDUCTA: Que tenga mercancías extranjeras de tráfico prohibido; o que la persona enajene, comercie, adquiera o 
tenga en su poder por cualquier título mercancía extranjera que no sea para su uso personal:

•	 sin la documentación que compruebe su legal estancia en el país, o 

•	 sin el permiso previo de la autoridad federal competente, o 

•	 sin marbetes o precintos tratándose de envases o recipientes, según corresponda, que contengan bebidas alcohólicas 
o 

•	 su importación esté prohibida. 

2.	 SANCIÓN PROCEDENTE: Que el monto de las contribuciones o de las cuotas compensatorias omitidas, exceda de 
$1,243,590.00, individualmente o, en su caso, la suma de ambas exceda de $1,865,370.00; o también, que se trate de 
mercancías cuyo tráfico haya sido prohibido.

La prohibición puede derivar de un mandato legal o bien, la prohibida por el Ejecutivo Federal conforme a las facultades 
señaladas en el segundo párrafo del artículo 131 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos

3.	 CALIFICATIVA: Finalmente es necesario que el delito sea cometido con violencia física o moral en las personas; o de 
noche o por lugar no autorizado para la entrada o salida del país de mercancías; o bien que el autor se ostente como 
funcionario o empleado público; se utilicen documentos falsos; o que sea cometido por tres o más personas.

Por tanto, ante la falta de concurrencia de todos los elementos de los puntos 1, 2 o 3, el delito de contrabando no podrá ser 
considerado amenaza a la seguridad nacional.

DELINCUENCIA ORGANIZADA.

Como ya lo vimos, para que el delito de contrabando sea considerado amenaza a la seguridad nacional, requiere de la 
confluencia de diversos elementos, por lo que su integración y actualización resultan complejas. Sin embargo, para que el 
delito de contrabando sea considerado como delincuencia organizada no lo es tanto.

En el decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada (LFCDO), publicado el 8 de noviembre del 2019, se reformó la fracción VIII al artículo 2 de dicha ley, para 
quedar como sigue: 

Artículo 2o.- Cuando tres o más personas se organicen de hecho para realizar, en forma 
permanente o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tienen como fin o resultado 
cometer alguno o algunos de los delitos siguientes, serán sancionadas por ese solo hecho, 
como miembros de la delincuencia organizada:

VIII. Contrabando y su equiparable, previstos en los artículos 102 y 105 del Código Fiscal de 
la Federación;

Como puede apreciarse, el delito de contrabando cometido por personas que formen parte de la delincuencia organizada, 
no está sujeto a ningún límite cuantitativo mínimo, por lo que el mismo es perseguible independientemente de la cuantía 
del daño provocado.
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Recordemos que la iniciativa aprobada por la que se reformó el artículo 2 de la LFCDO, y dicha iniciativa propuso “eliminar 
los límites de los montos en las contribuciones omitidas, esto es, que el contrabando cometido por delincuencia organizada 
sea perseguido desde un peso”.

Anteriormente, en el decreto publicado el 16 de junio de 2016, se adicionó en la Ley Federal contra la Delincuencia 
Organizada una fracción VIII, se introdujo en el catálogo de delitos cometidos por la Delincuencia Organizada al contrabando 
y su equiparable, pero lo limitó a que solo sería perseguible como delincuencia organizada cuando les correspondieran las 
sanciones previstas en las fracciones II o III del artículo 104 del Código Fiscal de la Federación.

Con la actual redacción del artículo 2 de la LFCDO, el delito de contrabando cometido por miembros de la delincuencia 
organizada, puede ser perseguido y sancionado en los términos de la referida ley sin necesidad de que la afectación se 
cuantifique con algún monto mínimo.

Cabe señalar que durante las discusiones en la Cámara de Diputados se presentaron reservas sobre la fracción VIII, 
artículo 2o. de la Ley Contra la Delincuencia Organizada para que su redacción siguiera contemplando solo a aquellos caso 
en que correspondieran las sanciones previstas en las fracciones II y III del artículo 104 del Código Fiscal de la Federación. 
Esto, como puede advertirse, sin éxito.

En conclusión, para efectos de que quien cometa el delito de contrabando sea considerado y sancionado como miembro 
de la delincuencia organizada, basta que tres o más personas se organicen de hecho para realizar, en forma permanente 
o reiterada, conductas que por sí o unidas a otras, tengan como fin o resultado la comisión  del delito de contrabando o su 
equiparable.

Como puede apreciarse, las reformas en materia penal relacionadas al contrabando y comercio exterior son trascendentes 
e importantes, que si bien no han tenido tantos reflectores como aquellas enfocadas en la defraudación fiscal y el tráfico de 
comprobantes, la realidad es que son de un análisis necesario e indispensable no solo para los asesores y empresarios, 
sino para cualquier ciudadano.
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Es muy común que profesionistas altamente especializados como doctores, abogados o contadores tengan conocimientos 
de alto valor y quieran difundirlos. Sin embargo, a la hora de compartir sus conocimientos, al participar en juntas de consejo 
de administración, como expositor en conferencias, como docente o al hablar en público, no logran conectar con el público 
objetivo ni proyectan seguridad, profesionalismo o autoridad.

Aunque se le reconozca su gran conocimiento técnico, muchas veces, los profesionistas no logran captar la atención de 
las personas. Esto se debe, en gran medida a que nadie les ha enseñado cómo hablar en público o cómo comunicar de 
manera eficiente. 

Lo que sucede es que ¡nunca se deja de comunicar! Aún, cuando se permanece en silencio, los movimientos, gestos, 
expresiones faciales, indumentaria, reloj, portafolio comunican mucho de ti. El lugar que se elige de asiento, la dirección 
de los pies y la elección de palabras pueden revelar la condición socio económica, estado civil, tu grado de impaciencia, 
tu nivel de agresividad, canal de comunicación preferido o las emociones en ese momento de la persona que las evoque.

Quien conozca toda esa información sobre la persona, que está gritando sin palabras, tendrá más posibilidades de 
convencer, influenciar, negociar, conectar, vender, generar confianza, posicionarse como autoridad o saber lo que está 
pensando con solo mirar su comunicación no verbal. 

En el año de 1971, el profesor emérito de Psicología de la Universidad de California, Albert Mehrabian llevó a cabo un 
estudio, en donde concluyó qué, cuando se comunican las emociones, las palabras solamente tienen un impacto del 7% 
de la comunicación; mientras que un 38% del sentido de la comunicación recae en la paralingüística, es decir, la tonalidad, 
la cadencia, la velocidad y el volumen de la voz; y la mayor parte, con un 55% de la comunicación corresponde a las 
expresiones faciales.

Los profesionistas frecuentemente se encuentran tan concentrados en el contenido del mensaje que olvidan el modo en 
que transmiten sus ideas; y este, es uno de los errores más comunes que comenten las personas altamente especializadas.

Un experto en cierta área del conocimiento puede perder su credibilidad al enviar mensajes no verbales que lo hagan ver 
incoherente. Ya sea en una exposición o tratando de convencer a un prospecto de los beneficios de contratarte, lo más 
probable es  que la persona a la que se dirige, no tenga los conocimientos técnicos necesarios para saber si dice la verdad 
o no, lo que hará que decida si confía en ti será por una corazonada o instinto.

Si tu lenguaje corporal o comunicación no verbal no es coherente con tu mensaje, dejará de confiar en ti y no hará el 
negocio. ¡Las personas hacen negocios solamente en quienes confían! Solo disponemos de una fracción de segundo para 
captar su atención y ganarnos su confianza.
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A continuación, encontrarás algunos de los comportamientos no verbales que harán que generes más confianza y 
credibilidad en tus clientes, prospectos y público que te escucha.

CONTACTO VISUAL

El primer consejo para mejorar la comunicación no verbal es mantener un Contacto Visual con la persona con la que se 
habla,  sin embargo, se deberá tener cuidado de no exagerar porque con ello se generara incomodidad o hasta puede ser 
considerado como un comportamiento hostil.

Algunos expertos recomiendan que el contacto visual se mantenga hasta que puedas distinguir el color de sus ojos, es 
decir, no más de tres segundos para después seguir haciendo contacto visual aleatoriamente.

El significado del contacto visual en comunicación no verbal es interés. Una persona que no hace contacto visual comunica 
sin palabras que el asunto o la persona no tiene interés en ello. La otra persona, por el principio de comportamiento de 
reciprocidad, también no generará interés en tu propuesta o exposición. ¡Por eso es tan importante el contacto visual!

¿Cómo generar contacto visual en grandes audiencias o en grupos pequeños? La respuesta es que se debe hacer contacto 
visual con todos los presentes, o con los que se  busque generar una conexión especial como mínimo. En grupos pequeños 
se recomienda mirar a todos los integrantes del grupo a los ojos. Hay que recordar que sólo se miran a los ojos por 
pequeños lapsos de tiempo. Entonces, es posible aprovechar hacer contacto visual breve al tiempo que se mira a los ojos 
de cada uno de los integrantes. ¡Este es el secreto para conectar con un grupo pequeño de personas!

En el caso de grandes audiencias, los mejores conferencistas saben que el secreto es mirar a toda la audiencia por zonas, 
ya que la distancia hará parecer que se mira a cada individuo que esté en el campo visual del expositor. Las zonas para 
mirar, dependiendo del espacio serán de la zona izquierda, la zona derecha y la zona central de adelante. Si el auditorio 
fuera más grande se mirarán las mismas zonas antes mencionadas, pero de la parte de atrás. 

Si no hay contacto visual no hay conexión; por lo que es recomendable mirar a todos los presentes a los ojos. Un expositor 
que mira fijamente a una persona durante toda la conferencia, además de incomodar, excluye de la conversación a los 
demás.

SONRISA

La sonrisa es clave para generar empatía, es una clara señal de que se es un amigo y que no hay hostilidad. Si se percibe 
como sincera una sonrisa, ésta genera mayor conexión, confianza y credibilidad. Con la sonrisa se comunican buenos 
deseos, se regula el uso de la palabra, funciona como un apaciguador, se comunica complacencia; pero también si no es 
sincera, se puede comunicar arrogancia, burla y desprecio a los demás.

La sonrisa es una de las emociones universales, independientemente de la cultura o del  lugar, el ser humano sonríe 
cuando está feliz. Esto es fácil de comprobar cuando científicos descubrieron que niños ciegos sonríen a la voz de la 
madre. Al no tener vista, no fue un gesto aprendido; por lo que se trae en el código genético. Dato importante porque al 
haber permanecido dentro del ADN de nuestra especie al tiempo que es una evidencia de una ventaja evolutiva del ser 
humano. 

En una sonrisa sincera se activan los músculos cigomáticos, mismos que hacen que las comisuras de la boca se dirijan 
hacia arriba en forma simétrica, además los músculos orbiculares de los ojos provocan que los párpados se contraigan 
generando con esto las llamadas “patas de gallo”. Una sonrisa que no involucre todos estos músculos es falsa y será 
detectada de manera inconsciente por las personas que la presencien.
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Si la sonrisa no es lo suficientemente auténtica no tendrá el mismo efecto que una verdadera, pero será mucho mejor una 
sonrisa falsa que dirigirte a alguien con una cara de pocos amigos genuina.

Si se desea generar empatía con las personas a las que se dirige… ¡Sonría Genuinamente!

LENGUAJE CORPORAL ABIERTO

Se dice que hay lenguaje corporal abierto cuando se expone las partes más vulnerables como todo el torso, la zona genital 
y las piernas.

Los brazos cruzados se interpretan de manera inconsciente como una persona que está a la defensiva, con poco liderazgo, 
insegura, que se auto-protege, que oculta algo. Los brazos abiertos por el contrario son un indicio de que la persona tiene 
autoconfianza, segura de sí misma, es líder y genera autoridad y que tiene apertura y transparencia. No es bueno cruzar 
los brazos cuando estés al frente de un aula, sala de juntas, auditorio o en un medio masivo porque proyectarás todo lo 
descrito anteriormente.

La postura de los candidatos políticos en campaña como lo son los brazos extendidos a todo lo ancho hacia arriba mostrando 
las palmas comunica de manera no verbal gran cercanía con la gente, apertura, liderazgo, confianza y transparencia. 
Aunque en muchos casos, una vez electos, comunican todo lo contrario.

Al igual que los brazos cruzados, las piernas y los tobillos cruzados tienen significados negativos por lo que se deberán 
evitar si se quiere transmitir autoridad, seguridad y profesionalismo.

Advertencia: Un solo gesto no tiene un significado único. En el caso de los brazos cruzados, no necesariamente te está 
rechazando una persona que adopte esta posición. Hay que atender a los Principios para decodificar la Comunicación no 
verbal. En este caso al CONTEXTO. Es decir, si en el salón de conferencias está el aire acondicionado a una temperatura 
exageradamente baja, será frecuente observar a tu público estar de brazos cruzados protegiéndose del FRIO y no 
necesariamente por la persona en uso de la palabra o por el contenido de tu plática.

Un profesional que domine la comunicación no verbal no solo podrá mejorar el mensaje verbal y no verbal que quiere 
transmitir, y no solo está consciente de lo que está proyectando sin palabras, sino que también se dará cuenta de las 
emociones de su público y de lo que está pensando: ¿Está indeciso de aceptar la propuesta?, ¿Está dando signos no 
verbales de compra?, ¿Está a punto de tomar una decisión?, ¿Qué parte del contrato o propuesta no está de acuerdo?, 
¿Está diciendo mentiras?

Conocer el significado de la comunicación no verbal puede ayudar a los profesionistas a ser más claros en sus propuestas, 
saber qué es lo que piensan las otras personas y cambiar de estrategia en la negociación, proyectar más autoridad, 
confianza, seguridad y profesionalismo.

Es de insistir que para interpretar adecuadamente la comunicación se deben atender a los Principios para decodificar la 
Comunicación no verbal como son:

1.	 Observación. Si no se observa a las demás personas, difícilmente es posible detectar su lenguaje corporal. De ahí 
que, tampoco voy a saber su significado, ni lo que piensan o sienten en ese momento.

2.	 Contexto. Se dice que si alguien se pica la nariz está mintiendo. Esto no es necesariamente cierto porque puede tener 
comezón por algún piquete de mosquito, tener secreciones nasales que busca contener, busca concentrarse, tiene un 
estado de ansiedad o efectivamente estar mintiendo. El contexto dirá que significad tendrá ese gesto, atendiendo a los 
demás principios para decodificar la Comunicación no verbal.



40BOLETÍN
TÉCNICO

3.	 Sincronía. Ante algún estímulo el cuerpo reacciona, ni más tarde ni antes. No puede alguien ser sorprendido si antes 
no conoce la causa. Mantener el gesto de una emoción más del tiempo normal es un indicio de falsedad. Cada gesto, 
expresión facial o comportamiento se genera el tiempo y por el tiempo preciso.

4.	 Agrupamiento. Un solo gesto, expresión facial o comportamiento no significa nada. Se deberán agrupar al menos 4 
signos no verbales en el mismo sentido para poder decodificar el significado de su comunicación no verbal.

5.	 Repetición. Ante un determinado estímulo la emoción y reacción suele repetirse o ir acompañada al mismo tiempo de 
otros signos no verbales.

6.	 Adaptaciones Culturales: Determinados Emblemas, Ilustradores, gestos, formas de saludo, signos hechos con las 
manos, tienen un significado para cierto grupo de gente y el mismo gesto puede tener significados totalmente diferentes 
para otro grupo de personas. Por ejemplo: La distancia social entre las personas de ciudad son muy diferentes a las 
personas de zonas rurales, las primeras están acostumbradas a hablar un poco más de cerca y si le hablas a la misma 
distancia a una persona acostumbrada a una zona rural se sentirá invadida en su espacio personal.

7.	 Coherencia. Lo que se dice y los gestos, movimientos, expresiones faciales y comportamientos deben ser coherentes, 
no se puede decir una cosa y hacer otra con el cuerpo. Por ejemplo: Si la persona asiente con la cabeza y dice con 
palabras “No”, estamos ante una incoherencia, ¿Cuál es entonces la verdad? Siempre el lenguaje Corporal

¿Cuántos personas habrán asistido a conferencias donde una gran eminencia expone un tema y se tienen inconvenientes 
por no quedar dormidos o buscar entretenerse las redes sociales durante una exposición que no atrae?  Eso es lo que pasa 
cuando no se conecta con las personas o se pretende lograr este objetivo solamente mediante el discurso.
 
Los profesionistas en la actualidad deben mejorar sus habilidades de comunicación y conectar con las personas. Se ha 
demostrado científicamente que lo que prevalece en el recuerdo de las personas y estas son las emociones que generan 
en otras, por lo que, si no se logra emocionar a la audiencia objetivo tales como prospectos, clientes u oyentes, difícilmente 
éstos últimos van a recordar lo que se les busca comunicar.

Para mejorar, la comunicación de todo profesionista o persona altamente capacitada, es necesaria. 

El autor es docente en el ITESO campus Guadalajara y la Universidad Panamericana, Doctorante en ciencias de lo fiscal, 
Maestro en Impuestos, Certificado por el IMCP y Registrado ante el SAT y director de la firma Ceballos Consultores, SC. 
Tiene Posgrado en Micro expresiones y Detección de Mentiras, así como Posgrado en Kinésica y Lenguaje no Verbal 
Email. cesar.c@ceballosconsultores.com. 
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El fenómeno consistente en elegir el camino o la ruta contractual o negocial con menor costo fiscal, también conocido 
como elusión, es como una moneda que presenta dos caras o perspectivas, la del lícito ejercicio del derecho a la libertad 
contractual y la del tortuoso territorio de las conductas del contribuyente que representan o un atentado a la verdad o la 
utilización de normas de cobertura para obtener un resultado interpretativo conforme a la letra pero no al sentido o finalidad 
de la norma (circunvolución típicamente constitutiva del Fraus Legis).

El legítimo ejercicio del derecho a la planeación fiscal, presupone necesariamente tres elementos:
a) La recta interpretación de las normas involucradas.

b) La correcta calificación de los hechos susceptibles de ser subsumidos en los supuestos normativos 
correspondientes.

c) El no violentar pautas antielusión específicas, tales como el Fraude a la Ley (y con motivo de la Reforma 
Fiscal 2020 la Razón de Negocios).

La recta interpretación de las normas involucradas, esto es, la asignación del significado o sentido normativo, resulta 
particularmente problemática en la materia tributaria y, en México como en el mundo ha originado grandes controversias.

La variable relativa a la correcta calificación de los hechos, plantea el problema de la fijación de la verdad legal fiscal y de 
su reverso que es la simulación, así como de las pautas antielusión complementarias o equivalentes al Fraude de Ley, 
generadas en los sistemas jurídicos anglosajones (en el emblemático caso Helvering versus Gregory resuelto por la  Corte 
Suprema Norteamericana en 1934) como lo son “substance over form” substancia sobre forma, “business purpose test”, 
propósito o razón de negocios y “the step transaction doctrine”,  doctrina de los pasos o la secuencia de la transacción, así 
como algunas otras previstas en la Ley mexicana como las presunciones y ficciones jurídicas.

A diferencia del ordenamiento Español, en cuyo artículo 15 de la Ley General Tributaria, contempla la figura del Fraude a 
la Ley, bajo la denominación de “Conflicto en la Aplicación de la Norma Tributaria”, en el caso Mexicano no existía hasta 
ahora ningún precepto legal que estableciera una pauta general antielusión.

El Gobierno Mexicano había realizado múltiples intentos para combatir la Elusión Fiscal, buscando establecer figuras 
próximas o equivalentes al Fraude a la Ley Tributaria, sin que el Congreso de la Unión las hubiere aprobado.

No obstante ello, diversos precedentes de los tribunales mexicanos fueron reconociendo la existencia y funcionalidad del 
Fraude a la Ley Tributaria y de la Razón de Negocios, así como de la prevalencia de la sustancia económica sobre la forma 
o naturaleza jurídica, como pautas jurídicas invalidantes de actos que carecieran precisamente de sustancia económica o 
que respetaran la letra pero no el sentido,  teleología o finalidad de la norma tributaria; esto es, de su ratio legis (porque o 
para que esencial).

Con motivo de la Reforma Fiscal 2020, se incorpora a nuestro sistema jurídico, la Pauta Antielusión de la Razón de Negocios 
que hasta ahora había venido operando solo desde el plano pincipialista, esto es, como pauta directriz subyacente y a partir 
de una base jurisprudencial.

Su incorporación en el Plano Normativo (es decir, su desplazamiento del nivel principialista -orden jurídico implicado- al 
nivel de reglas de conducta explícitas u orden jurídico explicado) es decir, como regla de conducta explícita, se concreta 
con la adición del Artículo 5-A al Código Fiscal de la Federación y su estructura se describe con los siguientes diagramas:
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Conclusión:
A partir de la incorporación a nuestro sistema del Principio de la Razón de Negocios, vía las presuntivas descritas en 
los esquemas señalados, resultará de crucial importancia preconstituir elementos sólidos de prueba que posibiliten la 
demostración contundente de que las operaciones efectuadas por los contribuyentes, cuentan con un beneficio económico 
cuantificable razonablemente esperado (BERE) mayor que el beneficio fiscal (de manera tal que este último resulte ser 
solo una cuestión tangencial o colateral), y que además no les resultaba aplicable en su configuración un número menor 
de actos jurídicos con un efecto fiscal más gravoso (THE STEP TRANSACTION DOCTRINE), en adición a la posibilidad 
de recurrir al concepto de valor razonable definido en la NIF B-17.
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La contaduría pública mundial se ha sumado al esfuerzo realizado por otros sectores de la economía para evitar,  hasta 
donde sea posible, los fraudes a las entidades económicas.  La banca, por ejemplo, ha creado en varios países de Europa 
la banca ética, asimismo los organismos empresariales están promoviendo la adopción de mejores prácticas corporativas 
que incluyen, como parte importante de las mismas, el comportamiento ético.

El 31 de enero  de este año 2020 entró  en vigor, en nuestro país,   la edición 12 del Código de Ética Profesional, la cual 
fue precedida con cambios sustanciales en  las ediciones de la 9 a la 11, en estas ediciones se hacen más explicitas 
las exigencias de independencia y escepticismo profesional concretados estos dos conceptos  en la observancia de los 
Principios Fundamentales.   La edición 12 contiene pocas modificaciones de fondo, lo más relevante es de forma, como se 
puede constatar en el resumen contenido en las páginas 5 y 6.

Parte 1 sección 100, cumplimiento del código.
Esta  sección  100 del código es aplicable a todos los contadores públicos, sin importar si ejercen en forma independiente o en 
el sector público o privado,  destaca la obligación del contador público de mantener la independencia mental  y la aplicación 
del escepticismo profesional  en los trabajos de auditoria,  revisión y otros trabajos de aseguramiento, como protección del 
interés público. La parte central de la sección 100 es el enunciado y explicación de los principios fundamentales que los 
contadores públicos debemos observar en nuestro actuar profesional, como lo juramos cuando fuimos aprobados en el 
examen profesional, asimismo, contiene el marco conceptual aplicable a los contadores públicos en general.

Parte 2 secciones 200, aplicación del marco conceptual, contadores públicos en los sectores público y privado.
La sección 200  en los numerales del 200.1 al 200.4 hace mención de los requerimientos y material explicativo para los 
contadores públicos en esos sectores y acota que, esta misma sección, no puede contener las circunstancias variadas en 
las que pueden encontrarse los contadores públicos de los sectores público y privado. Acentúa que todos los interesados 
en la información que preparan o revisan los contadores públicos pueden confiar en ella, asumiendo que estos cumplen 
con los principios fundamentales contenidos en el código.

Parte 3 secciones 300, aplicación del marco conceptual, contadores públicos en la práctica independiente.
 Esta sección es específicamente para los contadores públicos que ejercen la profesión en forma independiente, ya sea 
en forma individual o al abrigo de una firma y presten servicios de aseguramiento, el término aseguramiento comprende 
trabajos auditorios, de revisión y atestiguamiento. 

Parte 4a sección 400, aplicación del marco conceptual en trabajos de auditoría y revisión.
La sección 400 abarca  tanto  trabajos de auditoria como de revisión y precisa que el término contador público se aplica a 
lo individual y a sus firmas. Parte primordial de esta sección es la responsabilidad que le asigna a los contadores públicos 
individuales o incorporados a una firma en el establecimiento de políticas y procedimientos que aseguren, razonablemente, 
que su personal cumpla con los requerimientos de independencia, la cual se basa en la observancia de  los principios 
fundamentales.
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Esta parte del código es la más amplia, no sigue la estructura numérica previa, sino que, habiendo llegado al numeral 
430 salta al   510, a partir del cual  lista una serie circunstancias  que pueden generar amenazas al cumplimiento de la 
independencia como son hechos, intereses y relaciones. 

Parte 5 sección 1000, los contadores públicos en la docencia.
Esta parte del código es una aportación de la Comisión de Ética del IMCP, ya que el texto del Código emitido por IFAC 
no la contiene. Hace  mención de las responsabilidades que debe asumir el contador público cuando se desempeñe 
como maestro, las cuales son: contribuir a mejorar la calidad académica de las instituciones para las que trabaja, también 
enumera los roles que puede desempeñar el contador público  en el mundo de la docencia: maestro de tiempo completo, 
por asignatura, investigador y empleado administrativo de la institución; asimismo precisa que debe adquirir habilidades 
técnicas y didácticas para una mejor transmisión del conocimiento.

Parte 6 sección 1100 Sanciones.
La sección 1100 es otra aportación de la Comisión de Ética del IMCP al código, pues no  está contenida en el Código de 
IFAC, en ella se estatuye que el contador público que viole las normas contenidas el código se hará acreedor a sanciones, 
las cuales se listan en esta sección, sin embargo no menciona que órgano del colegio al que pertenezca el contador público 
será el que señale cual es la violación que ha cometido,  como conocerá la violación y  cuál será el fundamento para aplicar 
las sanciones, se asume que el órgano disciplinario es la Junta de Honor. 

Glosario
Con la intención de facilitar la comprensión del estudio del código, en la parte final del mismo se insertó el glosario al cual 
se puede recurrir para encontrar los significados de los conceptos que pueden necesitar de precisión.

“ La ética es saber la diferencia entre lo que tienes derecho de  hacer y lo que es  correcto hacer ”
Potter Stewart.



Autor:
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CUMPLIMIENTO DEL CÓDIGO

En su sección 100, nuestro Código de Ética Profesional, establece que la marca distintiva de la profesión contable es 
la aceptación de servir el interés público. La responsabilidad del Contador Público no es exclusivamente satisfacer las 
necesidades de un determinado cliente, o de la entidad para la que trabaja. 

PRINCIPIOS FUNDAMENTALES

En su sección 110, nuestro Código de Ética Profesional, precisa que los cinco principios fundamentales de ética para los 
Contadores Públicos son los siguientes:

a) Integridad: ser honrado y honesto en todas las relaciones profesionales y de negocios.

b) Objetividad: no comprometer los juicios profesionales o de negocios debido a prejuicios, conflictos de interés o 
influencia indebida de terceros.

c) Diligencia y competencia profesionales:

1) Lograr y mantener el conocimiento y las habilidades profesionales al nivel necesario para asegurar que el cliente 
o la entidad para la que trabaja reciben servicios profesionales competentes, basados en las normas técnicas y 
profesionales actuales y la legislación aplicable; y

2) Actuar con diligencia y de acuerdo con las normas técnicas y profesionales aplicables.

d) Confidencialidad: respetar la confidencialidad de la información adquirida como resultado de las relaciones 
profesionales y de negocios, por lo tanto, no revelar dicha información a terceros sin la autorización apropiada y 
específica, a menos que haya un derecho u obligación legal o profesional de hacerlo, ni usar la información para 
provecho personal o de terceros.

e) Comportamiento profesional: cumplir con las leyes y regulaciones aplicables y evitar cualquier comportamiento que 
el Contador Público sepa o deba saber que podría desprestigiar a la profesión.

MARCO CONCEPTUAL

Las circunstancias en que operan los Contadores Públicos podrían crear amenazas al cumplimiento de los principios 
fundamentales. La sección 120 establece requerimientos y material explicativo, incluido un marco conceptual, para ayudar 
a los Contadores a cumplir con los principios fundamentales y cumplir con su responsabilidad de actuar en beneficio del 
interés público. Dichos requerimientos y material explicativo se adaptan a la amplia gama de hechos y circunstancias, 
incluidas las diversas actividades profesionales, intereses y relaciones, que crean amenazas al cumplimiento de los 
principios fundamentales. Además, impiden que los Contadores concluyan que una situación está permitida únicamente 
porque esa situación no está específicamente prohibida por el Código.

El marco conceptual especifica un enfoque para que un Contado Público pueda:

a) Identificar amenazas al cumplimiento de los principios fundamentales;

b) Evaluar las amenazas identificadas; y
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c) Responder a las amenazas identificadas eliminándolas o reduciéndolas a un nivel aceptable.

Los requerimientos adicionales y el material explicativo que son relevantes para la aplicación del marco conceptual se 
establecen en:

a) Parte 2 Contadores Públicos en los sectores público y privado;

b) Parte 3 Contadores Públicos en la práctica independiente;

c) Normas de independencia, como sigue:

1) Parte 4 A Independencia para trabajos de auditoría y de revisión; y

2) Parte 4 B Independencia para trabajos de atestiguamiento.

d) Parte 5 Contadores Públicos en la docencia.



Autor:
CPC Ricardo Barragán Navarrete
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La reforma fiscal 2020, pretende ofrecer un régimen especial para efectos del Impuesto al Valor Agregado (en delante IVA) 
tanto a las instituciones sin fines de lucro, como las sociedades o asociaciones civiles autorizadas para recibir donativos 
deducibles para los efectos del impuesto sobre la renta, consistente en considerar exentos los actos o actividades que 
realizan, por la enajenación de bienes, la prestación de servicios o el otorgamiento del uso o goce temporal de bienes.
 
En la exposición de motivos del ejecutivo federal se consideró lo siguiente:

…la experiencia internacional ha demostrado que otorgar la exención en el IVA a las actividades 
que realizan las instituciones asistenciales o de beneficencia es la fórmula más favorable para 
proteger los intereses altruistas y de asistencia social de dichas instituciones…

…con la finalidad de no generar contingencias económicas que impidan la operación de las 
instituciones de asistencia o de beneficencia…se considera necesario exentar del pago del IVA 
a las actividades que realizan estas instituciones…

…Por lo anterior, se propone adicionar las fracciones X al artículo 9, VII al artículo 15 y I al 
artículo 20 de la Ley del IVA, a fin de exentar del pago del IVA a la enajenación de bienes, la 
prestación de servicios y el otorgamiento del uso goce temporal de bienes que realicen las 
instituciones, sociedades y asociaciones, mencionadas, dedicadas a	 la atención a 
requerimientos básicos de subsistencia en materia de alimentación, vestido o vivienda, 
la asistencia o rehabilitación médica o a la atención en establecimientos especializados, la 
asistencia jurídica, el apoyo y la promoción, para la tutela de los derechos de los menores, 
así como para la readaptación social de personas que han llevado a cabo conductas ilícitas, 
la rehabilitación de alcohólicos y farmacodependientes, la ayuda para servicios funerarios, 
orientación social, educación o capacitación para el trabajo, apoyo para el desarrollo de los 
pueblos y comunidades indígenas, aportación de servicios para la atención a grupos sociales 
con discapacidad y de fomento de acciones para mejorar la economía popular…

Con toda nitidez se aprecia que la intención de estas modificaciones, solo estaba dirigida a las personas morales que 
refiere la fracción VI, del artículo 79 de la Ley del Impuesto Sobre la Renta (en delante LISR) pero en el dictamen de la 
cámara de diputados se consideró lo siguiente:

…no obstante, la que dictamina considera que dicha exención no debe limitarse únicamente 
a las ya mencionadas, sino que debe ampliarse a todas aquellas instituciones, sociedades 
o asociaciones constituidas sin fines lucrativos, que cuenten con autorización para recibir 
donativos deducibles para efectos del impuesto sobre la renta, ya que sus fines u objetos de 
creación son de carácter social o colectivo…

Énfasis añadido
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En virtud de lo anterior, la redacción de los artículos modificados por la reforma fiscal 2020 para efectos de IVA, quedaron 
de la siguiente manera:

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Artículo 9o.- No se pagará el impuesto en la enajenación de los siguientes bienes:

I…IX

X.	La de bienes que realicen las personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles 
para los efectos del impuesto sobre la renta.

Artículo 15.- No se pagará el impuesto por la prestación de los siguientes servicios:

I…VI

VII. Los prestados por las personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles para 
los efectos del impuesto sobre la renta.

Artículo 20.- No se pagará el impuesto por el uso o goce temporal de los siguientes bienes:

I.	 Los otorgados por las personas morales autorizadas para recibir donativos deducibles para 
los efectos del impuesto sobre la renta…

Entonces tenemos que las instituciones, pero en especial, las sociedades o asociaciones sin fines de lucro autorizadas a 
recibir donativos deducibles para efectos del Impuesto Sobre la Renta (en delante ISR), son las “beneficiadas” con 
esta reforma fiscal, por lo que las personas morales que actualizan este supuesto, para considerar exentos sus actos o 
actividades, al menos desde la óptica del artículo 79 de LISR, serían las contempladas en las siguientes fracciones:

LEY DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA

Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las siguientes personas morales:

I…V

VI. Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las leyes de la materia, así como 
las sociedades o asociaciones civiles, organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir 
donativos en los términos de esta Ley, que tengan como beneficiarios a personas, sectores, 
y regiones de escasos recursos; que realicen actividades para lograr mejores condiciones de 
subsistencia y desarrollo a las comunidades indígenas y a los grupos vulnerables por edad, 
sexo o problemas de discapacidad, dedicadas a las siguientes actividades…
Énfasis añadido
VII…IX

X.	Sociedades o asociaciones de carácter civil que se dediquen a la enseñanza, con autorización 
o con reconocimiento de validez oficial de estudios en los términos de la Ley General de 
Educación, así como las instituciones creadas por decreto presidencial o por ley, cuyo objeto 
sea la enseñanza, siempre que sean consideradas como instituciones autorizadas para 
recibir donativos deducibles en términos de esta Ley.

Énfasis añadido
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X…

XII. Asociaciones o sociedades civiles, organizadas sin fines de lucro y autorizadas para recibir 
donativos, dedicadas a las siguientes actividades…

Énfasis añadido

XIII…XXIV

XXV. Instituciones de asistencia o de beneficencia, autorizadas por las leyes de la materia y 
organizadas sin fines de lucro, así como las sociedades o asociaciones civiles, organizadas sin 
fines de lucro y autorizadas para recibir donativos en los términos de esta Ley, dedicadas 
a las siguientes actividades…

Como se puede colegir, las personas morales sin fines de lucro que acabamos de listar, para que puedan ser consideradas 
como no contribuyentes del ISR, no basta su labor altruista, sino que será, siempre y cuando, obtengan autorización para 
recibir donativos deducibles para efectos de la LISR, de lo contrario tributarían en el Título II, de la LISR, mencionado 
coloquialmente, como régimen general y que la reforma fiscal de IVA para las donatarias autorizadas las recoge.

Pero, por otro lado, tenemos a otras personas morales listadas en el artículo 79 de LISR, que si bien es cierto que pueden 
obtener autorización para recibir donativos deducibles en términos de la LISR, también lo es, que NO necesitan esta 
autorización para ser consideradas no contribuyentes de ISR, y que mientras no obtengan esta autorización, no gozarán 
del beneficio de considerar sus actos o actividades exentos que ofrece la reforma fiscal 2020 de 	IVA, a pesar de que 
también realizan actividades altruistas con fines u objetos de carácter colectivo y son la siguientes:

Artículo 79. No son contribuyentes del impuesto sobre la renta, las siguientes personas morales:

I…V

XIX. Las sociedades o asociaciones civiles, organizadas sin fines de lucro que se constituyan y 
funcionen en forma exclusiva para la realización de actividades de investigación o preservación 
de la flora o fauna silvestre, terrestre o acuática, dentro de las áreas geográficas definidas que 
señale el Servicio de Administración Tributaria mediante reglas de carácter general, así como 
aquellas que se constituyan y funcionen en forma exclusiva para promover entre la población la 
prevención y control de la contaminación del agua, del aire y del suelo, la protección al ambiente 
y la preservación y restauración del equilibrio ecológico.

XX. Las asociaciones y sociedades civiles, sin fines de lucro, que comprueben que se dedican 
exclusivamente a la reproducción de especies en protección y peligro de extinción y a la 
conservación de su hábitat, siempre que además de cumplir con las reglas de carácter general 
que emita el Servicio de Administración Tributaria, se obtenga opinión previa de la Secretaría 
de Medio Ambiente y Recursos Naturales...

En virtud de lo anterior, se concluye que las personas morales anteriores, mientras no obtengan la autorización para recibir 
donativos deducibles para ISR, sus actos o actividades, estarán gravados a la tasa del 16% o 0%, de actualizarse los 
respectivos supuestos de LIVA, independientemente que para ISR no sean contribuyentes de ese impuesto.

No resulta óbice ilustrar la regla conforme a la cual pueden obtener la autorización para recibir donativos deducibles para 
efectos del Impuesto Sobre la Renta las personas morales a que se refieren las fracciones XIX y XX del artículo 79 de la 
LISR:
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RESOLUCIÓN Miscelánea Fiscal para 2020

Supuestos y requisitos para recibir donativos deducibles
3.10.6. En relación con los diversos supuestos y requisitos previstos en la Ley del ISR y su 
Reglamento, para recibir donativos deducibles, se estará a lo siguiente…

I…II

III.	Las instituciones o asociaciones de asistencia o de beneficencia privadas autorizadas por las 
leyes de la materia cuyo objeto social sea la realización de alguna de las actividades señaladas 
en los artículos 79, fracciones X, XI, XII, XVII, XIX, XX y XXV, 82, y 84 de la Ley del ISR, 
así como 36, segundo párrafo y 134 de su Reglamento, podrán ser autorizadas para recibir 
donativos deducibles de esta contribución siempre que cumplan con los requisitos adicionales 
previstos para estas categorías…

Énfasis añadido

Adelantando nuestras conclusiones, da la impresión que la reforma fiscal olvidó que no todas las personas morales sin 
fines de lucro susceptibles de obtener autorización para recibir donativos deducibles del ISR, tiene como condición obtener 
estar autorizadas a recibir donativos deducibles para ser consideradas como no contribuyentes del ISR.

Así las cosas, se dio por sentado, que LISR considera como no contribuyentes a todas las sociedades o asociaciones que 
obtengan autorización para ISR y la LIVA, pretendió hacerse paralela a esta situación (la de no contribuyentes de ISR) con 
su régimen de exención a los actos o actividades de las personas morales sin fines de lucro autorizadas a recibir donativos 
deducibles de ISR.

Por anterior, consideramos conveniente que a las personas morales a que se refieren las fracciones XIX	  y XX del artículo 
79 de la LISR, una vez que inicien los trámites necesarios para obtener la autorización para recibir donativos deducibles en 
términos de la LISR, se les conceda durante ese periodo, la exención de los actos o actividades que realicen para efectos 
de LIVA.

Continuando nuestro análisis, con la exención que ofrece la LIVA, en la reforma fiscal 2020, tal y como lo pretendía la 
exposición de motivos, al llevarse todos los actos o actividades como exentos, ya no deben pagar impuesto al valor 
agregado, en consecuencia, tampoco tienen que cumplir con las obligaciones señaladas en el artículo 32 de la LIVA:

LEY DEL IMPUESTO AL VALOR AGREGADO

Artículo 32.- Los obligados al pago de este impuesto y las personas que realicen los actos 
o actividades a que se refiere el artículo 2o.-A tienen, además de las obligaciones señaladas 
en otros artículos de esta Ley, las siguientes…

Énfasis añadido

En efecto, al no estar obligadas al pago del impuesto al valor agregado, ya no tienen las cargas del artículo 32 de LIVA.

Todo esto, como lo afirma la exposición de motivos y que recoge la cámara de diputados en su dictamen, es con el fin de 
evitar contingencias económicas a estas personas morales, pero a pesar de nuestra coincidencia con lo anterior, queremos 
resaltar, que la mecánica del IVA, consiste en que, el que enajena el bien, presta el servicio u otorga el uso o goce temporal 
de bienes, traslada el tributo al adquirente, al prestatario o al que usa o goza el bien, y es este, quien lo paga, para así, en 
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nuestro caso, la donataria autorizada solo lo entere, entonces desde esta perspectiva ¿Cuál es el beneficio de considerar 
exentos todos los actos o actividades, si la donataria nunca reciente en su peculio, la carga del impuesto, más que la 
formalidad de enterarlo?

Pues bien, no podemos soslayar la realidad, de que un gran número es estas personas morales sin fines de lucro, son 
pobres, y la ausencia de recursos los orilla entre otras privaciones, a la prescindir de un contador público que les lleve 
la contabilidad y los apoye en el cumplimiento de sus obligaciones fiscales, pudiendo generales créditos fiscales, lo que 
implicaría contingencias económicas para estas personas morales, que de forma genérica se consideran en la redacción 
de la exposición de motivos.
 
En este orden de ideas, y una vez que caemos en la cuenta de que con la reforma fiscal 2020, las donatarias autorizadas 
al estar exentas del pago del IVA, ya no tendrían tantos problemas, al menos con el impuesto al valor agregado, ahora 
permítanos enfocarnos a otro caso.

Hasta antes de la reforma fiscal de IVA, para las donatarias, para el ejercicio fiscal 2020, había algunas de ellas, que tenían 
derecho a la devolución de saldos a favor de IVA y que solicitaban en devolución, y ese flujo lo usaban como capital de 
trabajo, y ahora con la reforma ya no lo tendrán, por lo que deben replantear sus proyecciones a partir de este año.

CONCLUSIONES

Existen personas morales sin fines de lucro que SI necesitan autorización para recibir donativos deducibles de ISR para 
ser consideradas con no contribuyentes por la LISR y que armónicamente son las que contempla la reforma fiscal 2020 de 
IVA, para considerar todos sus actos o actividades exentos.

También existen personas morales sin fines de lucro, que al igual que las que acabamos de mencionar, también realizan 
actividades altruistas con fines colectivos, que NO necesitan autorización para recibir donativos deducibles de ISR para 
ser consideradas con no contribuyentes por la LISR, pero que si serían contribuyentes de IVA, mientras no obtengan 
esta autorización, por lo que consideramos conveniente que  una vez que inicien los trámites necesarios para obtener la 
autorización para recibir donativos deducibles en términos de la LISR, se les conceda durante ese periodo, la exención de 
los actos o actividades que realicen para efectos de LIVA

Consideramos que con la reforma fiscal 2020, sí se tiene un régimen “especial” de IVA, para las donatarias autorizadas, 
contemplado en las fracciones X del artículo 9, VII del artículo 15 y I del artículo 20 de la Ley del IVA que están dispersos en 
tres capítulos diferentes, de la LIVA, en contraste con la LISR que los reúne en un solo Título, el Tercero, de la multicitada 
LISR.

Que en términos generales, beneficia a la mayoría de estas personas morales, pero algunas personas morales sin fines de 
lucro, tenían derecho a la devolución del IVA, y que ese recurso lo tomaban como capital de trabajo, ahora ya no lo tendrán, 
situación a considerar en sus proyecciones a partir del ejercicio fiscal 2020.
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I. Introducción.

El 1º de enero de 2020, entró en vigor el “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial Sobre 
Producción y Servicios y del Código Fiscal de la Federación”.

Dentro de las reformas, se destaca la implementación de una regla general anti-abuso, que corresponde al otorgamiento 
de la facultad para que las autoridades puedan reconfigurar los efectos fiscales de una transacción, o acto jurídico, 
atribuyéndole las consecuencias de índole tributaria que corresponderían al negocio jurídico, que la autoridad presume 
que debió de realizarse ante la ausencia de la razón de negocios de la forma transaccional originalmente pactada.

Es decir, se faculta a la autoridad fiscal a efecto de que pueda modificar los efectos fiscales de los actos jurídicos en los que 
presuma que se carece de una razón de negocios, atribuyendo aquellos efectos que estima les hubieran correspondido 
a los actos jurídicos que se habrían realizado para la obtención del beneficio económico razonablemente esperado que 
considera que se obtuvo por parte del contribuyente.

En este contexto, para el ejercicio de esta nueva atribución, se están incluyendo conceptos novedosos, como, “beneficio 
económico razonablemente esperado” y “beneficio fiscal”, así como el término “razón de negocios”, que, si bien no constituye 
un concepto nuevo, ya que el mismo previamente fue acuñado en algunas exposiciones de motivos, y precedentes, nunca 
había sido incluido directamente en la legislación.

El Ejecutivo Federal dentro del Paquete Económico 2020, adoptó dicha regla, con el objetivo principal de atacar los 
esquemas de elusión fiscal que no necesariamente implican la realización de una conducta formalmente ilegal, al considerar 
que generan un impacto relevante en la recaudación en México.

En este artículo se busca de manera muy sencilla, y con la mayor humildad posible, hacer un análisis de las reglas 
generales anti-elusivas, y los efectos de la adición de la regla anti-abuso en la legislación mexicana, sin dejar de lado, la 
cita de sus antecedentes.

II. Normas generales anti-elusivas.

Las cláusulas especiales anti-elusivas, siempre han existido dentro de los sistemas jurídicos, como respuesta a 
consecuencias jurídicas determinadas, las cuales buscan establecer el límite valido de la libertad de configuración negocial 
que, por efecto, tiene la reducción de la carga tributaria de un individuo1.

Bajo ese orden, podemos considerar que las cláusulas anti-elusivas especiales, surgen como respuesta a vicisitudes 
concretas, de manera que buscan cerrar cualquier indebida interpretación, y aclarar las consecuencias fiscales que 
deberían atribuirse a las conductas adoptadas con el único fin de evadir la actualización de algún supuesto de la norma 
tributaria que delimita el hecho imponible o generador.

Por tanto, es que las medidas anti-elusivas son determinadas en función a circunstancias específicas, respecto de las 
cuales, se identifica un conflicto en la debida aplicación de una norma tributaria, que está generando por consecuencia una 
afectación al erario, al estarse eludiendo la causación del tributo.

En este orden de ideas, y dado que las normas anti-elusión tienen como objetivo combatir la elusión, y no así la evasión, 
es que, considero oportuno delimitar los conceptos de elusión y evasión para lograr identificar la naturaleza y eficacia de 
dicha norma.

1 (Pardo, 2016)
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El significado gramatical de la acción de eludir, de conformidad con el Diccionario de la Lengua Española, se define, 
“evitar con astucia una dificultad o una obligación” 2 lo que se asemeja a la figura jurídica tributaria, la cual se prevé como 
una conducta que se realiza con el fin propio de evitar total o parcialmente la carga fiscal de las actividades económicas, 
realizada por el sujeto pasivo.

De forma específica, Tulio Rosembuj, entiende por elusión fiscal, a esquivar la aplicación de la norma tributaria para 
obtener una ventaja patrimonial por parte del contribuyente, que no se realizaría si no se pusieran en práctica por su parte 
hechos y actos jurídicos o procedimientos contractuales con la finalidad dominante de evitarla3. 

Por lo que se considera, que el elemento más importante de la elusión es la adopción de instrumentos o el perfeccionamiento 
de transacciones, dentro de las prerrogativas propias de la autonomía de la voluntad y libertad de contratación licita y cuyos 
efectos son merecedores de tutela jurídica, en cuanto tales4.

Por otro lado, la evasión, es el hecho de ser contribuyente en alguna forma determinada por la ley, y no cumplir con las 
obligaciones al respecto5. 

A efecto de ello, es que la evasión se da cuando el sujeto de cierta contribución en específico, habiéndose realizado el 
hecho generador, causándose el impuesto y por tanto la obligación del entero del mismo, se abstiene de cumplir. 

La evasión tributaria, es considerada como toda y cualquier forma de eximirse de la tributación. En sentido estricto, significa 
derivar de la conducta voluntaria y dolosa, omisiva o comisiva, de los obligados tributarios, que se eximen del cumplimiento, 
total o parcial, de las obligaciones tributarias6. 

Bajo esa tesitura, es que resulta imprescindible el diferenciar la figura de la elusión y evasión dentro del derecho tributario, 
ya que por una parte la elusión es la no verificación del hecho generador a través de actos o hechos artificiosos que 
lo alejan y por ello la inexistencia del gravamen, y la necesidad de reencausar los efectos del acto, para que en su caso 
se considere actualizado el hecho generador eludido, mientras que la evasión consiste en la actualización del hecho 
generador de la obligación tributaria, y la falta de cumplimiento del pago correspondiente, o en su defecto en la realización 
de actos u omisiones ilícitos tendientes a dilatar el momento en que se vuelve exigible.

Por consiguientes, es que la diferencia principal entre evasión y elusión radica en la realización o no del hecho imponible 
previsto en la norma. Bajo ese orden es que, en la elusión no se realiza el hecho imponible, mientras que en la evasión sí, 
es decir, únicamente en la evasión se presenta el nacimiento de la obligación fiscal y ésta no se cumple frente a la autoridad 
fiscal, se oculta (evasión), manifestándose como: infracción o delito.

Es así como, la falta de pago intencional de contribuciones puede configurarse a través de la evasión o de la elusión. 
En el caso de que el contribuyente no quiera enterar el tributo, optara voluntariamente por declaraciones engañosas, 
ocultación maliciosa o cualquier engaño (evasión). Pero también puede intencionalmente optar por ventajas de la norma 
fiscal creando actos atípicos o artificiosos, que lo sitúen al margen de la norma tributaria o evitando dicha norma 
(elusión). Es así como el contribuyente, trata de mostrar la realización de un negocio jurídico distinto al que en realidad se 
ejecuta, y no es alcanzado por las normas tributarias que establecen en sí el hecho generador. 

Es importante el mencionar que, no obstante, se tienen acotadas las definiciones de los conceptos de evasión y elusión, 
los especialistas en la materia no han logrado ponerse de acuerdo, de si la elusión es licita o licita, sin embargo, podemos 
destacar, que la elusión es licita si estamos ante una economía de opción y, cuando la elusión es ilícita, estamos ante una 
simulación.
2 (REAL ACADEMIA ESPAÑOLA, 2001)
3 (Rosembuj, 1999)
4 (Rosembuj, 1999)
5 (DIEP, 1999)
6 (Torres, 2003)
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En virtud de ello, es que nacen las normas anti-elusivas, con el fin propio de disminuir las prácticas elusivas de los 
contribuyentes, que sin una razón comercial o de negocios, a través de hechos que ejecutan, buscan abusar de las normas 
tributarias, de manera que la norma no se pueda aplicar (se abusa para evitarla) o se aplica otra cuando no era la intensión 
que fuera la aplicable para el caso en concreto (por medio de actos artificiosos).

En ese sentido, para poder determinar si se está ante una norma anti-elusiva, es necesario identificar el tipo de operación 
cuyo abuso se busca regular, identificando aquellos actos o negocios en específico, respecto de los cuales se abusan las 
figuras jurídicas, con un fin fiscal.

En relación con ello, resulta importante el considerar, que, en el abuso de la norma tributaria, la motivación no es otra 
que eludir total o parcialmente la contribución, mediante formas jurídicas atípicas, es decir mediante formas jurídicas 
que no expresan la verdadera sustancia del acto realizado, el cual implica una estructura jurídica que no corresponde 
con la verdadera finalidad perseguida. Al respecto la doctrina alemana señala que estamos ante un abuso de formas 
cuando existe una inadecuación entre el resultado económico que se persigue y la forma utilizada para ello, empleándose 
configuraciones jurídicas inadecuadas que implican rodeos y que son a menudo engorrosas y complicadas7. 

Lo que hace una regla general anti-elusiva, es extender el caso a los hechos que la evitaron (se aplica por analogía) o bien 
deja de aplicar la norma de cobertura al desarropar los hechos analizados, identificando así el abuso.

Por consiguiente, es que a través de presunciones numéricas y conductual-finalistas, se busca resolver un problema de 
prueba, respecto la “intención” del sujeto y el “carácter artificioso” de los hechos configurados, para así acreditar un “abuso 
del derecho”, ya que de hacerlo de otro otra manera, no tendrían carácter de presunciones.

Siendo así, que para obtener la prueba plena, que acredite el “abuso”, se requiere una confirmación de circunstancias: (i) 
objetivas, donde se pruebe que la norma tributaria específica, se ha evitado o se usó indebidamente, de ahí la comparación 
del exceso de beneficio fiscal y (ii) subjetiva, donde se pruebe que la intención del sujeto fue obtener ventajas de la norma 
tributaria, creando artificiosamente las condiciones para su aplicación o evitando la respectiva norma.

III. Diseño de la regla en el contexto de la Acción 6 de BEPS (por sus siglas en inglés según su acrónimo “Base 
Erosion and Profit Shifting”).

Como consecuencia del par de reportes BEPS publicados en 2013, la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE), acordó desarrollar medidas para que los países miembros pudieran hacer frente de una manera 
coordinada y eficaz al problema de abuso de tratados.

El proyecto, específicamente incluyó la Acción 6: Impedir la Utilización Abusiva de Convenios para Evitar la Doble Imposición, 
con la propuesta de incorporar a los Convenios de Doble Imposición (CDI) una norma anti-elusión general basada en el 
llamado “Principal Purpose Test (PPT)”.

La Regla de Propósito Principal de la Operación (“PPT” por sus siglas en inglés, principal purpose test rule), aplica en los 
casos que es razonable concluir, que el beneficio fiscal (otorgado a través de un tratado) fue el fin del negocio jurídico o 
transacción. El cual contempla dos elementos: la razonabilidad y el propósito principal de la operación.

El mandato de la Acción 6 del reporte BEPS, a la letra establece:

“Desarrollar disposiciones para el modelo de tratados que impidan la concesión de los beneficios 
del convenio en circunstancias inapropiadas

7  (Léon, 2013)
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Se realizarán también trabajos para aclarar que los convenios fiscales no se destinan a ser 
empleados para generar la doble no imposición…”

En el texto de la regla PPT, se contempla:

“Sin perjuicio de las demás disposiciones del presente Convenio, no se concederá ningún 
beneficio en virtud del presente Convenio respecto a un elemento de renta o de capital si fuera 
razonable concluir, teniendo en cuenta todos los hechos y circunstancias pertinentes, que la 
obtención de dicho beneficio era uno de los propósitos principales de cualquier  acuerdo o 
transacción que resulte directa o indirectamente en ese beneficio, a menos que se establezca 
que la concesión del beneficio en estas circunstancias estaría de acuerdo con el objeto y 
propósito de las disposiciones pertinentes del presente Convenio...”

Bajo ese orden, México como país miembro de la OCDE, en aras de cumplir con un estándar mínimo de la Acción 6 de 
BEPS, adoptó mediante el denominado Convenio Multilateral reglas generales anti-abuso, y de la misma forma a partir del 
1º de enero de 2020, incorporó en su legislación domestica una cláusula de este tipo.

IV. Norma anti-abuso en la legislación mexicana.

A) Antecedentes

Previo a la entrada en vigor de la regla general anti-abuso, contenida en el artículo 5-A del Código Fiscal de la Federación, a 
la que nos referimos en este artículo, existieron diversos intentos para que una clausula de esta naturaleza fuera incorporada 
en la legislación tributaria, sin embargo, los mismos fueron desestimados, por lo que resulta importante analizar las razones 
por las cuales en aquel momento no se consideró oportuna su creación. 

El 8 de septiembre de 2013, el Ejecutivo Federal en su iniciativa de reforma fiscal, propuso agregar al artículo 5 del Código 
Fiscal de la Federación, dos párrafos que integrarían una norma anti-elusión, como se establece a continuación:

“Artículo 5º (…) Si la autoridad fiscal detecta prácticas u operaciones del contribuyente que 
formalmente no actualicen el hecho imponible establecido en una norma tributaria y carezcan 
de racionalidad de negocios, determinará la existencia del crédito fiscal correspondiente a la 
actualización del hecho imponible eludido.

Se entenderá que una práctica u operación no tiene razón de negocios, cuando carezca de 
utilidad o beneficio económico cuantificable para el o los contribuyentes involucrados, distinta 
de la elusión, diferimiento o devolución del pago realizado…”

En la exposición de motivos, de dicha iniciativa, se consideraba el principio de aplicación estricta de la ley como un pilar 
para tener seguridad jurídica y el artículo 5º protegía la certidumbre jurídica e impedía distintas formas de aplicar la ley; sin 
embargo por su parte, el Poder Legislativo de la Federación al aprobar la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal, 
rechazó la inclusión de la norma anti-elusión, al considerar que las autoridades fiscales ya contaban con facultades 
suficientes para aplicar de manera estricta la ley sin caer en formalismos mediante los que se ignore la substancia de la 
misma.
	
Posteriormente, en 2016 se presentó una propuesta para reformar la Ley e incluir una cláusula general antielusión, por 
parte de la Diputada Minerva Hernández Ramos, dentro de la iniciativa, se consideraba, lo siguiente:
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“Por lo tanto, se propone adicionar los párrafos tercero y cuarto al artículo 5o. del Código Fiscal 
de la Federación a efecto de establecer una cláusula general antielusión en la que se señale 
que se comete fraude a la ley cuando se realicen situaciones jurídicas o de hecho con el objetivo 
de eludir las obligaciones o prohibiciones establecidas en las leyes fiscales vigentes, al amparo 
o cobertura de normas emitidas con una finalidad distinta, señalándose que en estos casos 
serán aplicables las consecuencias previstas en las disposiciones que se pretendieron eludir…”

En relación con ello, el Poder Legislativo de la Federación bajo el mismo argumento, no aprobó dicha reforma, al considerar 
que las autoridades fiscales ya cuentan con esas facultades.

B) Exposición de motivos, articulo 5-A del Código Fiscal de la Federación.

Dentro de la iniciativa presentada por el Ejecutivo Federal ante la Cámara de Diputados el 8 de septiembre de 2019, bajo 
el argumento de fomentar los principios de equidad y proporcionalidad tributaria, propuso adicionar una regla general 
anti-abuso, mediante la inclusión del artículo 5-A del Código Fiscal de la Federación, en aras de combatir las prácticas de 
evasión y la elusión fiscal, las cuales conllevan la baja recaudación en México, situándolo por debajo del promedio de los 
estándares internacionales.

Al respecto, dentro de la exposición de motivos, se señala que derivado de la experiencia internacional, las reglas de esta 
naturaleza deben de incluir dos elementos:

1.	 Que la operación del contribuyente no tenga una razón de negocios; y
2.	 Que esto genere un beneficio fiscal. 

Por tanto, es que a través de la iniciativa se propuso, la inclusión de dicha regla, bajo las siguientes directrices, misma que 
se transcribe:

“Para ello, la presente iniciativa prevé que, en el ejercicio de sus facultades de comprobación, las 
autoridades fiscales podrán presumir que los actos jurídicos realizados por los contribuyentes 
carecen de una razón de negocios con base en los hechos y circunstancias del mismo. Sin 
embargo, para salvaguardar el derecho de audiencia de los contribuyentes y evitar cualquier 
tipo de arbitrariedad, la autoridad fiscal no podrá determinar un crédito fiscal derivado de la 
recaracterización o inexistencia para efectos fiscales de los actos jurídicos realizados por los 
contribuyentes, sin darle antes la oportunidad de manifestar lo que a su derecho convenga…”

En relación con lo anterior, es de destacar, que la implementación de la multicitada regla general anti-abuso, busca en primer 
término el facultar a las autoridades fiscales, para poder presumir que los actos jurídicos realizados por los contribuyentes 
carecen de razón de negocios con base en los hechos y circunstancias que los rodean, incorporando a la legislación los 
conceptos denominados “razón de negocios”, “beneficio económico razonablemente esperado” y “beneficio fiscal”.

Es así como, resulta importante el considerar, que, dentro de la exposición de motivos, el Ejecutivo Federal no conceptualizó 
de forma concreta lo que debe de entenderse por “razón de negocios”, “beneficio económico razonablemente esperado” o 
“beneficio fiscal”, si no que solo señaló, lo siguiente:

“Si bien se alude a la expresión “razón de negocios” y esto es un concepto jurídico indeterminado, 
ello representa la expresión más objetiva que se podría haber empleado para que los 
contribuyentes logren demostrar la finalidad de sus operaciones…”

(…)



65BOLETÍN
TÉCNICO

“Asimismo, la disposición propuesta señala que se considerará que no existe una razón de 
negocios, cuando el beneficio económico sea menor al beneficio fiscal…”

En ese sentido, dentro de la misma exposición de motivos, se limita la interpretación a una interpretación a contrario sensu, 
es decir, en el sentido de que existe razón de negocios cuando el beneficio económico sea mayor al beneficio fiscal.

Posteriormente, la Comisión de Hacienda y Crédito Público, de la Cámara de Diputados, modificó de la iniciativa, el concepto 
de “recaracterización” y la declaración de inexistencia de operaciones por parte de la autoridad fiscal, estableciendo así 
de forma general dentro de la legislación mexicana, una norma general anti-abuso, de acuerdo con lo establecido desde 
la iniciativa.

C) Artículo 5-A del Código Fiscal de la Federación.

El 1º de enero de 2020, entró en vigor el “Decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones 
de la Ley del Impuesto Sobre la Renta, de la Ley del Impuesto al Valor Agregado, de la Ley del Impuesto Especial Sobre 
Producción y Servicios y del Código Fiscal de la Federación”, donde específicamente se sustenta, la entrada en vigor del 
contenido del artículo 5-A del Código Fiscal de la Federación, el cual, en su primer párrafo, establece:

“Los actos jurídicos que carezcan de una razón de negocios y que generen un beneficio fiscal 
directo o indirecto, tendrán los efectos fiscales que correspondan a los que se habrían realizado 
para la obtención del beneficio económico razonablemente esperado por el contribuyente…”

En ese sentido, la disposición en cita establece que la autoridad fiscal, en ejercicio de sus facultades de comprobación, 
podrá presumir, que los actos jurídicos carecen de una razón de negocios con base en los hechos y circunstancias 
del contribuyente conocidos al amparo de dichas facultades, así como de la valoración de elementos, la información y 
documentación obtenidos durante la misma, de acuerdo con el procedimiento establecido en ley.

Se establece, que la autoridad fiscal esta facultada para presumir, salvo prueba en contrario, que no existe una razón de 
negocios, cuando el beneficio económicamente cuantificable razonablemente esperado, sea menor al beneficio fiscal.

Adicionalmente, la autoridad fiscal podrá presumir, salvo prueba en contrario, que una serie de actos jurídicos carece de 
razón de negocios, cuando el beneficio económico razonablemente esperado pudiera alcanzarse a través de la realización 
de un menor número de actos jurídicos y el efecto fiscal de estos hubiera sido mas gravoso.

En ese sentido, la disposición establece que se deberá de entender por beneficio fiscal:

“Se consideran beneficios fiscales cualquier reducción, eliminación o diferimiento temporal de una 
contribución. Esto incluye los alcanzados a través de deducciones, exenciones, no sujeciones, 
no reconocimiento de una ganancia o ingreso acumulable, ajustes o ausencia de ajustes de la 
base imponible de la contribución, el acreditamiento de contribuciones, la recaracterización de 
un pago o actividad, un cambio de régimen fiscal, entre otros…”

Por otro lado, se establece que deberá de entenderse por beneficio económico razonablemente esperado:

“Se considera que existe un beneficio económico razonablemente esperado, cuando las 
operaciones del contribuyente busquen generar ingresos, reducir costos, aumentar el valor 
de los bienes que sean de su propiedad, mejorar su posicionamiento en el mercado, entre 
otros casos. Para cuantificar el beneficio económico razonablemente esperado, se considerará 
la información contemporánea relacionada a la operación objeto de análisis, incluyendo el 
beneficio económico proyectado, en la medida en que dicha información esté soportada y sea 
razonable. Para efectos de este artículo, el beneficio fiscal no se considerará como parte del 
beneficio económico razonablemente esperado…”
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Bajo ese orden, es que el legislador, estableció conceptos novedosos que no se tenían dentro de la legislación, tales como 
“razón de negocios”, “beneficio fiscal”, y “beneficio económico razonablemente”; los cuales, no fueron conceptualizados 
de forma completa por el Ejecutivo Federal dentro de la iniciativa, al limitarse a señalar que dichos conceptos debían ser 
considerados de la manera mas objetiva que se podría emplear, para que así los contribuyentes logren demostrar la finalidad 
de sus operaciones, relacionando los precedentes reconocidos por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, mediante los 
cuales se reconocen estos conceptos; prevaleciendo así un estado de inseguridad jurídica para el contribuyente.

Ahora bien, es importante el señalar, que la autoridad no podrá desconocer para efectos fiscales los actos jurídicos referidos, 
sin que antes se de a conocer al contribuyente, ya sea en la ultima acta parcial, oficio de observaciones o en la resolución 
provisional, y hayan transcurrido los plazos previstos, para que el contribuyente manifieste lo que a su derecho convenga.

Considerando, que antes de la emisión, de la última acta parcial, oficio de observaciones o de la resolución provisional, la 
autoridad fiscal deberá someter el caso ante un Órgano Colegiado integrado por funcionarios de la Secretaría de Hacienda 
y Crédito Público y el Servicio de Administración Tributaria, pudiendo  obtener una opinión favorable para la aplicación de 
la disposición o en su defecto una opinión negativa,  en tanto, que, en el caso de no recibir la opinión del órgano colegiado 
dentro del plazo de dos meses contados a partir de la presentación del caso por parte de la autoridad fiscal, se entenderá 
realizada en sentido negativo. 

Así pues, se incluyó a la legislación mexicana, después de varios intentos, una norma general anti-abuso, la cual pretende 
como lo sustentó el Ejecutivo Federal, combatir los esquemas de evasión y elusión fiscal; sin embargo, son varios los 
vacíos legales que se presenta, los cuales, pueden ocasionar un abuso por parte de las autoridades fiscales en ejercicio de 
sus facultades de comprobación, al permitirle recalificar actos jurídicos plenamente legales y sus efectos fiscales, dejando 
al contribuyente en un estado de inseguridad jurídica.

En ese sentido, la norma no puede ser entendida y aplicada en el sentido de que algo “real” “no artificioso” que ninguna 
norma viola directa o indirectamente, sea “recalificada” para hacer algo distinto, “no real” y “artificioso”, como lo prevé la 
disposición en cita.

Es dable, entonces el considerar, que la norma general anti-abuso, adicionada al Código Fiscal de la Federación, presenta 
ciertos vacíos al no establecer circunstancias en específico, que permitan identificar practicas elusivas, atentando en 
consecuencia en contra de los principios de seguridad jurídica, y certeza jurídica.

V. Conclusiones.

Las normas anti-elusivas, nacen con el fin de disminuir prácticas elusivas de los contribuyentes, que sin una razón comercial 
o de negocios, a través de hechos que ejecutan, buscan abusar de las normas tributarias, de manera que la norma no se 
pueda aplicar (se abusa para evitarla) o se aplica otra cuando no era la intensión que fuera la aplicable para el caso en 
concreto (por medio de actos artificiosos).

En ese sentido, para poder determinar si se está ante una norma anti-elusiva, es necesario identificar el tipo de operación 
cuyo abuso se busca regular, identificando aquellos actos o negocios de forma específica; para no limitar las actuaciones 
de los contribuyentes, atentando contra los principios tributarios.

En virtud de todo lo anterior, es que puede sostenerse que la norma general anti-abuso, contemplada en el artículo 5-A 
del Código Fiscal de la Federación, no puede interpretarse en el sentido de que la misma puede ser aplicada a cualquier 
operación de forma indiscriminada, sino que debe entenderse limitada a la aplicación en los casos en los que se logre 
acreditar la existencia de actos artificiosos, o donde exista dolo para aludir la causación de la contribución,, ya que no puede 
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ser entendida y aplicada en el sentido de que algo “real” “no artificioso” que ninguna norma viola directa o indirectamente, 
sea “recalificada” para hacer algo distinto, “no real” y “artificioso”, sólo por el hecho de que el beneficio fiscal obtenido es 
superior al beneficio económico razonablemente esperado, como lo prevé.
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IMPUESTO SOBRE LA ADQUISICIÓN DE VEHÍCULOS AUTOMOTORES USADOS. LOS ARTÍCULOS 11 DE LA LEY 
DE INGRESOS DEL ESTADO DE JALISCO PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019 Y 23 A 29 DE LA LEY DE HACIENDA 
DE DICHA ENTIDAD, AL GRAVAR A LOS SUJETOS DE ESA CONTRIBUCIÓN MEDIANTE UNA TARIFA PROGRESIVA, 
NO VIOLAN EL PRINCIPIO DE EQUIDAD TRIBUTARIA.

Los preceptos citados regulan un impuesto indirecto, porque gravan una manifestación de riqueza consistente en la 
adquisición de vehículos automotores usados y no el mero acto de la adquisición de éstos, de modo que consideran 
la capacidad contributiva con un carácter mediato, como lo es la comercialización de ese tipo de bienes. Así, mediante 
la manifestación objetiva indirecta de su capacidad contributiva (riqueza), consistente en la adquisición de un vehículo 
usado, gravan en la misma proporción a los sujetos en función del valor semejante de origen del objeto adquirido, por lo 
que se trata igual a los contribuyentes que adquieren un vehículo de menor valor y, progresivamente, desigual a quienes 
compran uno más costoso. Por tanto, no violan el principio de equidad tributaria, previsto en el artículo 31, fracción IV, de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO.

Amparo en revisión 404/2019. Korean Automotriz, S.A. de C.V. 8 de enero de 2020. Unanimidad de votos. Ponente: Mario 
Alberto Domínguez Trejo. Secretario: Javier Alexandro González Rodríguez.
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Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 06 de marzo de 2020 10:09 h 
Materia(s): (Administrativa) 
Tesis: 2a./J. 22/2020 (10a.) 

FACULTADES DE COMPROBACIÓN Y DE GESTIÓN DE LAS AUTORIDADES FISCALES. ASPECTOS QUE LAS 
DISTINGUEN.

Desde la perspectiva del derecho tributario administrativo, la autoridad fiscal, conforme al artículo 16, párrafos primero y 
décimo sexto, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos puede ejercer facultades de gestión (asistencia, 
control o vigilancia) y de comprobación (inspección, verificación, determinación o liquidación) de la obligación de contribuir 
prevista en el numeral 31, fracción IV, del mismo Ordenamiento Supremo, concretizada en la legislación fiscal a través de 
la obligación tributaria. Así, dentro de las facultades de gestión tributaria se encuentran, entre otras, las previstas en los 
numerales 22, 41, 41-A y 41-B (este último vigente hasta el 31 de diciembre de 2019) del Código Fiscal de la Federación; 
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en cambio, las facultades de comprobación de la autoridad fiscal se establecen en el artículo 42 del código citado y tienen 
como finalidad inspeccionar, verificar, determinar o liquidar las referidas obligaciones, facultades que encuentran en el 
mismo ordenamiento legal invocado una regulación y procedimiento propios que cumplir.

SEGUNDA SALA

Amparo en revisión 302/2016. IQ Electronics International, S.A. de C.V. y otra. 13 de julio de 2016. Cinco votos de los 
Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz 
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: Jorge Jiménez Jiménez.

Amparo en revisión 333/2016. Financiera San Ysidro, S.A. de C.V., SOFOM, E.N.R. 31 de agosto de 2016. Unanimidad 
de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas y 
Alberto Pérez Dayán. Ausente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Jorge Jiménez 
Jiménez.

Contradicción de tesis 222/2017. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto del Tercer Circuito y Séptimo 
del Primer Circuito, ambos en Materia Administrativa. 30 de agosto de 2017. Cinco votos de los Ministros Alberto Pérez 
Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Eduardo Medina 
Mora I. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Jazmín Bonilla García.

Amparo directo en revisión 3550/2018. Tractopartes El Surtidor, S.A. de C.V. 19 de junio de 2019. Mayoría de cuatro votos 
de los Ministros Eduardo Medina Mora I., José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez 
Potisek; votó con reservas Eduardo Medina Mora I. Disidente: Alberto Pérez Dayán. Ponente: Javier Laynez Potisek. 
Secretario: José Omar Hernández Salgado.

Amparo en revisión 595/2019. Servicios Convaluisset, S.A. de C.V. 4 de diciembre de 2019. Cuatro votos de los Ministros 
Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek; votaron con 
reservas José Fernando Franco González Salas y Javier Laynez Potisek, quien manifestó que formularía voto concurrente. 
Ponente: Yasmín Esquivel Mossa. Secretario: Luis Enrique García de la Mora.

Tesis de jurisprudencia 22/2020 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del diecinueve 
de febrero de dos mil veinte.

Nota: La parte conducente de la ejecutoria relativa a la contradicción de tesis 222/2017, está publicada en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 27 de octubre de 2017 a las 10:37 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 47, Tomo II, octubre de 2017, página 896, con número de registro digital: 27411.

Esta tesis se publicó el viernes 06 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 10 de marzo de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

Época: Décima Época 
Registro: 2021735 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 06 de marzo de 2020 10:09 h 
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Materia(s): (Constitucional) 
Tesis: I.4o.A.121 A (10a.) 

DECLARACIÓN INFORMATIVA A QUE SE REFIERE LA FRACCIÓN II DEL ARTÍCULO 76-A DE LA LEY DEL 
IMPUESTO SOBRE LA RENTA. LA VALIDEZ DE LA REGLA 3.9.16. DE LA RESOLUCIÓN MISCELÁNEA FISCAL PARA 
2017, CONTENIDA EN SU PRIMERA RESOLUCIÓN DE MODIFICACIONES, QUE AMPLÍA Y DESCRIBE EL TIPO DE 
INFORMACIÓN QUE AQUÉLLA DEBE INCLUIR, SE JUSTIFICA Y ENCUENTRA RACIONALIDAD EN EL EJERCICIO DE 
LA DISCRECIONALIDAD REGULATORIA DESARROLLADA POR EL SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA, 
SIN QUE LE SEAN APLICABLES LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.

El artículo 76-A de la Ley del Impuesto sobre la Renta, en el contexto del Estado regulador, otorga al Servicio de 
Administración Tributaria, mediante una cláusula habilitante, la facultad de establecer reglas de carácter general para la 
presentación de las declaraciones informativas (maestra de partes relacionadas, local de partes relacionadas y país por país 
del grupo empresarial multinacional) a que aluden las fracciones I, II y III del propio precepto. Es así que dicho órgano podrá 
solicitar información conducente y relacionada con los fines y propósitos ahí propuestos, e incluirá los medios y formatos 
correspondientes. En ese sentido, la regla 3.9.16. de la Resolución Miscelánea Fiscal para 2017, contenida en su primera 
resolución de modificaciones, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 15 de mayo de 2017, que amplía y describe 
el tipo de información que debe incluir la declaración informativa a que se refiere la fracción II del precepto mencionado, no 
debe someterse a las exigencias o límites de los principios de reserva de ley ni de subordinación jerárquica, ya que éstos, 
al estar sujetos al principio de legalidad como restricciones, son exclusivos de la facultad reglamentaria del Presidente de 
la República –acotada por la propia ley– y distintos de los que aplican en el modelo de Estado regulador, como sucede 
con el Servicio de Administración Tributaria, donde la norma habilitante señala fines o propósitos y reserva al ente elegir u 
organizar los medios más eficientes para lograrlos, con base en ciertos márgenes de discrecionalidad, por ser un órgano 
especializado, cuya encomienda institucional consiste en regular técnicamente ciertas actividades económicas o sectores 
sociales de manera independiente, a través de todos los medios razonables para alcanzar su finalidad. Ello encuentra 
explicación, en razón de que ante el modelo de Estado regulador, los poderes clásicos no podrían reclamar la titularidad 
exclusiva de la función jurídica que tenían asignada; de ahí que los órganos reguladores no pueden ser acusados de 
usurpar alguna de esas funciones. Por el contrario, éstos son titulares de competencias mixtas (cuasi legislativas, cuasi 
jurisdiccionales y cuasi ejecutivas), precisa y exclusivamente para el cumplimiento de una función regulatoria técnica en 
el sector de su competencia, en armonía y como complemento a las funciones de los poderes clásicos, ya que la división 
funcional clásica de atribuciones no opera de manera tajante y rígida, identificada con los órganos que la ejercen, sino que 
se estructura con la finalidad de establecer un adecuado equilibrio de fuerzas, potestades y capacidades especializadas, 
mediante un régimen de cooperación y coordinación que funciona como medio de control recíproco y limitado, a fin de 
evitar la arbitrariedad en el ejercicio del poder público y garantizar la unidad, establecimiento y preservación del Estado 
de derecho. Por tanto, la validez de la regla 3.9.16. citada se justifica y encuentra racionalidad en el ejercicio de la 
discrecionalidad regulatoria desarrollada por el Servicio de Administración Tributaria, al no desbordar los fines y propósitos 
de la norma habilitante.

CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.

Amparo en revisión 39/2018. Pfizer, S.A. de C.V. 24 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Jesús Antonio Nazar 
Sevilla. Secretario: Oswaldo Iván de León Carrillo.

Nota: Por instrucciones del Tribunal Colegiado de Circuito, la tesis que aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación del viernes 21 de septiembre de 2018 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 58, Tomo III, septiembre de 2018, página 2310, con número de registro digital: 2017885, se publica 
nuevamente con la modificación en el precedente que el propio tribunal ordena.

Esta tesis se republicó el viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas en el Semanario Judicial de la Federación.
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Época: Décima Época 
Registro: 2021656 
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito 
Tipo de Tesis: Jurisprudencia 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación 
Publicación: viernes 21 de febrero de 2020 10:23 h 
Materia(s): (Constitucional, Común) 
Tesis: XXIII.1o. J/1 A (10a.) 

FUNDAMENTACIÓN DE LA COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. ALCANCE Y APLICABILIDAD 
DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 115/2005.

Si bien es cierto que en la jurisprudencia citada, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación sostuvo que 
para cumplir con el principio de fundamentación previsto en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos, es necesario que la autoridad administrativa precise exhaustivamente su competencia por razón de materia, 
grado o territorio, con base en la ley, reglamento, decreto o acuerdo que le otorgue la atribución ejercida, para lo cual debe 
citar, en su caso, el apartado, fracción, inciso o subinciso correspondiente y, si el ordenamiento no lo contiene y se trata 
de una norma compleja, habrá de transcribirse la parte correspondiente; así como que esa exigencia tiene como propósito 
que el particular afectado tenga el conocimiento y la certeza de que la autoridad que invade su esfera de derechos lo hace 
con apoyo en una norma jurídica que le faculta para obrar en ese sentido y, a la vez, que puede cuestionar esa atribución 
o la forma en que se ejerció, también lo es que dicha obligación no constituye un dogma que obligue a las autoridades a 
exponer en sus actos, fundamentos o afirmaciones cuya constatación resulte evidente, y puedan entenderse con facilidad 
mediante el uso del buen entendimiento y la sana crítica.

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO DEL VIGÉSIMO TERCER CIRCUITO.

Amparo directo 789/2017. 23 de enero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor Martínez Flores. Secretario: Juan 
José Castruita Flores.

Amparo directo 459/2018. Restaurant La Portería, S. de R.L. de C.V. 20 de febrero de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: 
Eduardo Antonio Loredo Moreleón. Secretaria: Rosalba Méndez Alvarado.

Amparo directo 564/2018. Tiendas Chedraui, S.A. de C.V. 8 de mayo de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Héctor 
Martínez Flores. Secretaria: Gabriela Esquer Zamorano.

Amparo directo 542/2017. Jesús Borrego Inguanzo. 5 de junio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Emiliano López 
Pedraza. Secretario: José Gonzalo Márquez Cristerna.

Amparo directo 66/2018. Maximino Guzmán Guzmán. 4 de julio de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Emiliano López 
Pedraza. Secretario: José Gonzalo Márquez Cristerna.

Nota: La tesis de jurisprudencia 2a./J. 115/2005, de rubro: “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. 
EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA A PARTICULARES DEBE FUNDARSE EN EL 
PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA, CITANDO EL APARTADO, FRACCIÓN, INCISO 
O SUBINCISO, Y EN CASO DE QUE NO LOS CONTENGA, SI SE TRATA DE UNA NORMA COMPLEJA, HABRÁ DE 
TRANSCRIBIRSE LA PARTE CORRESPONDIENTE.” citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXII, septiembre de 2005, página 310, con número de registro digital: 177347.
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Esta tesis se publicó el viernes 21 de febrero de 2020 a las 10:23 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de febrero de 2020, para los efectos previstos en el punto 
séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.

Tesis del TFJA
Revista febrero 2020

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN
VIII-P-2aS-595

MATERIALIDAD DE LAS OPERACIONES REVISADAS POR LA AUTORIDAD FISCAL. EL CONTRATO CELEBRADO 
CON UN PROVEEDOR NO CONSTITUYE PRUEBA IDÓNEA PARA ACREDITAR LA EXISTENCIA DEL SERVICIO 
PACTADO.- Con motivo del ejercicio de las facultades contenidas en las fracciones II y III del artículo 42 del Código Fiscal 
de la Federación, al revisar la contabilidad del contribuyente la autoridad fiscal está en posibilidad de verificar la existencia 
material de las operaciones consignadas en la documentación exhibida en la fiscalización. En ese contexto, un contrato 
es un acuerdo de voluntades que crea o transmite derechos y obligaciones a las partes que lo suscriben, es un tipo de 
acto jurídico en el que intervienen dos o más personas y está destina do a crear derechos y generar obligaciones, y que 
versará sobre cualquier materia no prohibida, por lo que se puede afirmar que la simple realización de dicho acto jurídico 
no necesariamente implica que se ha llevado a cabo el objeto pactado, pues la realización del acto o servicio contratado 
implica que efectivamente se lleve a cabo el mismo, por lo que el objeto de ese acuerdo no se agota ni se cumple con la 
pura celebración del contrato en cuestión. Por tanto, los alcances probatorios de la exhibición de un contrato se encuentran 
limitados a demostrar la formalización del convenio respectivo, con todas las cuestiones pactadas entre los contratantes, sin 
embargo, su exhibición de ninguna forma podrá tener el alcance de probar que el fin u objeto del contrato se ha realizado. 
En consecuencia, ante el cuestionamiento por parte de la autoridad fiscal, respecto de la existencia de las operaciones que 
el contribuyente fiscalizado manifestó haber realizado, un contrato solo podrá probar la celebración de ese convenio, mas 
no es idóneo para acreditar la existencia material del acto o servicio que ampara. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR
VIII-P-2aS-588
PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA DEBE
PROCURAR SU APLICACIÓN, AL SER UN PRINCIPIO QUE OPERA EN EL DERECHO PENAL PERO TAMBIÉN 
PARA EL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR.- En la tesis P.XXXV/2002, del Pleno de la Suprema Corte, 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XVI, agosto de 2002, página 14, 
de rubro: “PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. EL PRINCIPIO RELATIVO SE CONTIENE DE MANERA IMPLÍCITA EN LA 
CONSTITUCIÓN FEDERAL.”, se advierte que los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 
21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, consagran los 
principios del debido proceso legal y acusatorio, los cuales resguardan en forma implícita el diverso principio de presunción 
de inocencia, que consiste en que el gobernado no está obligado a probar la licitud de su conducta cuando se le imputa 
la comisión de un delito, en tanto que el acusado no tiene la carga de probar su inocencia. Si se parte de esa premisa, 
la presunción de inocencia es un derecho que surge para disciplinar distintos aspectos del proceso penal, empero, debe 
trasladarse al ámbito administrativo sancionador, en tanto ambos son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado. 
De tal suerte que dicho principio es un derecho que podría calificarse de “poliédrico”, en el sentido de que tiene múltiples 
manifestaciones o vertientes cuyo contenido se encuentra asociado con derechos encaminados a disciplinar distintos 
aspectos del proceso penal y administrativo sancionador. Así, en la dimensión procesal de la presunción de inocencia 
pueden identificarse al menos tres vertientes: 1. Como regla de trato procesal; 2. Como regla probatoria; y, 3. Como estándar 
probatorio o regla de juicio, lo que significa que el procedimiento administrativo sancionador se define como disciplinario al 
desahogarse en diversas fases con el objetivo de obtener una resolución sancionatoria de una conducta antijurídica que 
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genera que se atribuya la carga de la prueba a la parte que acusa. De esa forma, la sanción administrativa cumple en la 
ley y en la práctica distintos fines preventivos o represivos, correctivos o disciplinarios o de castigo. Así, el procedimiento 
administrativo sancionador deriva de la competencia de las autoridades administrativas para imponer sanciones a las 
acciones y omisiones antijurídicas desplegadas por el sujeto infractor, de modo que, la pena administrativa es una función 
jurídica que tiene lugar como reacción frente a lo antijurídico, frente a la lesión del derecho administrativo, por ello es 
dable afirmar que la sanción administrativa guarda una similitud fundamental con la penal, toda vez que, como parte de la 
potestad punitiva del Estado, ambas tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico, ya que en uno y otro supuestos la 
conducta humana es ordenada o prohibida bajo la sanción de una pena, la cual se aplica dependiendo de la naturaleza del 
caso tanto por el tribunal, como por la autoridad administrativa. De tal suerte que, dadas las similitudes del procedimiento 
penal y del administrativo sancionador, es que los principios que rigen al primero, como el de presunción de inocencia, 
también aplican al segundo. En esos términos, las Salas del Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa deben 
utilizar un método al valorar los elementos de convicción que obran en autos, para verificar que por sus características 
reúnen las condiciones para considerarlos una prueba de cargo válida, además de que arrojen indicios suficientes para 
desvanecer la presunción de inocencia, así como cerciorarse de que estén desvirtuadas las hipótesis de inocencia y, al 
mismo tiempo, descartar la existencia de contraindicios que den lugar a una duda razonable sobre la que se atribuye al 
infractor sustentada por la parte acusadora.

CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN
VIII-P-2aS-593
DETERMINACIÓN PRESUNTIVA POR DEPÓSITOS BANCARIOS.- NO SE DESVIRTÚA SI SOLO ES EXHIBIDA 
DOCUMENTACIÓN COMPROBATORIA SIN REGISTRO CONTABLE.- En términos del artículo 28 del Código Fiscal de la 
Federación, la contabilidad incluye lo siguiente: 1) Papeles de trabajo; 2) Registros, cuentas especiales, libros y registros 
sociales; 3) Equipos y sistemas  electrónicos de registro fiscal y sus registros; 4) Máquinas registradoras de comprobación 
fiscal y sus registros, cuando se esté obligado a llevar dichas máquinas; 5) Comprobantes fiscales; 6) Sistemas y registros 
contables; y 7) Documentación comprobatoria de los asientos contables. De ahí que, y con base en la fracción III del 
artículo 59 de ese ordenamiento legal, la presunción de ingresos, por depósitos bancarios, solo se desvirtúa con el asiento 
contable y su documentación comprobatoria, tal como se desprende de la jurisprudencia 2a./J. 56/2010. De modo que, si 
la autoridad aplica la presunción, porque, a su juicio, el depósito bancario no está registrado o identificado, entonces, el 
contribuyente debe demostrar, durante la fiscalización o el recurso de revocación, lo siguiente: a) El registro o identificación 
del depósito, en la contabilidad; y b) El origen del depósito con la documentación comprobatoria del asiento contable. Por 
tal motivo, es insuficiente que el contribuyente se limite a exhibir documentación con la cual pretende demostrar su origen. 
Es decir, en este caso, la insuficiencia probatoria deriva de que la presunción fue aplicada, porque el depósito no está 
registrado o identificado en la contabilidad
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El pasado 30 de octubre de 2019, la Cámara de Diputados envió al poder Ejecutivo para su publicación el proyecto de 
decreto por el que se reforman, adicionan y derogan diversas disposiciones de la Ley del Impuesto Sobre la Renta (ISR), 
de la Ley del Impuesto al Valor Agregado (IVA), de la Ley del Impuesto Especial sobre Producción y Servicios (IEPS) y 
del Código Fiscal de la Federación (CFF), mismo que se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 9 de diciembre del 
2019, en el cual entró en vigor a partir del 1° de enero de 2020.

En las reformas al CFF se adicionó el Título Sexto, De la Revelación de Esquemas Reportables, el cual obliga a los 
asesores fiscales y a los contribuyentes a revelar esquemas que puedan considerarse como reportables.

La adición del capítulo obedece al Reporte Final de la Acción 12 del Proyecto de BEPS, la cual señala que la falta de 
información completa, relevante y oportuna sobre las estrategias de planeación fiscal agresiva es uno de los principales 
retos que enfrentan actualmente las autoridades fiscales alrededor del mundo. El acceso oportuno a esa información 
permite que las autoridades fiscales respondan de forma rápida a los riesgos fiscales.

Asimismo, el reporte establece que uno de los objetivos principales de los regímenes de revelación es incrementar la 
transparencia al otorgar a las administraciones fiscales información oportuna acerca de esquemas potencialmente agresivos 
y de planeación fiscal abusiva, que le permita identificar a los usuarios y promotores de los mismos. De igual manera tiene 
un efecto disuasivo. 

Derivado de los logros que se han obtenido en distintos países que han adoptado el régimen de declaración obligatoria de 
esquemas, se propone un régimen de revelación de esquemas reportables en México que proporcione información sobre 
temas que las autoridades fiscales han identificado como áreas de riesgo durante el ejercicio de sus funciones y que, al 
conocerlas de forma previa a su implementación, evaluará su viabilidad y hará conocer a los contribuyentes y asesores 
fiscales su criterio.

El título que se adiciona, establece quienes son los sujetos obligados a revelar los esquemas que se consideren como 
reportables, siendo estos los asesores fiscales y los contribuyentes. De igual manera, se contempla cuáles son los 
supuestos para considerarse esquemas reportables, así como la información que deberá revelarse en caso de estar en 
dicho supuesto de los esquemas en mención.
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Para efectos de lo anterior, a continuación, se transcriben para su desarrollan los artículos que se contemplan en el 
Capítulo De la Revelación de Esquemas Reportables.

Por su parte el artículo 197 del CFF, establece que los asesores fiscales se encuentran obligados a revelar los esquemas 
reportables generalizados y personalizados. Definiendo a estos como cualquier persona física o moral que, en el curso 
ordinario de su actividad realice actividades de asesoría fiscal, y sea responsable o esté involucrada en el diseño, 
comercialización, organización, implementación o administración de la totalidad de un esquema reportable o quien pone a 
disposición la totalidad de un esquema reportable para su implementación por parte de un tercero.

Conforme a este artículo también son asesores fiscales los residentes en México o residentes en el extranjero que tengan 
un establecimiento permanente en territorio nacional de conformidad con la Ley del ISR, siempre que las actividades 
atribuibles a dicho establecimiento permanente sean aquéllas realizadas por un asesor fiscal.

Para efectos de los esquemas reportables, se entiende que son generalizados, aquéllos que buscan comercializarse 
de manera masiva a todo tipo de contribuyentes o a un grupo específico de ellos, y aunque requieran mínima o nula 
adaptación para adecuarse a las circunstancias específicas del contribuyente, la forma de obtener el beneficio fiscal sea 
la misma y por esquemas reportables personalizados, aquéllos que se diseñan, comercializan, organizan, implementan o 
administran para adaptarse a las circunstancias particulares de un contribuyente específico, esto de conformidad con el 
artículo 200 del CFF.

Así también, existe la obligación de revelar un esquema reportable de conformidad con este artículo, sin importar la 
residencia fiscal del contribuyente, siempre que éste obtenga un beneficio fiscal en México. 

Es importante resaltar que, si varios asesores fiscales se encuentran obligados a revelar un mismo esquema reportable, se 
considerará que los mismos han cumplido con la obligación señalada en este artículo, si uno de ellos revela dicho esquema 
a nombre y por cuenta de todos ellos.

Cuando el asesor fiscal que cumpla con la obligación de revelar un esquema por cuenta de los demás asesores fiscales, este 
deberá emitir una constancia a los demás asesores fiscales que sean liberados de la obligación contenida en este artículo, 
que indique que ha revelado el esquema reportable, a la que se deberá anexar una copia de la declaración informativa 
a través de la cual se reveló el esquema reportable, así como una copia del acuse de recibo de dicha declaración y el 
certificado donde se asigne el número de identificación del esquema.

En caso que un esquema genere beneficios fiscales en México pero no sea reportable o exista un impedimento legal para 
su revelación por parte del asesor fiscal, éste deberá expedir una constancia al contribuyente en la que justifique y motive 
las razones por las cuales lo considere no reportable o exista un impedimento para revelar, misma que se deberá entregar 
dentro de los cinco días siguientes al día en que se ponga a disposición del contribuyente el esquema reportable o se 
realice el primer hecho o acto jurídico que forme parte del esquema, lo que suceda primero.

Por otra parte, los contribuyentes se encuentran obligados a revelar los esquemas reportables en los siguientes casos, de 
conformidad con el artículo 198 del CFF:

I. Cuando el asesor fiscal no le proporcione el número de identificación del esquema reportable que emita el SAT, ni le 
otorgue una constancia que señale que el esquema no es reportable.

II. Cuando el esquema reportable haya sido diseñado, organizado, implementado y administrado por el contribuyente. 
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III.	 Cuando el contribuyente obtenga beneficios fiscales en México de un esquema reportable que haya sido diseñado, 
comercializado, organizado, implementado o administrado por una persona que no se considera asesor fiscal conforme 
a lo antes señalado.

IV. Cuando el asesor fiscal sea un residente en el extranjero sin establecimiento permanente en México de conformidad 
con la Ley del ISR, o cuando teniéndolo, las actividades atribuibles a dicho establecimiento permanente no sean 
aquéllas realizadas por un asesor fiscal conforme a este Capítulo.

V. Cuando exista un impedimento legal para que el asesor fiscal revele el esquema reportable.

VI. Cuando exista un acuerdo entre el asesor fiscal y el contribuyente, y sea este último el que revele el esquema 
reportable.

El artículo 199 del CFF establece que se considera un esquema reportable, cualquiera que genere o pueda generar, directa 
o indirectamente, la obtención de un beneficio fiscal (entiéndanse beneficio fiscal el establecido en el 5-A del CFF) en 
México y tenga alguna de las siguientes características:

I. Evite que autoridades extranjeras intercambien información fiscal o financiera con las autoridades fiscales mexicanas.

II. Evite la aplicación del artículo 4-B o del Capítulo I, del Título VI, de la Ley del ISR.

III. Consista en uno o más actos jurídicos que permitan transmitir pérdidas fiscales pendientes de amortizar de utilidades 
fiscales, a personas distintas de las que las generaron.

IV. Consista en una serie de pagos u operaciones interconectados que retornen la totalidad o una parte del monto del 
primer pago que forma parte de dicha serie, a la persona que lo efectuó o alguno de sus socios, accionistas o partes 
relacionadas.

V. Involucre a un residente en el extranjero que aplique un convenio para evitar la doble imposición suscrito por México, 
respecto a ingresos que no estén gravados en el país o jurisdicción de residencia fiscal del contribuyente. Lo dispuesto 
en esta fracción también será aplicable cuando dichos ingresos se encuentren gravados con una tasa reducida en 
comparación con la tasa de impuestos en el país o jurisdicción de residencia fiscal del contribuyente.

VI. Involucre operaciones entre partes relacionadas en las cuales:
a. Se trasmitan activos intangibles difíciles de valorar de conformidad con las Guías sobre Precios de Transferencia 
para las Empresas Multinacionales y las Administraciones Fiscales;
b. Se lleven a cabo reestructuraciones empresariales, en las cuales no haya contraprestación por la transferencia 
de activos, funciones y riesgos o cuando como resultado de dicha reestructuración, los contribuyentes que tributen 
de conformidad con el Título II de la Ley del ISR, reduzcan su utilidad de operación en más del 20%;
c. Se transmitan o se conceda el uso o goce temporal de bienes y derechos sin contraprestación a cambio o se 
presten servicios o se realicen funciones que no estén remunerados;
d. No existan comparables fiables, por ser operaciones que involucran funciones o activos únicos o valiosos, o
e. Se utilice un régimen de protección unilateral concedido en términos de una legislación extranjera de conformidad 
con las Guías sobre Precios de Transferencia para las Empresas Multinacionales y las Administraciones Fiscales.

VII. Se evite constituir un establecimiento permanente en México en términos de la Ley del ISR y los tratados para 
evitar la doble tributación suscritos por México. 

VIII. Involucre la transmisión de un activo depreciado total o parcialmente, que permita su depreciación por otra parte 
relacionada.
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IX. Cuando involucre un mecanismo híbrido definido de conformidad con la fracción XXIII del artículo 28 de la Ley del 
ISR.

X. Evite la identificación del beneficiario efectivo de ingresos o activos, incluyendo a través del uso de entidades 
extranjeras o figuras jurídicas cuyos beneficiarios no se encuentren designados o identificados al momento de su 
constitución o en algún momento posterior.

XI. Cuando se tengan pérdidas fiscales cuyo plazo para realizar su amortización esté por terminar conforme a la Ley 
del ISR y se realicen operaciones para obtener utilidades fiscales a las cuales se les disminuyan dichas pérdidas 
fiscales y dichas operaciones le generan una deducción autorizada al contribuyente que generó las pérdidas o a una 
parte relacionada.

XII. Evite la aplicación de la tasa adicional del 10% prevista en los artículos 140, segundo párrafo; 142, segundo 
párrafo de la fracción V; y 164 de la Ley del Impuesto sobre la Renta.

XIII. En el que se otorgue el uso o goce temporal de un bien y el arrendatario a su vez otorgue el uso o goce temporal 
del mismo bien al arrendador o una parte relacionada de este último.

XIV. Involucre operaciones cuyos registros contables y fiscales presenten diferencias mayores al 20%, exceptuando 
aquéllas que surjan por motivo de diferencias en el cálculo de depreciaciones.

Los esquemas que sean reportables deberán incluir la siguiente información, de conformidad con lo que establece el 
artículo 200 del Código en mención:

I. Nombre, razón social, y la clave en el RFC del asesor fiscal o contribuyente que esté revelando el esquema reportable. 

II. En el caso de asesores fiscales o contribuyentes que sean personas morales que estén obligados a revelar, se 
deberá indicar el nombre y clave en el RFC de las personas físicas a las cuales se esté liberando de la obligación de 
revelar. 

III. Nombre de los representantes legales de los asesores fiscales y contribuyentes para fines del procedimiento 
previsto en este Capítulo.

IV. En el caso de esquemas reportables personalizados que deban ser revelados por el asesor fiscal, se deberá indicar 
el nombre, razón social del contribuyente potencialmente beneficiado por el esquema y su clave en el RFC. En caso 
que el contribuyente sea un residente en el extranjero que no tenga una clave en el RFC, se deberá indicar el país 
o jurisdicción de su residencia fiscal y constitución, así como su número de identificación fiscal y domicilio fiscal, o 
cualquier dato de localización.

V. En el caso de esquemas reportables que deban ser revelados por el contribuyente, se deberá indicar el nombre, 
razón social de los asesores fiscales en caso de que existan. En caso que los asesores fiscales sean residentes en 
México o sean establecimientos permanentes de residentes en el extranjero, se deberá indicar su clave en el RFC y 
en caso de no tenerla, cualquier dato para su localización.

VI. Descripción detallada del esquema reportable y las disposiciones jurídicas nacionales o extranjeras aplicables, 
entendiéndose por descripción detallada, cada una de las etapas que integran el plan, proyecto, propuesta, asesoría, 
instrucción o recomendación para materializar la serie de hechos o actos jurídicos que den origen al beneficio fiscal.

VII.	Una descripción detallada del beneficio fiscal obtenido o esperado.
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VIII. Indicar el nombre, razón social, clave en el RFC y cualquier otra información fiscal de las personas morales o 
figuras jurídicas que formen parte del esquema reportable revelado. Adicionalmente, indicar cuáles de ellas han sido 
creadas o constituidas dentro de los últimos dos años de calendario, o cuyas acciones o participaciones se hayan 
adquirido o enajenado en el mismo periodo.

IX. Los ejercicios fiscales en los cuales se espera implementar o se haya implementado el esquema.

X. En el caso de los esquemas reportables en donde se evite el intercambio de información financiera o fiscal con las 
autoridades fiscales mexicanas, se deberá revelar la información fiscal o financiera que no sea objeto de intercambio 
de información en virtud del esquema reportable.

XI. En caso de las declaraciones informativas complementarias en donde se aporte información adicional, indicar el 
número de identificación del esquema reportable que haya sido revelado por otro asesor fiscal y la información que 
considere pertinente para corregir o complementar la declaración informativa presentada.

XII. Cualquier otra información que el asesor fiscal o contribuyente consideren relevante para fines de su revisión.

XIII. Cualquier otra información adicional que se solicite en los términos del artículo 201 de este Código.
El revelar un esquema no implica la aceptación o rechazo de sus efectos fiscales por parte de las autoridades fiscales 
y en ningún caso podrá utilizarse como antecedente de la investigación por la posible comisión de los delitos previstos 
en el CFF.

La revelación de los esquemas reportables se llevará a cabo a través de una declaración informativa que se presentará por 
medio de los mecanismos que disponga el SAT para tal efecto.

Una vez revelados los esquemas, el SAT otorgará al asesor fiscal o contribuyente, un número de identificación por cada 
uno de los esquemas reportables revelados. El SAT emitirá una copia de la declaración informativa a través de la cual se 
reveló el esquema reportable, un acuse de recibo de dicha declaración, así como un certificado donde se asigne el número 
de identificación del esquema.

Por su parte, el asesor fiscal que haya revelado un esquema reportable se encuentra obligado a proporcionar el número de 
identificación del mismo a cada uno de los contribuyentes que tengan la intención de implementar dicho esquema.

En el caso de los contribuyentes que implementen un esquema reportable se encuentran obligados a incluir el número de 
identificación del mismo en su declaración anual correspondiente al ejercicio en el cual se llevó a cabo el primer hecho o 
acto jurídico para la implementación del esquema reportable y en los ejercicios fiscales subsecuentes cuando el esquema 
continúe surtiendo efectos fiscales

El contribuyente y el asesor fiscal se encuentran obligados a informar al SAT cualquier modificación a la información 
reportada respecto al esquema reportable, realizada con posterioridad a la revelación del esquema reportable, dentro de 
los 20 días siguientes a dicha modificación.

Las sanciones pecuniarias establecidas en el CFF van dirigidas a los contribuyentes y a los asesores fiscales. Respecto a 
los primeros, las sanciones van desde los $50,000.00 hasta el 75% del monto del beneficio fiscal del esquema reportable 
que se obtuvo o se esperó obtener en todos los ejercicios fiscales. En el caso de los segundos, las sanciones van desde 
los $15,000.00 hasta los $20’000,000.00.
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Desde mi punto de vista, primeramente, es importante hacer mención que los objetivos que busca el revelar los esquemas 
reportables, en el caso de México, de forma obligatoria, en algunos países es de forma opcional, de acuerdo al informe final 
de la acción 12 del Proyecto de la OCDE sobre BEPS, uno de los objetivos es proporcionar información temprana sobre las 
estructuras de planeación fiscal que pudieran ser potencialmente agresivas o abusivas, así como identificar a los asesores 
que la crean y los contribuyentes que las emplean para así evaluar los riesgos. Otro de los objetivos que se busca es la 
disuasión, lo que provoca la reducción de la implementación.

De igual manera, la autoridad fiscal al tener información de forma temprana de los esquemas de planeación fiscal, le 
permite corregir o modificar la legislación y evitar la pérdida de los ingresos de la recaudación. 

Por otra parte, las normas que deben regular la revelación de esquemas reportables deben ser redactadas de la forma más 
clara posible para que los contribuyentes tengan conocimiento de lo que requiere dicha obligación. En caso de que no sean 
claras se puede interpretar de forma incorrecta las normas y cometer errores involuntarios en la información proporcionada 
a la autoridad.

En virtud de lo anterior, en el caso que corresponde al título adicionado al CFF, se puede observar que existen ciertas 
fracciones de los que se consideran esquemas reportables, en donde la redacción es ambigua, incumpliendo las 
recomendaciones del informe final en mención.

En lo que respecta a las sanciones, al imponer altas tarifas lo que busca es disuadir la implementación de esquemas de 
planeación fiscal y evitar que los ingresos tributarios del país se vean afectados.

Para dar cumplimiento a las obligaciones establecidas en el título De la Revelación de Esquemas Reportables, empezarán 
a computarse a partir del 1 de enero de 2021.

Por último, en lo concerniente a los esquemas reportables que deberán ser revelados, son los diseñados, comercializados, 
organizados, implementados o administrados a partir del año 2020, o con anterioridad a dicho año cuando algunos de sus 
beneficios fiscales se reflejen en los ejercicios fiscales comprendidos a partir de 2020. En este supuesto los contribuyentes 
serán los únicos obligados a revelar.
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Antecedentes
Con fecha 8 de noviembre del 2019, se publicó en el Diario Oficial de la Federación la denominada Reforma Penal Fiscal, 
misma que entre otros temas eleva el delito de defraudación fiscal, defraudación fiscal y su equiparable, así como la 
compra y venta de facturas al rango de delincuencia organizada, imponiendo entre otras cosas la prisión preventiva oficiosa 
en estos delitos, si y solo si encuadran en el supuesto de delincuencia organizada.

Esta reforma pasa por alto el principio de intervención mínima en el derecho penal, denominado también última ratio, se 
traduce, en otras palabras, en que el juez debe utilizar la medida cautelar de prisión preventiva de manera excepcional, 
esta debe ser la última decisión, toda vez que la implementación de la prisión preventiva oficiosa en los delitos fiscales se 
convierte en una gravísima violación a los derechos humanos, los cuales son base fundamental en el proceso penal. 
Con esta reforma, se violenta entre otros, el derecho humano a la presunción de inocencia del imputado, pue se estaría 
tratando al mismo desde el primer momento como culpable, pero además con esta medida, en los delitos fiscales se priva 
al imputado de seguir trabajando y poder cumplir con uno de los principios básicos del sistema penal acusatorio que es la 
reparación del daño, es obvio que no podría trabajar y generar ingresos que le permita resarcir el menoscabo causado por 
su conducta delictiva, reparación que debería ser prioridad para el fisco federal.

Objetivos de las iniciativas
El resumen que se presenta a continuación, presenta cuáles fueron las justificaciones que dieron los legisladores para 
reformar los artículos mencionados del Código Fiscal de la Federación (CFF), contenidos en la exposición de motivos de 
la reforma señalada.

Con fecha 22 de noviembre de 2018, el Senador Alejandro Armenta Mier, del partido Morena presentó proyecto de decreto 
que reforma y adiciona diversas disposiciones de la ley Federal Contra la Delincuencia Organizada (LFCDO); Ley de 
Seguridad Nacional (LSN); y del Código Nacional de Procedimientos Penales (CNPP).

El 18 de junio del 2019, el Senador Samuel García Sepúlveda, del Grupo Parlamentario de Movimiento Ciudadano, presentó 
una iniciativa con proyecto de Decreto por el que se reforman, adicionan y drogan diversas disposiciones del CFF, LFCDO, 
LSN, CNPP.

Iniciativa con proyecto de Decreto que reforma y adiciona diversas disposiciones de la LFCDO, LSN, CNPP presentada 
por el Senador Alejandro Armenta Mier, del Grupo Parlamentario del Partido Morena, propone incluir al catálogo de delitos 
cometidos por la delincuencia organizada a la defraudación fiscal y la defraudación fiscal equiparada. En tal sentido plantea 
combatir a quienes acuerdan cometer actos criminales al evadir con montos millonarios al fisco federal.

Así mismo, busca combatir a los EFOS (Empresas factureras de operaciones simuladas) y EDOS (empresas que deducen 
operaciones simuladas), y cualquier otra conducta delictiva de contenido económico. Propone adicionar en el artículo 5 
de la Ley de Seguridad Nacional los delitos fiscales que por su relevancia y daño o perjuicio al fisco federal afecten las 
finanzas públicas del país y, en consecuencia, ponen en peligro su estabilidad o permanencia.

Precisa en materia de delitos fiscales y financieros, la posibilidad de que no se ejerza la acción penal cuando quienes 
consuman o de alguna manera participen en delitos fiscales, hayan reparado o garantizado los daños. La iniciativa propone 
aumentar las penas para quienes expidan o enajenen comprobantes fiscales que amparen operaciones inexistentes, falsas 
o actos jurídicos simulados.

En lo particular, busca penas de cinco a ocho años de prisión al que por sí o por interpósita persona, expida, enajene, 
compre o adquiera comprobantes fiscales que posibilitan operaciones inexistentes. Además de tipificar el contrabando, 
la defraudación fiscal y la expedición, venta, enajenación, compra o adquisición de comprobantes fiscales delitos que 
ameriten prisión preventiva oficiosa.
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En suma, busca un cambio sustancial en el marco legal para lograr una mayor transparencia, eficacia en el ejercicio de los 
recursos públicos, mayor control y vigilancia por parte de las instancias competentes para prevenir, investigar, denunciar e 
imponer sanciones.

Ahora bien, la Secretaría de Hacienda y crédito Público (SHCP), por conducto de la Procuraduría Fiscal de la Federación 
(PFF), interviene en los juicios y procedimientos en defensa del interés de la SHCP, quien es víctima-ofendido, asesor 
jurídico, así como coadyuvante en los procedimientos penales y, en su caso, puede otorgar y formular soluciones alternas 
y de igual forma el procedimiento abreviado, siempre tomando en cuenta la peligrosidad del delincuente fiscal.

En este contexto y con base en sus atribuciones, la SHCP ha realizado un estudio sobre la concurrencia de diversos delitos 
de carácter fiscal, habiendo llegado a la conclusión de que se puede distinguir entre delincuente peligroso y de otros que 
no tienen ese carácter. Por ello, estima conveniente que la política criminal de esta Secretaría procure un equilibrio entre 
el castigo y la recaudación.

Bajo las consideraciones del presente, al delincuente peligroso organizado se le debe perseguir a través de un sistema 
penal de excepción, esto es, a través de la LFCDO.

Particularmente respecto al tema de delincuencia organizada en delitos fiscales, se propone insertar en el catálogo del 
artículo 2 de la LFCDO las conductas previstas en los artículos 108 y 109 del Código Fiscala de la Federación. Así también, 
se propone eliminar los montos que hoy contempla el artículo 2 de esa Ley para los Artículos 102 y 105 del Código Fiscal 
de la Federación.

En este sentido se debe combatir al delincuente fiscal organizado o peligroso y al no organizado o no peligroso 
invariablemente, en el marco del respeto a la Constitución Política, los Derechos Humanos y los criterios mundiales de 
combate al delito fiscal.

La figura de la prisión preventiva oficiosa, debe estar siempre, aplicada para la delincuencia organizada en delitos 
fiscales.
Con la incorporación de la defraudación fiscal y la defraudación fiscal equiparada, se logrará combatir no solo a quienes 
expiden, enajenan, adquieren o trasladan comprobantes fiscales que amparen operaciones simuladas (artículo 113, 
fracción del Código Fiscal de la Federación, delito que no es de contenido patrimonial, sino de mera conducta), también a 
quienes acuerdan criminalmente evadir millonariamente al Fisco Federal. Se insiste que, las inserciones de las conductas 
previstas en los artículos 108 y 109, no solo combatirán a los EFOS (empresas facturadoras de operaciones simuladas) y 
EDOS (empresas que deducen operaciones simuladas), sino a cualquier otra conducta delictiva de contenido económico.
Respecto a la prisión preventiva oficiosa para algunos delitos fiscales, se propone adicionar en el artículo 5 de la Ley 
de Seguridad Nacional los delitos fiscales que por su relevancia y daño o perjuicio al Fisco Federal afectan las finanzas 
públicas del país y en consecuencia ponen en peligro su estabilidad o permanencia. En consecuencia, a la reforma de la 
Ley de Seguridad Nacional se adiciona al catálogo del artículo 167 del Código Nacional de Procedimientos penales, a la 
defraudación fiscal y a la defraudación fiscal equiparada como delito que amerita prisión preventiva oficiosa, exclusivamente 
cuando dichas conductas sean calificadas por el artículo 108 y su punibilidad este prevista en la fracción III de ese mismo 
artículo. En lo correspondiente al contrabando y su asimilado, solo ameritarán prisión preventiva oficiosa, cunado la 
punibilidad esté contemplada en las fracciones II o III del artículo 104 del CFF. (Cámara de Diputados, 15 DEOCTUBRE 
2019)

Ahora bien, es importante analizar y cuestionarse si la reforma penal fiscal antes mencionada, cumple con los 
parámetros internacionales plasmados en los diversos tratados internacionales que protegen los derechos 
humanos de los procesados por delitos fiscales, en relación a la prisión preventiva oficiosa en tanto son sujetos a 
proceso los presuntos delincuentes fiscales.
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En primer lugar, se revisan los diversos tratados internacionales que México ha signado en materia derechos humanos, 
donde se resguarda el derecho humano a la libertad, presunción de inocencia en tanto no es sentenciado.

La Declaración Universal de Derechos Humanos (DUDH) en sus artículos 3, 8, 9, 10, y 11 otorgan la garantía de libertad, 
presunción de inocencia en tanto no sea comprobada su culpabilidad.

El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP), publicado en el D.O.F. el miércoles 20 de mayo de 1981 
señala textualmente lo siguiente en su artículo 9:

1.	 Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido 
a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas 
fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 

2.	 Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la 
misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 

3.	 Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un 
juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho 
a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión preventiva 
de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad 
podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el 
acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, 
para la ejecución del fallo. (El subrayado es nuestro)

4.	 Toda persona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a 
recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su 
prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 
5. Toda persona que haya sido ilegalmente detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a 
obtener reparación. (Compendio de tratados internacionales sobre derechos humanos, 2013) 

La Convención Americana Sobre Derechos Humanos (CADH), adoptada en la ciudad de San José de Costa Rica, publicada 
en el D.O.F. el jueves 7 de mayo de 1981 en su artículo 7 menciona textualmente lo siguiente:

1.	 “Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 
2.	 Nadie puede ser privado de su libertad física, salvo por las causas y en las condiciones 

fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados Partes o por las leyes 
dictadas conforme a ellas.

3.	 Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbitrarios.
4.	 Toda persona detenida o retenida debe ser informada delas razones de su detención y 

notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella.
5.	 Toda persona detenida o retenida debe ser llevada sin demora, ante un juez u otro funcionario 

autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgado dentro 
de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio que continúe el proceso. Su 
libertad podrá estar condicionada a garantías que aseguren su comparecencia al juicio.  
(Compendio de tratados internacionales sobre derechos humanos , 2013)

La Carta Magna del país, en su artículo primero señala textualmente lo siguiente:
“Artículo 1. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece. 
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Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta 
Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 
personas la protección más amplia. 

Todas las autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la obligación de promover, 
respetar, proteger y garantizar los derechos humanos de conformidad con los principios de 
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad. En consecuencia, el Estado 
deberá prevenir, investigar, sancionar y reparar las violaciones a los derechos humanos, en los 
términos que establezca la ley. 

Está prohibida la esclavitud en los Estados Unidos Mexicanos. Los esclavos del extranjero que 
entren al territorio nacional alcanzarán, por este solo hecho, su libertad y la protección de las 
leyes.

Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, la edad, 
las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 
preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la dignidad humana y 
tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de las personas.”

De lo anterior, se advierte que el Estado Mexicano se obliga a favorecer, respetar y asegurar el goce y la protección de los 
derechos humanos de los ciudadanos, debiendo observar los principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad 
y progresividad.

La reforma antes mencionada viola en particular el principio de progresividad toda vez que el estado mexicano está 
obligado a evitar cualquier rezago, retardo o regresión, y con la actual reforma se retrocede en relación a derechos ya 
ganados por los ciudadanos en lo que respecta a la prisión preventiva, esto un retroceso a lo ya ganado en virtud de las 
reformas constitucionales del año 2008 y 2011. 

Lo anterior en un estado moderno que se precie de respetar los derechos humanos de los ciudadanos es inconcebible, si 
bien es cierto, es necesario combatir este delito que cusa serios problemas a la recaudación de impuestos y en consecuencia 
a la estabilidad económica del país, también es cierto que esto no es, ni debe ser, justificación para retroceder en los 
espacios ganados por parte del estado Mexicano en el respeto a los derechos humanos, esta reforma es regresiva, por lo 
tanto es de esperarse que con el paso del tiempo y al judicialización de los mismos y sobre todo con la impugnación en 
tribunales colegiados o en la misma suprema Corte de Justicia de la Nación, declare dicha reforma inconstitucional.

Por último, se analiza lo que menciona la Constitución Mexicana en su artículo 20, segundo párrafo que menciona 
textualmente lo siguiente:

“…
El Ministerio Público sólo podrá solicitar al juez la prisión preventiva cuando otras medidas 
cautelares no sean suficientes para garantizar la comparecencia del imputado en el juicio, el 
desarrollo de la investigación, la protección de la víctima, de los testigos o de la comunidad, así 
como cuando el imputado esté siendo procesado o haya sido sentenciado previamente por la 
comisión de un delito doloso. El juez ordenará la prisión preventiva oficiosamente, en los casos de 
abuso o violencia sexual contra menores, delincuencia organizada, homicidio doloso, feminicidio, 
violación, secuestro, trata de personas, robo de casa habitación, uso de programas sociales 
con fines electorales, corrupción tratándose de los delitos de enriquecimiento ilícito y ejercicio 
abusivo de funciones, robo al transporte de carga en cualquiera de sus modalidades, delitos 
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en materia de hidrocarburos, petrolíferos o petroquímicos, delitos en materia de desaparición 
forzada de personas y desaparición cometida por particulares, delitos cometidos con medios 
violentos como armas y explosivos, delitos en materia de armas de fuego y explosivos de uso 
exclusivo del Ejército, la Armada y la Fuerza Aérea, así como los delitos graves que determine 
la ley en contra de la seguridad de la nación, el libre desarrollo de la personalidad, y de la salud.
…”

Ahora bien, de todo lo anteriormente expuesto, es importante mencionar que los legisladores no respetaron los diversos 
tratados internacionales que México ha firmado, en especial, el artículo 7.5 de la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos y 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la reforma penal fiscal aprobada además de 
transgredir los tratados antes mencionados, pasa por alto el principio pro homine.

Pero, ¿qué es el principio pro homine? La doctora Elba Jiménez Solares en su libro Tratados Internacionales de Derechos 
Humanos menciona lo siguiente: El intérprete debe acudir a la norma más amplia o a la interpretación más amplia extensiva, 
que sea más favorable al individuo, con la finalidad de reconocer derechos fundamentales protegidos por los tratados 
internacionales o por las normas constitucionales en su persona. Asimismo, establece que debe adoptar la interpretación 
más restringida cuando se trate de fijar límites permanentes al ejercicio de los derechos o a las suspensiones extraordinarias 
de los mismos el principal aspecto que destaca este principio es que establece el deber de preferir siempre la interpretación 
que resulte menos restrictiva en el respeto, protección o disfrute  de los derechos contenidos en las normas a interpretar, 
así como también la que procure una mayor eficacia a la norma de derechos humanos. Esto es lo que consideramos debe 
entenderse por “cláusula de favorabilidad en la interpretación de los derechos humanos” 

De lo anterior, se deduce que el interés es porque siempre se realice una interpretación que busque dar mayor protección al 
individuo o se aplique la norma que mejor lo proteja, así como también el aplicar aquellas normas cuyo fin sea hacer valer 
los derechos fundamentales contra todos (desde el estado hasta los mismos particulares). (Jiménez, 2017).

Conclusiones
La reforma aquí analizada a la luz de los tratados internacionales al momento de ser impugnada ante los tribunales 
federales deberá de ser declarada anticonstitucional específicamente en lo que se refiere a la disposición de aplicar la 
prisión preventiva oficiosa en los delitos fiscales siguientes:

Contrabando y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 102 y 105, 
fracciones I y IV, cuando estén a las sanciones previstas en las fracciones II o III, párrafo 
segundo, del artículo 104, exclusivamente cuando sean calificados;

Defraudación fiscal y su equiparable, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 108 y 
109, cuando el monto de lo defraudado supere 3 veces lo dispuesto en la fracción III del artículo 
108 del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando sean calificados, y

La expedición, venta, enajenación, compra o adquisición de comprobantes fiscales que amparen 
operaciones inexistentes, falsas o actos jurídicos simulados, de conformidad con io dispuesto 
en el artículo 113 Bis del Código Fiscal de la Federación, exclusivamente cuando las cifras, 
cantidad o valor de los comprobantes fiscales, superen 3 veces lo establecido en la fracción III 
del artículo 108 del Código Fiscal de la Federación. (Cámara de Diputados, 2019)

De igual forma al examinar el texto de la Convención de las Naciones Unidas Contra la Delincuencia Organizada 
Trasnacional en su artículo 11, deja en claro que es facultad de los estados signantes regular lo relacionado con la libertad 
de las personas durante el proceso, y una vez que ya han sido sentenciados, es decir, sobre la libertad anticipada, en 
resumen, no existe convenio o tratado internacional alguno que obligue a los estados signantes imponer prisión preventiva 
oficiosa a quien cometa delito por más grave que fuera, con esto queda probado que la actuación del legislativo excedió y 
transgredió los tratados que regulan los derechos humanos.
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Importante será analizar los criterios de los Tribunales Federales Mexicanos en razón de lo antes expuesto, una vez que 
la reforma penal fiscal sea aplicada a los contribuyentes, y como medio de defensa acudan al juicio de amparo cuando se 
les decrete prisión preventiva oficiosa, reiterando que lo lógico y congruente sería declarar inconstitucional dicha reforma.
De lo contrario estarían ante flagrantes violaciones a los tratados internacionales ya mencionados en el presente trabajo y 
los litigantes tendrán que acudir a instancias internacionales a demandar la aplicación de dichas reformas por ser contrarias 
a los tratados internacionales que el país ha suscrito.
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Antecedentes
En su artículo 17, la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita 
(Ley Antilavado), señala actividades que a consideración del legislador y de organismos internacionales son vulnerables, 
porque a través de ellas las organizaciones criminales pueden utilizar a los proveedores que las realizan para blanquear 
sus capitales, producto de sus actividades delictivas o para llevar a cabo actividades terroristas. 

Estas actividades que se realicen de manera habitual o profesional consistente en juegos y apuestas, tarjetas de prepago 
y de servicios, comercialización de cheques de viajero distintas a las reguladas por el sistema financiero, operaciones de 
préstamos y mutuo, recepción de donativos; comercialización de inmuebles, de joyería, de obras de arte, de vehículos, 
activos virtuales; así como algunos servicios de fedatario público, de profesionistas, de blindaje de vehículos, de traslado 
de valores, de agentes aduanales; como también en algunos supuestos el arrendamiento de bienes inmuebles; genera 
obligaciones para los proveedores de esos bienes y servicios conforme la citada legislación, consistentes en: 

a) Darse de alta como proveedor de actividades vulnerables y nombrar un representante para el cumplimiento de las 
obligaciones en el sitio web oficial. 

b) Identificar a sus clientes o usuarios, así como integrar un expediente único con la información y documentación 
que señalan las Reglas para la aplicación de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con 
Recursos de Procedencia Ilícita, la cual podrá tenerse en copia o de manera electrónica y deberá resguardarse por 
un lapso de cinco años.  

c) Solicitar la información del beneficiario controlador o la constancia de que éste no existe; en caso de tener relación 
de negocios habitual con el cliente verificar cuál es su actividad. 

d) Elaborar los lineamientos internos para identificar a los clientes, así como para establecer la organización interna 
para el cumplimiento de la Ley y sus disposiciones relacionadas, dentro de un lapso de noventa días contado a partir 
del alta como proveedor de actividades vulnerables. 

e) Presentar los avisos conforme los requisitos que establece la legislación el día 17 diecisiete del mes siguiente al 
que se verifica, salvo clientes de alto riesgo caso en que se presenta dentro de las 24 veinticuatro horas siguientes; 
todo a través del en el sitio web oficial, debiendo conservarse las constancias de su envío durante 5 años.  

f) Brindar información y facilidades necesarias a las autoridades competentes. 

g) Revisar el buzón electrónico para ver las notificaciones que hagan las autoridades. 

Por su parte el Servicio de Administración Tributaria “SAT” por medio de sus Administraciones de Auditoría, es la autoridad 
competente para verificar el cumplimiento de las obligaciones por parte de los proveedores de actividades vulnerables, 
utilizando para ello la visita de verificación que se contempla en la Ley Federal de Procedimiento Administrativo (LFPA) 
de aplicación supletoria a la Ley Antilavado, la cual en sus artículos 17, 57 fracción I, 60, 62 al 69 regula el proceso para 
llevarla a cabo, mismo que se explica en el siguiente recuadro:
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Si al concluir el proceso de verificación, la autoridad revisora (SAT) encuentra que se encontraron irregularidades que 
pueden derivar en la imposición de una multa, entonces iniciara el proceso de sanción al proveedor de actividades 
vulnerables, el cual se encuentra regulado en los artículos 72 al 79 Ley Federal de Procedimiento Administrativo y que se 
explica en el siguiente recuadro:
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Experiencias inspecciones servicio de administración tributaria.  Sanción por incumplimiento de obligaciones.
La experiencia que tuvimos fue encontrarnos con proveedores de actividades vulnerables que no enviaban los avisos que 
establece la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita. El no 
enviar los avisos, se puede tipificar en las siguientes infracciones:

“Artículo 53. Se aplicará la multa correspondiente a quienes:”
 ……………………………………….

“II. Incumplan con cualquiera de las obligaciones establecidas en el artículo 18 de esta Ley;”

 “III. Incumplan con la obligación de presentar en tiempo los Avisos a que se refiere el artículo 
17 de esta Ley.”

 “La sanción prevista en esta fracción será aplicable cuando la presentación del Aviso se realice 
a más tardar dentro de los treinta días siguientes a la fecha en que debió haber sido presentado. 
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En caso de que la extemporaneidad u omisión exceda este plazo, se aplicará la sanción prevista 
para el caso de omisión en el artículo 55 de esta Ley, o”
 ………………………………………………..

 “VI. Omitan presentar los Avisos a que se refiere el artículo 17 de esta Ley, y”

 “Artículo 54. Las multas aplicables para los supuestos del artículo anterior de esta Ley serán 
las siguientes:”

 “I. Se aplicará multa equivalente a doscientos y hasta dos mil días de salario mínimo general 
vigente en el Distrito Federal en el caso de las fracciones I, II, III y IV del artículo 53 de esta Ley;”
 …………………………………………………

 “III. Se aplicará multa equivalente a diez mil y hasta sesenta y cinco mil días de salario mínimo 
general vigente en el Distrito Federal, o del diez al cien por ciento del valor del acto u operación, 
cuando sean cuantificables en dinero, la que resulte mayor en el caso de las fracciones VI y VII 
del artículo 53 de esta Ley.”

De los ordenamientos parcialmente reproducidos, podemos distinguir dos tipos de infracciones una por incumplimiento 
genérico de las obligaciones como podría ser los avisos con información incompleta o avisos presentados de manera 
extemporánea, que se puede aplicar de conformidad con los artículos 53 fracciones II y III relacionados con el artículo 54 
fracción I y que sería una multa de 200 salarios mínimos (debe considerarse la UMA vigente) o la de no presentar avisos, 
que es la más alta, que en ese supuesto la multa es hasta 10 mil salarios mínimos, de conformidad con los artículo 53 
fracción VI relacionado con el artículo 54 fracción III reproducidos. 

Por lo anterior lo conveniente es presentar los avisos con la información que se tenga, así como los informes en ceros, para 
aspirar a que se ponga la multa más baja por esos supuestos. 

Hay otro tipo de multas que pueden poner además de las relacionadas con los avisos, y que es por no tener los expedientes 
únicos integrados de forma completa y no llenar las constancias de beneficiario controlador, pero se puede aspirar a que 
sea las multas más bajas en comento, por incumplimiento genérico de obligaciones.

No funcionalidad del artículo 55 de la Ley 
El artículo 55 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita es 
el único ordenamiento que contempla una eximente de sanción, siendo necesario reproducirlo a continuación:

“Artículo 55. La Secretaría se abstendrá de sancionar al infractor, por una sola vez, en caso 
de que se trate de la primera infracción en que incurra, siempre y cuando cumpla, de manera 
espontánea y previa al inicio de las facultades de verificación de la Secretaría, con la obligación 
respectiva y reconozca expresamente la falta en que incurrió.”

En las auditorías y procesos de sanción cuando invocamos este ordinal a la autoridad solo nos servía para la primera 
infracción, es decir, si teníamos 20 multas por expedientes únicos mal integrados, solo se nos condonaba la primera multa, 
pero se imponían las otras 19 multas. 

Conclusión
Es importante que los proveedores de actividades vulnerables revisen el cumplimiento de sus obligaciones conforme la 
legislación de prevención de lavado de dinero, porque este tipo de auditorías se realizan sin mediar un citatorio previo, es 
decir, se practican el mismo día que comienzan. Por eso razón se sugiere que los proveedores de actividades vulnerables 
realicen revisiones internas para validar el cumplimiento de sus obligaciones y así evitar la imposición de multas.    
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Con el Decreto número 2,242 publicado en el Periódico Oficial del Estado de Jalisco el día 16 de mayo del año 1923, con 
vigencia a partir del 17 del mismo mes y año; se promulgó la Ley de Expropiación de bienes muebles e inmuebles de 
propiedad privada.

Es una pequeña ley de 28 artículos en los que se establecen los casos en los que se considera que existe utilidad pública 
y por tanto la posibilidad de llevar a cabo la expropiación de bienes de propiedad privada. Como por ejemplo: la apertura, 
alineamiento o ampliación de vías públicas; la ejecución de acciones de conservación, mejoramiento y de crecimiento en 
los centros de población previstas en los planes parciales, previstos en la Ley de Desarrollo Urbano de Jalisco; la creación, 
fomento o conservación de empresas para beneficio de la colectividad; y otros casos más.

Expropiación, es el acto unilateral llevado a cabo por la administración pública, con el objeto de segregar un bien de la 
esfera jurídico-patrimonial de un particular, para destinarlo, aun sin el consentimiento del afectado, a la satisfacción de una 
necesidad colectiva de interés general o causa de utilidad pública, mediante el pago de una indemnización.

Por otra parte, el artículo 17 de la Declaración Universal de Derechos Humanos establece:

1.	 Toda persona tiene derecho a la propiedad, individual y colectivamente.
2.	 Nadie será privado arbitrariamente de su propiedad.

Asimismo, el segundo párrafo del artículo 27 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, determina 
que:

“Las expropiaciones sólo podrán hacerse por causa de utilidad pública y mediante indemnización”

De igual forma, la fracción VI del mencionado artículo 27 de la CPEUM señala que las entidades federativas y los 
municipios tienen plena capacidad para adquirir y poseer todos los bienes raíces necesarios para los servicios públicos. 
Las leyes federales y estatales determinarán los casos en que sea de utilidad pública la ocupación de la propiedad privada, 
y en consecuencia, la autoridad administrativa hará la declaración correspondiente.

El precio de la indemnización se basará en el valor fiscal catastral, ya sea porque el propietario manifestó el valor del 
inmueble, o por haber aceptado tácitamente al pagar año con año la contribución correspondiente.

En los casos en los que la propiedad particular hubiese tenido mejoras o deterioros ocurridos con posterioridad a la fecha 
de la asignación del valor fiscal, la indemnización estará sujeta a juicio pericial y a resolución judicial.
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En la normatividad de Jalisco, el artículo 50 de la Constitución Política del Estado, establece que: “Son facultades y 
obligaciones del Gobernador del Estado:”

Fracción XIV: “Decretar la expropiación por causa de utilidad pública, en la forma que determinen las leyes”

En este tema, la Ley de Expropiación de bienes muebles e inmuebles de propiedad privada confirma que el gobernador del 
Estado es el facultado para declarar la utilidad pública, ya sea por oficio, o por iniciativa que le dirijan los ayuntamientos o 
los particulares, previo cumplimiento de los objetivos y los procedimientos de esta ley.

Al respecto, el propietario afectado tiene el derecho de reclamar al propio Titular del Ejecutivo, la reversión del bien de que 
se trate y la insubsistencia de la expropiación, cuando dichos bienes no fueron destinados al fin que le dio origen, o cuando 
las obras programadas no se inicien dentro del plazo de 1 un año contado a partir de la declaración expropiatoria; ni las 
obras se concluyan en un término razonable tomando en cuenta las circunstancias de tiempo y lugar. El gobernador deberá 
resolver en un plazo de 15 quince días, y en caso de que proceda la reclamación las cosas volverán al estado anterior a 
la expropiación.

Como inicio del procedimiento, el gobernador deberá citar a una junta al promovente (el propio Estado, el ayuntamiento, 
en su caso el particular, y el poseedor o propietario); quienes podrán concurrir por sí o por un apoderado. Si el poseedor o 
propietario no se presentan a la junta o el gobernador no encuentra fundada la oposición que formulen, podrá declarar la 
utilidad pública, decretar la expropiación y publicar su resolución.

En el artículo 7 de esta ley se ratifica lo que comenté respecto al precio de la indemnización (fracción VI del artículo 27 de 
la CPEUM). Si el interesado se rehusare a recibir el precio determinado, se llevará a cabo la consignación judicial (poner 
el dinero de la indemnización a disposición de la administración de justicia).

Deberá abrirse expediente de expropiación que se integrará por el proyecto de la obra que se llevará a cabo; la designación 
de la propiedad que será ocupada; se expresará quiénes son los dueños o poseedores y su residencia; la exposición de 
la utilidad pública que resulte; y los informes, dictámenes u opiniones que el Ejecutivo considere conveniente recabar. Si 
existieren distintos dueños o poseedores, deberá formarse un expediente por cada uno de ellos, en el cual se precise cuál 
es su indemnización correspondiente.

El Juez notificará personalmente al dueño o poseedor cuando sea conocido y se encuentre domiciliado dentro del Estado; 
en caso contrario, notificará por edictos que se publicarán 3 tres veces durante un mes, en el Periódico Oficial de Jalisco. 
Citará a los que se crean con derecho a recibir indemnización, para que se presenten dentro de un término que no excederá 
de 15 quince días después de la última publicación.

Si se ignora quiénes son los propietarios o poseedores o dónde residen, se publicarán en el Periódico Oficial del Estado y 
en otro que el Juez designe, los requerimientos, citaciones, y la parte resolutiva de la sentencia.

Contra la sentencia del Juez se podrá interponer el recurso de apelación. El importe de la indemnización se depositará en 
la oficina de recaudación fiscal que corresponda. El Juez otorgará la escritura en los casos en los que el expropiado no 
fuere conocido, esté ausente, o se rehúse a otorgarla.

Si decretada la expropiación, a juicio del gobernador fuere urgente la pronta ocupación de los bienes, podrá pedirla al Juez 
en cualquier tiempo, y este, sin más trámites, la decretará con carácter de provisional, señalando después de recabar el 
dictamen de un perito, que él mismo (el Juez) determine la cantidad de la indemnización que quedará depositada en la 
oficina de recaudación fiscal respectiva, a reserva de resolver conforme a lo establecido en esta ley.
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CONCLUSIÓN:

La ley originaria fue publicada bajo el Decreto número 1,065 del 30 de septiembre de 1904; posteriormente se reformó 
con el Decreto número 1,879 del 30 de marzo del año 1918 mil novecientos dieciocho; y más adelante se hicieron 
diversas modificaciones mediante el respectivo Decreto en diferentes años.

No obstante de trata de una ley muy antigua, aún está vigente y por tanto, el propietario o poseedor está expuesto a sufrir 
la afectación en sus bienes muebles e inmuebles, sin tener ningún derecho, ni recurso legal ordinario, ni podrán promover 
el juicio de amparo.

En el ámbito federal, también existe la Ley de Expropiación, que fue publicada en el Diario Oficial de la Federación el 
día 25 de noviembre de 1936; su última reforma se publicó el 27 de enero del año 2012.

La aplicación de la Ley tanto estatal como federal, no elimina la posibilidad de que las autoridades cometan abusos en este 
tipo de procesos.

Un ejemplo de expropiación es cuando el Estado decide construir una carretera o autopista y para ello es necesario 
demoler viviendas para su trazado; por tanto, requiere adquirir dichas casas sin que sus propietarios puedan negarse, 
porque de hacerlo impedirían la construcción del camino.

En otros casos, la expropiación se realiza de un modo violento porque aducen justificativos ideológicos o políticos. La 
Revolución Cubana, por ejemplo, expropió en la década de 1960 los bienes de los ciudadanos estadounidenses en 
Cuba y rompió relaciones con el país norteamericano.

En México, en el año 1938 el General Lázaro Cárdenas, entonces Presidente de la República, convocó a los medios de 
comunicación, especialmente a la radio y la prensa, para hacer pública su decisión de apropiarse legalmente del petróleo 
que, hasta entonces, explotaban diversas empresas extrajeras. De esa manera, el petróleo de esas compañías pasó a ser 
propiedad del gobierno federal.

Este acto consistió en la expropiación legal de instalaciones, edificios, refinerías, estaciones de distribución, embarcaciones, 
oleoductos y bienes de ese tipo en general; con la promesa de cumplir con los pagos a los involucrados en el tiempo de 
diez años conforme a derecho, ya que las compañías a las que se les expropiaron dichos bienes, constituidas bajo leyes 
mexicanas, se habían rehusado a acatar el laudo (sentencia) emitido por la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje a favor 
del pago de mejores salarios a los obreros y trabajadores de esta industria, la cual fue ratificada por la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación.

La situación mencionada obligó al gobierno a aplicar la Ley de Expropiación, no sólo para someter a las empresas petroleras 
a la obediencia y a la sumisión, sino porque quedaron rotos los contratos de trabajo entre las compañías y sus trabajadores, 
por haberlo así resuelto las autoridades del trabajo. Si el gobierno no hubiese ocupado las instalaciones de las compañías, 
se habría paralizado de manera inmediata la industria petrolera, ocasionando males incalculables al resto de la industria 
y a la economía general del país.
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En la actualidad, el Instituto Mexicano del Seguro Social se ha dado a la tarea de exhortar a los patrones a dar cumplimiento 
al artículo 16 de la Ley del Seguro Social.

Dicho artículo señala que los patrones que cuenten con un promedio anual de trescientos o más trabajadores en el ejercicio 
fiscal inmediato anterior, están obligados a dictaminar el cumplimiento de sus obligaciones ante el Instituto Mexicano del 
Seguro Social por un Contador Público Autorizado y en los términos que señala el Reglamento. 

Es importante mencionar que, aun cuando el patrón no se encuentre en el supuesto anterior, puede optar por dictaminarse 
de forma voluntaria.

El promedio de trabajadores se obtendrá dividiendo entre doce, el total de trabajadores que resulte de sumar los que, 
en cada mes del ejercicio fiscal inmediato anterior, prestaron servicios al patrón, tomando en cuenta todos los registros 
patronales que le haya asignado el Instituto.

Beneficios del patrón que se dictamine:

I. No serán sujetos de visitas domiciliarias por el o los ejercicios dictaminados, excepto cuando al revisar el dictamen 
se encuentre en su formulación irregularidades de tal naturaleza que obliguen al Instituto a ejercer sus facultades de 
comprobación.

II. En los casos en que se hubieran emitido cédulas de liquidación por diferencias en el pago de cuotas y el dictamen 
se encuentre en proceso de formulación, el patrón deberá aclararlas, debiendo en su caso, liquidar el saldo a su cargo, 
tomándolas en cuenta el contador público autorizado que dictamine, como parte de su revisión en la determinación de 
las diferencias que resulten de su auditoría en forma específica para los trabajadores y por los periodos que se hubieran 
emitido, y

III. No se emitirán a su cargo cédulas de liquidación por diferencias derivadas del procedimiento de verificación de pagos, 
referidas al ejercicio dictaminado, siempre que se cumplan las condiciones siguientes:

a) Que se haya concluido y presentado el dictamen correspondiente;
b) Que los avisos afiliatorios y las modificaciones salariales derivados del referido dictamen se hubieran presentado por 
el patrón en los formatos o medios electrónicos dispuestos para ello, y
c) Que las cuotas obrero patronales a cargo del patrón, derivadas del dictamen, se hubiesen liquidado en su totalidad 
o se haya agotado el plazo de doce meses establecido en el artículo 149 de este Reglamento, de conformidad con el 
artículo 40 C de la Ley.

Lo establecido en esta fracción no es aplicable bajo ninguna circunstancia a los créditos que se deriven del Seguro de 
Retiro, Cesantía en Edad Avanzada y Vejez; capitales constitutivos, recargos documentados, visitas domiciliarias y en 
general, resoluciones derivadas de cualquier medio de defensa ejercido por el patrón. 
Presentación del Aviso de Dictamen

Para efectos de formular el Dictamen, el patrón presentará al Instituto dentro de los cuatro meses siguientes a la terminación 
del ejercicio fiscal, el aviso correspondiente. 

En el caso de los patrones que tengan dos o más registros patronales se presentará un único aviso que comprenderá todos 
los registros.
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El patrón con actividad en la industria de la construcción podrá presentar aviso de dictamen en los términos del párrafo 
anterior o por cada una de sus obras, sin que esto los releve de la obligación establecida en el artículo 16 de la Ley del 
Seguro Social. En este caso, el aviso abarcará el periodo completo de ejecución de la obra y sólo se aplicará con relación 
a las obras dictaminadas. 

Se entenderá por aceptado el aviso y podrá emitirse el dictamen, si en un plazo de quince días hábiles contados a partir 
del día siguiente a la fecha de su presentación, no recae notificación del Instituto al respecto.

Para el ejercicio 2019, el Aviso de Dictamen se presentará a más tardar el 30 de abril de 2020 a través del Sistema de 
Dictamen Electrónico del IMSS (*SIDEIMSS) y suscrito por el patrón o por su representante legal y el Contador Público 
Autorizado con la Firma Electrónica Avanzada (e.firma).

Presentación del Dictamen

Dicho dictamen deberá ser específico e independiente de cualquier otro respecto del mismo patrón y deberá presentarse 
a más tardar el 30 de septiembre de 2020.

En caso fortuito o fuerza mayor que impida la entrega del dictamen en el plazo establecido, el Instituto podrá conceder una 
prórroga de hasta cuarenta días hábiles.

Sanciones

La Ley del Seguro Social contempla las siguientes sanciones para aquellos patrones que:

•	 Omitan o presenten extemporáneamente el dictamen cuando se haya ejercido dicha opción, equivalente al importe de 
20 a 75 UMA (De $1,737.60 a $6,516.00)

•	 No cumplan o presenten extemporáneamente el dictamen con la obligación de hacerlo, equivalente al importe de 20 a 
350 UMA (De $1,737.60 a $30,408.00)

Conclusiones

Patrón, si tuviste un promedio de 300 o más trabajadores en el ejercicio inmediato anterior, estas obligado a dictaminarte, 
aún estas a tiempo de presentar tu Aviso de Dictamen y cumplir con esta disposición.

*Aplicativo desarrollado por el Instituto Mexicano del Seguro Social que permite a los patrones, sus representantes legales, así como a los Contadores 
Públicos Autorizados, dar cumplimiento en forma electrónica a las obligaciones establecidas en la Ley del Seguro Social y sus Reglamentos.
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INTRODUCCIÓN:

La contradicción de tesis 327/2019, con fecha de publicación 24 de enero de 2020, genero varias interpretaciones en 
relación con el futuro del importe de pago de las pensiones con derechos de Ley de Seguro Social 1973. Debido a esto, 
nos dimos a la tarea de hacerles participarles de este análisis a efecto de presentar nuestros comentarios y conclusión al 
final del presente boletín.

La preocupación se focalizo en las consecuencias de su aplicación retroactiva y efectos en fechas subsecuentes, esto 
es, aun y cuando, una persona se hubiere pensionado con un tope de 25 UMAS aplicando ley anterior, luego entonces 
a partir de la fecha de este precedente, tanto los ya pensionados, como a los estuvieran en proceso de trámite para 
pensionarse, les correspondería un importe hasta el tope de 10 SMG. Suposición que genero pánico, aun sabiendo, que 
dicho precedente representa el resultado de una situación en particular.

DESARROLLO:

Primeramente, veamos la lectura del precedente de referencia:

RÉGIMEN TRANSITORIO DEL SISTEMA DE PENSIONES ENTRE LAS LEYES DEL SEGURO SOCIAL DEROGADA DE 
1973 Y VIGENTE. EL LÍMITE SUPERIOR QUE SE DEBE APLICAR AL SALARIO PROMEDIO DE LAS 250 SEMANAS DE 
COTIZACIÓN QUE SIRVE DE BASE PARA CUANTIFICAR LAS PENSIONES DE LOS ASEGURADOS DEL RÉGIMEN 
TRANSITORIO, QUE OPTARON POR EL ESQUEMA PENSIONARIO DE LA DEROGADA LEY DE 1973.

Para cuantificar el monto de la pensión de vejez tratándose de asegurados que se ubican en el régimen transitorio y que se 
acogieron al esquema de pensiones de la derogada Ley del Seguro Social vigente hasta el 30 de junio de 1997, resultan 
aplicables el tope máximo de diez veces el salario mínimo previsto en el artículo 33, segundo párrafo, del citado cuerpo 
normativo, así como la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 85/2010, de 
rubro: “SEGURO SOCIAL. EL SALARIO PROMEDIO DE LAS ÚLTIMAS 250 SEMANAS DE COTIZACIÓN, BASE PARA 
CUANTIFICAR LAS PENSIONES POR INVALIDEZ, VEJEZ Y CESANTÍA EN EDAD AVANZADA, TIENE COMO LÍMITE 
SUPERIOR EL EQUIVALENTE A 10 VECES EL SALARIO MÍNIMO GENERAL VIGENTE EN EL DISTRITO FEDERAL, 
ACORDE CON EL SEGUNDO PÁRRAFO DEL ARTÍCULO 33 DE LA LEY RELATIVA, VIGENTE HASTA EL 30 DE JUNIO 
DE 1997.”, pues al acogerse a los beneficios para la concesión de la pensión de vejez previstos en la ley derogada, deben 
regirse por las disposiciones de esa normativa.

Ahora bien, de aplicarse literalmente este precedente, sin analizar la ejecutoria, así como la motivación de esta citada más 
adelante, podemos observar que se afectaría el principio de igualdad consagrado en la Constitución Política Mexicana en 
su artículo primero, párrafo tercero que a la letra reza, partiendo del hecho que se estaría ante un trato desigual a iguales.

“Artículo 1o. En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán de los derechos 
humanos reconocidos en esta Constitución y en los tratados internacionales de los que el Estado 
Mexicano sea parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio no podrá 
restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo las condiciones que esta Constitución 
establece.   
…
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Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico o nacional, el género, 
la edad, las discapacidades, la condición social, las condiciones de salud, la religión, las 
opiniones, las preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra que atente contra la 
dignidad humana y tenga por objeto anular o menoscabar los derechos y libertades de 
las personas.”

Por su parte la ejecutoria de contradicción tesis de referencia de la Segunda Sala, señala:

CONTRADICCIÓN DE TESIS 327/2019. ENTRE LAS SUSTENTADAS POR EL TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIAS PENAL Y DE TRABAJO DEL OCTAVO CIRCUITO Y LOS 
TRIBUNALES COLEGIADOS SEGUNDO DEL TERCER CIRCUITO Y DÉCIMO SEXTO 
DEL PRIMER CIRCUITO, AMBOS EN MATERIA DE TRABAJO. 23 DE OCTUBRE DE 2019. 
CUATRO VOTOS DE LOS MINISTROS ALBERTO PÉREZ DAYÁN, JOSÉ FERNANDO 
FRANCO GONZÁLEZ SALAS, YASMÍN ESQUIVEL MOSSA Y JAVIER LAYNEZ POTISEK. 
PONENTE: ALBERTO PÉREZ DAYÁN. SECRETARIA: N. MONTSERRAT TORRES 
CONTRERAS.

CONSIDERANDO:

PRIMERO. —Competencia. Esta Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
es competente para conocer y resolver la denuncia de contradicción de tesis, de conformidad 
con lo dispuesto por los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados 
Unidos Mexicanos, 226, fracción II, de la Ley de Amparo y 21, fracción VIII, de la Ley Orgánica 
del Poder Judicial de la Federación, en relación con los puntos primero y tercero del Acuerdo 
General Plenario Número 5/2013, en virtud de que se trata de una denuncia de contradicción 
de criterios sustentados por Tribunales Colegiados de distinto Circuito en un tema que, por ser 
de naturaleza laboral, corresponde a la materia de su especialidad.

SEGUNDO. —Legitimación. La contradicción de tesis se denunció por parte legitimada para 
ello, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 107, fracción XIII, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y 227, fracción II, de la Ley de Amparo en vigor, ya 
que se formuló por los Magistrados integrantes del Segundo Tribunal Colegiado en Materia de 
Trabajo del Tercer Circuito.

TERCERO. —Criterios contendientes. Con el propósito de estar en aptitud de determinar la 
existencia de la contradicción de tesis denunciada, es menester formular una breve referencia 
de los antecedentes de cada asunto y, posteriormente, transcribir las consideraciones de las 
resoluciones emitidas por los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes.

I. Amparo directo **********, del índice del Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del 
Octavo Circuito.

1. ********** promovió demanda laboral en contra del Instituto Mexicano del Seguro Social, del 
que reclamó, entre otras, las siguientes prestaciones:

“... a) Le sea reconocido ... el derecho ... sean tomadas en cuenta las cotizaciones generadas 
posteriores al momento en que se le otorgó la pensión de cesantía en edad avanzada bajo el 
régimen de la Ley del Seguro Social de 1973, ... dicha pensión le fue autorizada y otorgada a 
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nuestro mandante con vigencia a partir del 24 de agosto de 1998 ... señalándose además de 
que el salario promedio de cotización de las últimas 250 semanas, a la fecha de baja del régimen 
obligatorio ... como se detalla en la resolución de otorgamiento de la pensión de cesantía en 
edad avanzada ...”

El juicio laboral se turnó a la Junta Especial Número Veinticinco de la Federal de Conciliación 
y Arbitraje, con sede en Saltillo, Coahuila de Zaragoza, la que, mediante laudo de diecisiete de 
marzo de dos mil diecisiete, determinó que el actor acreditó sus acciones y el demandado se 
allanó parcialmente a las peticiones; por lo que:

“... SEGUNDO. —Se condena al Instituto Mexicano del Seguro Social a que otorgue la pensión 
de vejez a ********** con un total de 2112 semanas tomando en cuenta un salario de cotización 
... a partir del 2 de enero del 2016 ...”

2. Insatisfecho, el actor promovió el juicio de amparo directo **********, del índice del Tribunal 
Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, el que, en sesión de trece de abril 
de dos mil dieciocho, negó la protección constitucional, con base en lo que sigue:

“... OCTAVO. —Estudio. ... al quejoso, sí le resulta aplicable el referido artículo 33, así como 
la jurisprudencia en cita, debido a que ... se le otorgó dicha pensión conforme al esquema de 
pensiones previsto en la derogada Ley del Seguro Social de mil novecientos setenta y tres, y ... 
al acogerse a los beneficios previstos en la legislación derogada, es inconcuso que se deben 
aplicar las reglas previstas en ésta para el otorgamiento de la pensión y, por tanto, para la 
rectificación de esta.
“... porque únicamente los asegurados del régimen de mil novecientos setenta y tres, que 
hayan cotizado conforme a las reglas del régimen de mil novecientos noventa y siete y se 
pensionen conforme a este último (mil novecientos noventa y siete), no se ven afectados por 
la jurisprudencia 2a./J. 85/2010 ... porque a ese tipo de asegurados no les resulta aplicable 
el artículo 33 de la ley anterior, esto es así, en virtud de que, si se acogen al esquema de 
pensiones establecido en la Ley del Seguro Social vigente, es obvio que no puede aplicárseles 
un dispositivo legal que ha sido derogado ...

“No obstante lo anterior no aplica para los asegurados que opten por acogerse a los beneficios 
de pensionarse bajo el régimen de mil novecientos setenta y tres, aun y cuando hayan seguido 
cotizando bajo el régimen de mil novecientos noventa y siete, y la pensión se otorgue con 
posterioridad a la entrada en vigor de la actual Ley del Seguro Social, como en el caso aconteció 
(al otorgarle el instituto demandado al actor en el año dos mil uno, una pensión de cesantía por 
edad avanzada), porque de conformidad con el artículo tercero transitorio de la legislación en 
cita, tales personas pueden escoger el sistema que se adecue conforme a sus pretensiones, y 
si optan por pensionarse bajo el régimen de mil novecientos setenta y tres, les serán aplicadas 
las reglas contenidas en la Ley del Seguro Social de ese año.

“... Por consiguiente, es inconcuso que si el trabajador se inscribió con anterioridad a la entrada 
en vigor de la Ley del Seguro Social de mil novecientos noventa y siete, pero cotizó bajo la 
vigencia de la nueva ley y, a su vez, en ese período se actualizan los supuestos legales para 
el otorgamiento de la pensión (de la que ahora reclama su modificación), y se acoja a los 
beneficios para la concesión de la pensión de cesantía previstos en la Ley del Seguro Social de 
mil novecientos setenta y tres, le es aplicable el artículo 33 de la Ley del Seguro Social de mil 
novecientos setenta y tres, así como la jurisprudencia 2a./J. 85/2010,(1) de la Segunda Sala 
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... para determinar el límite superior que tiene el salario promedio de las últimas doscientas 
cincuenta semanas de cotización, base para cuantificar su pensión, a saber, de diez veces el 
salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, como lo determinó la responsable ... el 
obrero inconforme aduce que dicho criterio no es aplicable al caso ... tal argumento resulta ... 
infundado, en la medida de que el trabajador, al momento de obtener una pensión de cesantía, 
mediante resolución ... de treinta y uno de octubre de mil novecientos noventa y ocho, bajo el 
régimen pensionario de la Ley del Seguro Social derogada, vigente a partir de mil novecientos 
setenta y tres ... esta norma es la que le resulta aplicable, y por tanto, también la jurisprudencia 
de mérito.

“... Por otra parte, es también infundado lo expuesto, en cuanto a que, al cotizar semanas dentro 
de la vigencia de la nueva Ley del Seguro Social, le resulta aplicable el artículo vigésimo quinto 
transitorio ... de dicha ley, para establecer el límite superior del salario base de cotización para 
el cálculo de la pensión de cesantía ... porque ... esa disposición transitoria únicamente es 
aplicable para los asegurados que opten por pensionarse conforme al esquema de pensiones 
establecido en la Ley del Seguro Social de mil novecientos noventa y siete, no así para los que 
decidan acogerse a los beneficios para la concesión de la pensión de cesantía, previstos en la 
Ley del Seguro Social de mil novecientos setenta y tres, ya que a éstos les serán aplicadas las 
reglas contenidas en la Ley del Seguro Social de mil novecientos setenta y tres, entre las que 
no destaca que el límite superior del salario base de cotización para el cálculo de la pensión 
sea de veinticinco veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal, ahora Ciudad 
de México, sino de diez veces, atento a lo previsto por el numeral 33 de la citada legislación ...” 
Criterios contendientes:
…

Tesis de jurisprudencia 164/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, 
en sesión privada del trece de noviembre de dos mil diecinueve.

El sustentado por el Tribunal Colegiado en Materias Penal y de Trabajo del Octavo Circuito, 
al resolver el amparo directo 671/2017, el sustentado por el Décimo Sexto Tribunal Colegiado 
en Materia de Trabajo del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 46/2019, y el diverso 
sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Tercer Circuito, al 
resolver el amparo directo 803/2018.

Por lo que de los comentarios hasta aquí vertidos y, bajo el análisis del derecho constitucional 
comparado con la investigación compartida por el Lic. Rodrigo Brito Melgarejo, cada persona 
al estar ante situaciones, tiempos y derechos diferentes respecto a las semanas cotizadas y 
salarios devengados con la Ley derogada y la aplicación de norma vigente, en relación con el tope 
y promedio de las últimas 250 semanas realmente cotizadas al momento de elegir la pensión, 
luego entonces, esta jurisprudencia no podría ser una norma de aplicación generalizada, en 
razón de observar que la antigua Ley, solo considera el tope máximo salarial para propósitos de 
cotización, más no para determinar la cuantía de la pensión, en virtud de que el artículo 167 
de la Ley de 1973, señalaba que para determinar la cuantía de las pensiones, se consideraba 
el salario promedio correspondiente a las últimas 250 semanas cotizadas, por lo que cualquier 
interpretación incluyendo la de la propia Corte se excederían al manifestar que el tope de 10 
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salarios mínimos debe aplicarse al salario base para determinar la cuantía de las pensiones, lo 
cual es incorrecto.

Aunado a es esto, como se puede observar, en  la ejecutoría de la jurisprudencia que nos ocupa 
en este análisis, se trata de un derecho elegido en su momento y aplicado a su pago conforme 
a derecho en el particular correspondía.

Circunstancia por la cual, el IMSS puntualmente emitió su boletín de prensa No. 60, en el que 
indica su postura respecto a las controversias generadas, y aclara que seguirá conforme a lo 
que derecho corresponda con el cálculo y pago de pensión hasta un tope máximo de 25 SMG.

Ciudad de México, martes 4 de febrero de 2020 
No. 060/2020 

BOLETÍN DE PRENSA 

Nadie corre riesgo en el monto de su pensión, no se rasuran ni se disminuyen: Zoé Robledo.

•	 Las pensiones continuarán calculándose en 25 salarios mínimos para quienes estén en el modelo de transición de las 
leyes de 1973 y de 1997. 

•	 El director general del IMSS aclaró que la controversia de tesis emitida por la Segunda Sala de la SCJN no es de 
aplicación obligatoria, “no significa que estemos en un desacato, sino que no aplica al Seguro Social”. 

El director general del Instituto Mexicano del Seguro Social (IMSS), Maestro Zoé Robledo, afirmó que la controversia de 
tesis que emitió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) sobre el recálculo en las pensiones 
no es una sentencia para las instituciones de seguridad social, sino “un criterio para los juzgados y los tribunales colegiados 
de menor jerarquía”. 

Durante la conferencia matutina que encabezó el presidente de México, Andrés Manuel López Obrador, el titular del Seguro 
Social aseguró que “nadie corre riesgo en el monto de su pensión, no se rasura nada como ayer encabezó un medio, no 
hay recálculo, no hay disminución”. 

Señaló que esa controversia de tesis emitida por la Segunda Sala no es de aplicación obligatoria, “no significa que estemos 
en un desacato, sino que no aplica al Seguro Social”. 

En este sentido, Zoé Robledo dijo que el IMSS seguirá calculando las pensiones de las personas que están en el modelo 
de transición entre las leyes de 1973 y de 1997 en 25 salarios mínimos como se ha hecho durante los últimos años. 

Explicó que la Corte, en particular la Segunda Sala, estableció un criterio para sus juzgados, no para las instituciones de 
seguridad social. Lo que estamos planteando es que el criterio de seguir calculando igual sea validado por el Consejo 
Técnico del Seguro Social, “incluso lo digo, ni siquiera sería necesario, pero más vale tener esa certeza por el órgano de 
decisión de carácter tripartita, que es el Consejo Técnico”, afirmó. 
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Subrayó que el Seguro Social continuará calculando la pensión en 25 salarios mínimos, ya que es el trabajo de toda una 
vida y sería injusto reducirlo a 10. Insistió que esta controversia de tesis de la Segunda Sala no es de aplicación al Seguro 
Social. 

Por otro lado, y para una mayor tranquilidad, no podemos dejar de citar que aún cuando la “Ley del Seguro Social de 1997” 
nos rige en la actualidad, gracias al artículo tercero transitorio de dicha ley, todos aquellos que han trabajado hasta antes 
del 1 de julio de 1997, tienen derecho a elegir entre la Ley de 1997 y la Ley del Seguro Social de 1973, de acuerdo con lo 
que sea más conveniente para su beneficio económico.

Ahora bien, con el objeto de dejar comprendido de mejor manera las distintas formas en que se puede presentar en cada 
situación se deben tener en cuenta  lo que al respecto apunta el Lic. Francisco Rubio Llorente, esto es que el concepto de 
igualdad es siempre “relacional”. Para lo cual, nos comparte:

“La igualdad designa un concepto relacional, no una cualidad de una persona, de un objeto 
(material o ideal), o de una situación, cuya existencia puede ser afirmada o negada como 
descripción de esa realidad aisladamente considerada; es siempre una relación que se da al  
menos entre dos personas, objetos o situaciones. Es siempre el resultado de un juicio que recae 
sobre una pluralidad de elementos (en el caso límite, al menos una dualidad), los “términos de 
comparación” entre los cuales debe existir al mismo tiempo alguna diversidad, aunque sólo 
sea espacial y temporal, pues de otro modo, como es obvio, no cabría hablar de pluralidad. La 
diferencia al menos numérica, entre los elementos comparados es condición de posibilidad del 
juicio de igualdad”

CONCLUSIÓN:
En este tipo de análisis, se debe tener en cuenta la existencia de ordenamientos diferentes, esto es; dos disposiciones 
legales una derogada y otra vigente y sus consideraciones, que entre si llevan a contraste de interpretaciones y percepciones 
con leyes e instituciones y que a la vez hacen entrever las coincidencias, semejanzas y diferencias, que pueden tomarse 
en cuenta, ya que cuando se pretende reformar el orden jurídico como sucedió en 1997, es de suma importancia analizar 
cada caso en particular y las disposiciones a aplicar cuidadosamente, cuidando el principio de Igualdad bajo el enfoque 
particular de cada hecho, como lo es la situación en el análisis que nos ocupa sobre el pago de una pensión presente y 
futura, conforme a lo que derecho corresponda de conformidad, tanto con la ley derogada de 1973, como con la Ley vigente 
a partir julio de 1997. Así las cosas, una persona que se encontraba pensionada con la Ley de 1973, con un pago de hasta 
25 Salarios Mínimos Generales (SMG), seguirá recibiendo dicho monto actualizándose cada vez que exista actualización 
de este y al igual aquella persona que se pensione después de este precedente teniendo derecho a elegir cálculo de 
pensión con ley 1973 por así convenir a sus intereses económicos, su derecho será hasta el tope de 25 Salarios Mínimos 
Generales.



Las 13 verdades sobre la 
sucesión de la empresa 

familiar

Autor:
CPC Mario Rizo Rivas

Artículo Especial

Existen muchos mitos en torno a los negocios familiares, y la cuestión es que 
hasta que no se vive o no se conoce más de cerca es difícil saber qué es 

realidad y qué no con relación al interés y la participación de los hijos en un 
proceso de sucesión.
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Muchas empresas familiares 
albergan una enorme variedad 
de temores y malentendidos 
acerca de su propiedad, gobierno 
corporativo, gestión y sucesión.

Hoy en día resulta bastante 
común en los empresarios de 
México tener ciertos prejuicios 
respecto al proceso de sucesión 
en las empresas familiares. Sin 
embargo, es importante recordar 
que nadie aprende en cabeza 
ajena y que para poder trascender a través del tiempo es necesario dejar de lado ciertas ideas preconcebidas de la cultura 
mexicana. “A veces no es cuestión de tener nuevas ideas, sino de dejar de tener ideas de las antiguas” – Edwin Land de 
Polaroid.

Por ello, a continuación expongo algunas de ésas ideas erróneas que se encuentran arraigadas en los fundadores de 
empresas familiares, a pesar de los múltiples problemas que traen consigo ésas ideas 

MITO 1: La institucionalización generará costos y gastos excesivos que terminarán con   el cierre definitivo 
de la empresa familiar. Las empresas familiares no tienden a institucionalizarse ni hacen nada más que 
su trabajo. Muchas personas piensan que por ser familiares no hacen ni una planeación estratégica 
de empresa, ni distinguen su misión, visión y valores, ni piensan en objetivos ni se forman ni buscan 
asesores externos, pero lo cierto es que muchas familias sí se preocupan de todos los aspectos para su 
negocio, e incluso lo hacen mucho más que otras empresas no familiares.
VERDAD: Contrario a las creencias, el proceso de institucionalización realizará procesos más eficientes 
dentro de la empresa y consecuentemente eso no provocará el cierre definitivo. Tomemos de ejemplo 
empresas reconocidas y exitosas como Bimbo, Farmacias Guadalajara, Televisa, Tequila Cuervo y 
muchas más que han permanecido de generación en generación, siendo capaces de adaptarse a los 
cambios y obstáculos que se le presentaron, todo gracias a su institucionalización. 

MITO 2: La sucesión llegará de todas maneras, ¡Para qué planearla!
VERDAD: Evidentemente la sucesión llegará en algún punto de la vida del fundador, sin embargo ¿Por 
qué no ser dueños también de éste proceso? Planificar la sucesión con tiempo traerá consigo ventajas 
a largo y mediano plazo tanto como para el empresario como para su familia, evitando así que este 
proceso sea causa de estrés y desunión familiar.

MITO 3: La sucesión es la fuente de las soluciones a todos los problemas de la empresa.
VERDAD: Si esta fuera la solución, las empresas familiares se la pasarían haciendo procesos sucesorios 
al menos cada 3 años para contrarrestar presiones de la competencia por el mercado a nivel mundial, 
fluctuación cambiaria, aumentos en los precios de las materias primas, servicios, impuestos y hasta 
problemas laborales. Las empresas por definición deben estar constituidas y administradas   a prueba 
de relevos en sus accionistas, consejo de administración  y dirección. 

MITO 4: El sucesor obligadamente debe ser mi hijo mayor.
VERDAD: Por razones que van desde algunos preceptos contenidos en la Biblia hasta los códigos de las 
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mafias italianas, los hijos mayores siempre se han considerado como el relevo natural, sin reflexionar si 
éste no tiene inclinación para ello y sólo desea seguir el mismo camino de su padre. 
Sin embargo, es importante recordar que en pleno siglo XXI las personas y las organizaciones son 
distintas y responsabilidad de cada uno de los fundadores de moldear el entorno convenientemente, y 
analizar con toda honestidad y objetividad si el hijo mayor es el mejor candidato para dirigir la empresa y 
no conformarse con el clásico ardid de que “Echando a perder se enseña”. Tal vez un análisis concienzudo 
de la empresa familiar demostrará que no hay tiempo de aprender, si no de actuar.

MITO 5: El sucesor en la dirección de la empresa forzosamente tiene que ser de la familia.
VERDAD: Las empresas más sólidas no se fundamentan en las decisiones en base de personas cuya 
única validez objetiva sea su sangre. Las empresas en la actualidad para poder trascender deben basar 
su sobrevivencia en una planeación estrategia que incluya principalmente en sus objetivos uno global 
de competitividad que considere a la calidad como uno de los caminos más eficientes y efectivos para 
lograr la rentabilidad. 

MITO 6: El sucesor en la dirección tiene que haber trabajo previamente en la empresa.
VERDAD: La experiencia mencionada no es indispensable, aunque se recomienda que  antes de asumir 
la dirección general se le capacite en un proceso previo. El factor común  en los muy buenos directores 
radica principalmente en una sólida formación académica y una amplia experiencia en otras empresas 
que no tenían mucho que ver con el giro de las organizaciones para las que actualmente trabajan. 

MITO 7: El Sucesor tiene que trabajar previamente en un lugar distinto.
VERDAD: En ocasiones resulta mucho más fructífero que el sucesor aprenda al 100% el giro del negocio 
y su manera de operar. Han existido casos en que se les envía a trabajar a corporaciones distintas 
y cuando regresan, se tomen las ideas de esa compañía y consecuentemente le cueste más trabajo 
adaptarse a las ideas y cultura de la empresa familiar. 

MITO 8: El sucesor  tiene que ser hombre.
VERDAD: En la realidad, en las empresas no ocurre el fenómeno de que todas las mujeres son 
incompetentes y todos los hombres son genios; por el contrario, hay innumerables casos de mujeres con 
un enorme grado de competitividad. 

MITO 9: Mis hijos no están listos para la sucesión, son muy jóvenes.
VERDAD: Esta frase contiene una fuerte carga de relativismo. Se parte de la base de que los hijos son 
muy jóvenes tengan 30 o 50 años de edad, dependiendo del concepto que se posea de juventud. La 
sucesión debe hacerse con base en una cuidadosa preparación y visión a largo plazo.
La experiencia indica que una persona de 30 años o menos puede tener el vigor y la madurez necesarias 
para dirigir apropiadamente una empresa, en tanto que una  de 50 o más tal vez no tenga la capacidad 
para hacerlo; por tanto, debe analizarse cada caso y a cada hijo sin pasiones, con objetividad y honestidad.

MITO 10: El sucesor debe ser preparado y anunciado hasta que yo me muera.
VERDAD: Seguir con esta tendencia puede resultar suicida para los procesos de desarrollo y expansión 
de la empresa. La experiencia histórica en esta clase de circunstancias conlleva injustas y dolorosas 
lecciones que recibirán los que se quedan, no tanto los que se van.
Por lo general, la vida de la empresa se trastorna intensamente al tenor de un dirección que se convulsiona 
por no tener un líder que sostenga el rumbo, un equipo gerencial atrapado en la duda, un grupo de 
personal, administrativo y  operativo sin directrices y posiblemente un mercado de clientes que, atónitos 
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ante este escenario, deciden satisfacer sus necesidades con otros proveedores más institucionales que 
le representen un menor riesgo.

MITO 11: La influencia de la esposa del fundador “Si tú te sales, la empresa se viene abajo, aguántate 
tantito más.”
VERDAD: Esta frase se repite con frecuencia en las casas de los empresarios. Muchas mujeres 
literalmente presionan a sus maridos buscando una permanente satisfacción de bienes materiales, 
creyendo firmemente que cuando el director-esposo se retire de las riendas del negocio, su prosperidad 
caerá con estrépito. Otras no repiten la frase citada por objetivos de la negrura mencionada, aunque sí 
lo hacen por confiar demasiado en la fuerza corporal del atribulado marido.
Por otra parte, si en verdad la empresa familiar se derrumba en cuanto se retire el fundador, quedan 
muchas dudas con respecto a la eficiente labor que éste desarrolló a lo largo de los años como timón 
máximo de una sociedad endeble y sostenida con alfileres. Por otra parte, esta encrucijada se resuelve 
por sí misma; al salir o morir el fundador se muere la empresa, haciendo innecesaria la sucesión.

MITO 12: “Si abandonas el trabajo te mueres; no sabes hacer nada más y te va a invadir el aburrimiento 
en la casa; por cierto, ¿qué voy a hacer contigo todo el día viéndote ahí?”
VERDAD: Prácticamente todos los médicos especializados en el campo de la geriatría y la psicología 
de la llamada tercera edad, están de acuerdo en que un hombre, particularmente un hombre mayor, 
sin actividad alguna llega a aburrirse tanto que es capaz de reducir su capacidad defensiva ante las 
enfermedades, inventarse toda clase de padecimientos y hasta autofijarse un creativo inventario de 
accidentes tanto en casa como en la calle.

MITO 13: Las empresas familiares duran poco. 
VERDAD: Esto puede ser cierto si se compara con la construcción de un país o con una era histórica, 
pero no necesariamente si se compara con el común de las empresas de cualquier tipo.
Ocurre, que es cierto que muchas empresas familiares duran tres generaciones, pero eso significa más 
de 60 años o incluso cerca de los cien. Es decir, que la expectativa de vida de una empresa familiar es 
tanta (o tan poca, según se mire) como una empresa no familiar. 
¿Por qué mueren? Por razones de competitividad, de modelo de negocio o de otro tipo, siempre similares 
a la generalidad de los negocios. Más bien los elementos que suelen prologar la vida de una empresa 
son precisamente los elementos que más se asocian al promedio de empresas familiares, como la 
sensibilidad al entorno, la cohesión y la tolerancia al cambio. Incluso poseen un factor especial: el interés 
por dejar un legado a generaciones posteriores. Nadie lo negaría.

MITO 14. Dejar la empresa a los hijos y un sucesor es el mejor regalo que se le puede hacer. 
VERDAD: Muchos hijos están deseando poder heredar y gestionar la empresa de la familia, pero para 
otros supone una obligación porque tienen otras aspiraciones o sueños en la vida. Antes que pensar 
en retirarse para ofrecer la empresa a los hijos hay que pensar si realmente la quieren, y si no es así 
con mucha pena hay que pensar en darle otra salida a la empresa, por ejemplo, la venta. Puede doler 
mucho en casos como empresas que llevan siendo gestionadas por varias generaciones, pero a veces 
renunciar es el mejor regalo para algunos hijos (que no para todos).

MITO 15. No es necesario dejar nada por escrito para al sucesor.
Ya que hay confianza, y además si se me pides todo por escrito es porque “no me quieres” o “no confías” 
en mí. En los negocios, haya confianza o no, hay que dejarlo todo por escrito. Es lo más seguro e idóneo, 
y con ello se puede demostrar todo. No dejar por escrito no sólo es un gran error, sino que además puede 
llevar a varios conflictos entre hermanos y en la empresa, especialmente cuando uno piensa que se ha 
dicho una cosa y otro afirma que es lo contrario.
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Aunado a los puntos anteriores, es posible arrojar algunas sugerencias para vencer el “aburrimiento”, sin embargo, si 
el problema radica en retirarse de la dirección general de la empresa y al mismo tiempo no someterse a un lavado de 
cerebro viendo televisión diez horas al día ni volverse loco con los gritos al principio maravillosos, ahora espantosos de los 
nietos, existe un sinnúmero de actividades que se pueden practicar como alternativa. Por ello, para y casi para finalizar les 
comparto algunas sugerencias clave: 

Partimos de la base de que el director general saliente se retira de su cargo precisamente porque no quiere adelantar sus 
hechos biológico terminales, por lo que sí es prioritario, y humano, ayudarle a salir con el mayor ánimo y el menor riesgo 
posible.
Por norma general, el propio director entrante es el primero que agradece que su antecesor lo asista con alguna periodicidad 
en calidad de asesor, ayudándolo a entender, mejorar y hasta reafirmar algunos procedimientos o sistemas que éste 
generó en su momento. El cargo de mentor, consejero o asesor implica algunas visitas cortas (digamos una al mes) que 
requieren de preparación previa para ser productivas.

De ninguna manera sería recomendable dar al ejecutivo saliente un cargo operativo menos completo en apariencia, ya que 
sería el detonador de nuevos procesos de estrés y ansiedad que demeritarían su capacidad física y mental, regresando 
al círculo vicioso anterior. Además, la gente a su alrededor seguiría identificando a dos líderes generando confusión y en 
ocasiones duplicidad de actividades. 

Otras alternativas son abandonar por completo la empresa y dedicarse a actividades diversas, entre ellas ser parte de 
organismos de beneficencia privada y ayuda mutua;  o bien, estudiar algo que no se había podido concluir; viajar con 
la esposa lo que nunca se viajó; reiniciar ese pasatiempo que se abandonó por falta de tiempo. En fin, existen tantas 
posibilidades como ganas se tenga de encontrarlas y ocuparse en ellas.

Finalmente es importante tener presente que el 75% de los problemas empresariales se generan por no tener bien definido 
una planeación estratégica paralela entre empresa y familia que incluya un plan de sucesión y que este sea comunicado 
formalmente a todos los familiares y ejecutivos de la empresa.

A manera de reflexión quiero compartir que: No es que las empresas familiares sean superiores o peores. Etas se enfrentan 
a similares oportunidades y amenazas que el resto y en muchas ocasiones también saben lidiar con la definición de roles, 
con las resistencias a una cultura de empresa o a la diversidad de intereses de sus propietarios.
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INTRODUCCIÓN
Una realidad que requiere ser atendida es el impacto en los negocios, y vida diaria en general, de las tecnologías de la 
información, así como, las nuevas amenazas y vulnerabilidades que implican.

En esta ocasión proponemos clarificar conceptos fundamentales acerca de los riesgos que el entorno tecnológico nos trae 
a la práctica cotidiana de los contadores, así como, primeras recomendaciones para iniciar su tratamiento.

CONTEXTO
De acuerdo con la firma de ciberseguridad Kaspersky, México registró 9.5 ataques de malware por segundo durante el 
año 2019, con lo que se posiciona como el segundo lugar en Latino América y el noveno a nivel mundial en ciberataques 
(Kaspersky, Cumbre Latinoamericana de Ciberseguridad 2019, https://latam.kaspersky.com/blog/kaspersky-registra-45-
ataques-por-segundo-en-americalatina/ 15274/).

Con la transformación digital cada vez son más las empresas que están introduciendo herramientas tecnológicas para 
automatizar sus procesos, lo cual por un lado facilita mucho el trabajo de sus empleados, pero al mismo tiempo vuelve a las 
empresas cada vez más vulnerables. Conceptos como ciber resiliencia, capacidad que tiene las empresas para prevenir, 
detectar y responder a las amenazas hacia sus sistemas e información, empiezan a formar parte de nuestro día a día.

ALGUNAS MEDIDAS INICIALES
Para enfrentar este gran reto de la actualidad, en primer lugar, debemos entender el concepto de Seguridad de la Información, 
que de acuerdo con la norma ISO 27001 es la preservación de la “Confidencialidad”, “Integridad” y “Disponibilidad” de la 
información.

•	 Confidencialidad: propiedad de que la información no 
esté disponible o sea divulgada a individuos, entidades o 
procesos no autorizados;

•	 Integridad: propiedad de la información que esté completa 
y sea precisa;

•	 Disponibilidad: propiedad de la información de ser 
accesible y utilizable sobre demanda por una entidad 
autorizada.

A esto se le llama el triángulo de la seguridad informática. 
Al cumplir con la preservación de estos tres conceptos, 
aumentamos la seguridad de la información de nuestra 
empresa.

Para lograrlo es necesario apoyarnos de tres factores 
importantes: la Tecnología, asegurando nuestras redes de 

comunicación, equipos móviles, servidores, desarrollos de software, etc. Las Personas, formándolas y sensibilizándolas en 
el correcto uso de su identidad, sus accesos, la organización de su información. Finalmente, los Procesos, realizando la 
implementación de políticas de seguridad, uso de correo electrónico, planes de recuperación de desastres y de continuidad 
de negocio, entre otros.

UN EJEMPLO
Tomemos el caso cotidiano de las transferencias bancarias. La Confidencialidad es posible relacionarla con el uso de 
credenciales (usuario, contraseña, etc.) para el inicio de sesión y en ocasiones el uso de medios biométricos, como la 
huella digital para ingresar a las aplicaciones bancarias. La Integridad se conecta con la obligación que tiene toda entidad 
bancaria o financiera en mostrar los datos actualizados sin haber sido alterados. Y por último la Disponibilidad que se refiere
a que las aplicaciones bancarias deben estar en línea las 24 horas del día los 7 días de la semana.
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RIESGOS Y RECOMENDACIONES GENERALES
Por otro lado, existen muchos riesgos asociados con la comunicación cotidiana que tenemos, entre ellos encontramos el 
Phishing, que es un término utilizado para referirse a uno de los métodos más utilizados por delincuentes cibernéticos para 
estafar y obtener información confidencial de forma fraudulenta como puede ser una contraseña o información detallada 
sobre tarjetas de crédito u otra información bancaria de la víctima.

Nuestra recomendación, adicional a tener mucho cuidado con los correos y mensajes que recibimos, es que al menos 
debemos cuidar tres aspectos importantes:

El primero es el Respaldo de nuestra información, documentos, correo electrónico, contactos, para ello existen en la 
actualidad muchas opciones, por mencionar algunas opciones que nos permiten tener copias en línea de nuestros archivos: 
Dropbox®, Google Drive®, Microsoft OneDrive®.

La segunda recomendación es contar con un Antivirus, y se preguntarán cual es la mejor opción, para poder externar 
nuestra recomendación sería necesario conocer sus propias necesidades, sin embargo, algo que si podemos afirmar 
es que vale la pena invertir un poco de presupuesto en comprar una licencia para proteger nuestro equipo. Aquí les 
compartimos una liga de la revista PCWorld publicada el 20 de enero de este año en donde realizan una evaluación de los 
10 mejores antivirus (https://www.pcworld.es/mejores-productos/seguridad/antivirus-windows-3675796/).

Finalmente, la última recomendación es cuidar las Contraseñas, y no solo nos referimos a donde se almacenan, si es 
en un archivo de Word, de Excel o simplemente en un cuaderno, sino a la complejidad y variedad de las contraseñas. 
Nuestra sugerencia es no utilizar la misma contraseña para más de una aplicación y que la contraseña tenga elementos de 
seguridad que permitan proteger la información, al menos una mayúscula, una letra minúscula, números y de preferencia 
un carácter especial. Puede parecer complicado, pero les puede ahorrar muchos problemas. Si quieren facilitar la 
administración de sus contraseñas igualmente existen muchas aplicaciones que pueden ayudar, aquí compartimos otro 
artículo de PCWorld evaluando administradores de contraseñas: (https://www.pcworld.es/mejoresproductos/seguridad/
gestores-contrasenas-3680297/)

CONCLUSIONES
Es importante que las empresas en México empecemos a tomar conciencia de este tema y hagamos acciones muy 
concretas para el cumplimiento del Triángulo de la Seguridad Informática, apoyándonos de expertos en la materia e 
implementando medidas de seguridad orientadas a los procesos, la tecnología y las personas de nuestra organización.

En muchos casos los contadores son custodios de la información de las organizaciones e inclusive de sus clientes, lo que 
implica la responsabilidad para que las medidas de protección, como las ya mencionadas, estén activas y vigentes.




